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INTRODUCCION 

En el presente trabajo pretendo realizar un un análisis objetivo 
sobre uno de los tópicos de mayor trascendencia en el sistema federal 
mexicano; la autonomla y libertad municipal, desde el enfoque de la 
situación financiera de estos órdenes de gobierno, que sin duda alguna, 
son los más próximos a la problemática que enfrenta la solución de las 
demandas colectivas. Para ello es conveniente estudiar el origen del 
sistema federal en nuestro país, que nace de la imitación a las instituciones 
poUtico juridicas del extranjero, en momentos de la génesis ·Y por esa 
razón dificiles·, del Estado mexicano. 

Resulta verdaderamente halagador el hecho de intentar realizar 
posibles aportaciones, o simplemente realizar un estudio objetivo de un 
asunto tan controvertido por el que diversos sectores de la sociedad se ven 
afectados directamente. Me refiero a la insuficiencia de recursos por parte 
de las entidades federativas y municipios para desarrollar en condiciones 
óptimas su cometido: servicio y obra pública, las cuales se ven limitadas 
ante la imposibilidad del gobierno federal para dotar de recursos 
económicos suficientes a los gobiernos locales y municipales. 

Ellhoro un breve estudio sobre el Sistema Nacional de 
Coordinación Fiscal y sus rcpen:usiones en federalismo mexicano, así 
como los conceptos de ingreso para entidades federativas y municipios, 
tanto ordinarios como extraordinarios. De igual forma se desarrolla un 
ejercicio sobre la viabilidad del empleo de créditos para los gobiernos en 
general, y los alcances en la economla de los mismos. 
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La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, prevé 
en su articulo 117 Wlll prohibición expn:sa para los Estados que integran a 
la Federación a contratar obligaciones o empréstitos en los que se vean 
involucrados sujetos o mercados extranjeros. Sin embargo tal restricción 
absoluta en nuestros días parece haberse superado en el marco 
internacional, en efecto, existen paises en los que sus entidades si pueden 
suscribir esta clase de obligaciones, y ello n:prcsenta una alternativa a la 
solución de sus necesidades. 

Es por esto que en el desarrollo de este trabajo, !rato al sistema 
federal como un antecedente, del que se deriva la prohibición 
constitucional antes referida, toda vez que el federalismo mexicano 
representa en nuestros dias graves obsláculos económicos para el 
fortalecimiento de los Estados integrantes, en virtud de las limitaciones 
tributarias que se imponen a éstos, limii.ciones que en algunas ocasiones 
son justificadas para pn:scrvar el orden y la congruencia fiscal. 

Por otra plrte, las haciendas munici¡lllcs no han alcanzado la tan 
anhelada autonomía que les permita encausar debidamente los recursos a 
la construcción e implementación de infraestiuctura. Si bien la evolución 
del municipio desde 1917 a la fei:ha, demuestra que su situación financiera 
no es la deseada, en un principio se debe a la dei:isión tomada por los 
constituyentes al redactar el polémico artículo 115 y sus posteriores 
reformas, limitándose la efecti,·a participación del municipio en esros 
rubros, y dando vida a un débil municipio que carece de p..ircsrad 
tributaria, ya que no puede establecer sus contribuciones dirccramcntc. ~ 

sólo administra su hacienda con base en su c,impcrcncia nitiur.nia 
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Mis adelante me refiero a la Ley de Coordinación Fiscal, que si 
bien es creada con la intención de solucionar los problemas en materia de 
potestad y competencia tributaria entre Federación, Estados y Municipios, 
es pertinente seilalar que la incorporación al Sistema de Coordinación 
Fiscal afecta a la potestad tributaria de los Estados, principalmente en 
materia de derechos ya que sólo podrán establecerlos en algunos de 
licencias, uso de vías públicas, etc. 

También abordo el tema de la actividad recaudadora de los Estados, 
en sus diferentes dimensiones, toda vez que constituye la principal y 
legitima fuente de ingresos de los gobiernos locales, ya que en función de 
esta recaudación les serán otorgadas las participaciones correspondientes. 
En cuanto a este tipo de ingresos, se hace referencia a la clasificación de 
ordinarios y extraordinarios y una breve critica a la misma. 

Del resultado de los estudios previos, propongo una serie de 
modificaciones al texto constitucional para dar consistencia al 
planteamiento centtal, incluyendo además, las posibles objeciones que 
pudieran presentarse en caso de incorporarse en los textos legales, asf 
como la justificación que da el soporte teórico y práctico al proyecto de 
referencia. 

El sólo hecho de hablar de reformas constitucionales, sugiere 
forzosamente que hay ciertos renglones o postulados jurídicos que no 
responden a la realidad, y que mediante la implementación de principios 
novedosos se pretende dar cauce a las demandas de la sociedad, mediante 
mecanismos adecuados ideados para lograr tal propósito. 
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Cabe scflalar, que la inquietud por elegir este tema para obtener el 
Titulo de Licenciado en Derecho, responde a la constante y abundante 
príctica que he venido desmrolllndo dcntto de la Secretaria de Hacienda y 
Cmtito Público, en donde he tenido la oportunidad de obseMr la 
disposición por parte de inversionistas extranjeros para aplicar recursos 
económicos en proyectos de infraestructura, y la imposibilidad para 
desarrollarlo ante el marco constitucional y legal que restringe a los 
Estldos y Municipios, de tal manera que estoy convencido que con la 
elabo111ción de este trabajo podré aportar elementos, que considero, 
podrían solucionar en parte Ja falta de financiamiento en los Estados, y 
sobre todo, el que los recursos lleguen oportunamente a las entidades 
federativas y municipios, y sirvan para ser destinados a resolver las 
ncccsicla!Jes principales de las localidades, en &1115 del desarrollo nacional. 
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CAPITULO PRIMERO 

ANTECEDENTES 

1.1.- EL SISTEMA FEDERAL MEXICANO 

El Estado mexicano, adoptó desde su nacimiento, en 1824 la fonna federal. 
Las partes que Jo integran desde ese entonces se consideran Estados libres, 
independientes y soberanos, con la salvedad de los periodos en que rigieron los 
gobiernos con tendencias de corte centralista. Algunas instituciones juridicas, que 
teleológicarnente se pensaron para un Estado unitario, no sólo han pasado a esta 
clase de Estados de carácter federal, sino que, incluso, se han incorporado a la 
fonna de organización de esas entidades que integran la Federación. Bajo este 
contexto, el federalismo mexicano adoptó desde un principio una especie de 
descentralización, cuyo sustento radicaba en la fonnalidad y no en una realidad, 
derivada de la imitación de instituciones al vecino país del norte, donde se habían 
desenvuelto con gran éxito ante el asombro de las nacientes naciones. 

Teóricamente el federalismo ha sido entendido como "un territorio propio, 
constituido como unidad por la suma de los territorios de los Estados miembros"•, 
y si .,.rtimos de Ja premisa que el territorio mexicano como tal, ya existía antes de 
la implantación de este sistema como una unidad, entonces no podemos hablar de 
unión cuando algo no está desunido. En el caso del Estado de Chiapas si se 
verificó Ja adhesión al pacto federal, el 14 de septiembre de 1824. 

Respecto al carácter de "soberanos" de Jos Estados se estima que "el que 
los Estados de Ja Unión fueran soberanos no quedó inscrito en Ja Constitución de 
1824, como si lo fue, de acuerdo con lo antes se~alado, en el :\era C ,,n;rituti\"a de 

1 Pomi3 f\!rc1 .. Francisc.'O. • Tn1r"1 tkl f_.q.,,;,1•; \'18CS1mo sq:unda Ed1.:1Nt. EJ1INW Pi.~. S :\ 
Mé,ico. l'IKK. p.ig. -16) 
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ese mismo lllo. La ausencia de concepto de sobcranfa radicada en los Estados, no 
modificó el esquema de sistema federal que entonces se adoptaba"' 

Necesariamente habrá de partir de las consideraciones de los Reyes 
Católicos de Esplila, tras el encuentro con las Indias, al promover el transplante de 
la organización y del derecho de Castilla a las tierras descubiertas; situación que 
no se verificó en forma completa, en virtud de las circunstancias prevalecientes en 
el Nuevo Mundo. Quizá por ello, la legislación aplicable en las colonias fue el 
derecho castellano, adoptado casufsticamente. 

Como consecuencia de lo anterior, cuando se llegó a dictar una disposición 
normativa solo para alguna provincia o lugar determinado, fue por excepción, ya 
que la regla era la de dictar leyes de carácter general; sin embargo, las distancias 
de las colonias respecto a la metrópoli propició constantemente el manejo 
independiente del Virrey, generando favoritismos, localismos y colTllpción. 

México inició la lucha por su independencia en 181 O, y no es sino hasta 
después de once trágicos ailos cuando se consolida como nación. El gobierno de 
Espaila dejarla de nombrar a los gobernantes de México y de dictar las leyes a que 
se sujetarfan sus habitantes, condiciones indispensables de un pals soberano. 

La expedición de la primer Constitución mexicana se verificó después de 
haber transcwridos tres ailos del triunfo del Ejército Trigarante. Se configuraron 
dos corrientes ideológicas respecto a la insttwnentación del estatuto juridico: una, 
de corte federalista, encabezada por Ramos Arizpe, y otra, de corte centralista, 
representada por Fray Servando Teresa de Mier; se concluy& con la designación 
del primero como Presidente de la Comisión de Constitución en el Congreso 
Constituyente, quien al presentar su proyecto, fue aprobado el 3 de octubre de 
1824 y publicado el dla S del mismo mes y ailo. La vigencia de esta Ley Suprema 
se extendió hasta 1835, suspendida debido a la fuerza predominante de los 
conservadores. 

2 Ortega Lomclln, Robcno. •Et ,\'utvo Ftderallsmo. La Dtsctntra/izociün•; Primera Edición, Editorial 
Ponúa, S.A. Méxi<:o, 1988. pig. JH. 
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La trascendencia de la primer Constitución de nuestro pals, es si duda 
alguna, la adopción del sistema federal, sustentado en la conc:epción fonoal de wi 
pacto entre Estados libres y soberanos, unidos confonne a los principios de wia 

Constitución general, transformando la antigua división provincial en Estados. Los 
principios fundamentales de este ordenamiento fueron la soberanía popular, la 
libertad individual y la división de poderes. Los Estados asumieron la obligación 
en el texto constitucional de no oponerse a los prcccptos ahl dispuestos. 

Es pertinente señalar que algunas de las divisiones territoriales que 
actualmente confonnan los Esrados de la República mexicana, responden a wia 
configuración de lndole provincial, donde la estructura colonial se dio en base a 
wia delimitación prccortesiana, respetando la división ya existente, o bien, de 
acuerdo al resultado de la conquista a través de las llamadas "Capitulaciones 
Reales", en las que se delimitaba su extensión territorial. 

El artículo cuarto de la Constitución de 1824 establecía como partes 
integrantes de la Federación mexicana a los Estados y Territorios siguientes: 
Chiapas, Chihuahua, Coahuila, Durango, Guanajuato, México, Michoacán, Nuem 
León, Oaxaca, Puebla, Querétaro, Sao Luis Potosi, Sonora, Sinaloa, Tabasco, 
Tamaulipas, Veracruz, Xalisco, Yucatán y Zacatecas, asi como los territorios de 
Alta California, Baja California, Colima, Tlaxcala y Santa Fe de Nuevo México. 
Posterionnente, en 1830, se aprobó la separación de Sonora y Sinaloa, como dos 
Estados independientes; y· en 1835, se separó Aguascalientes de Zacatecas, 
constituyendo un territorio más. 

En 1836, bajo el régimen centralista, se crean las Jwitas Departamentales 
en sustitución de los Estados, como resultado de la instauración de wi Estado 
ccntnl y unitario, con homogeneidad política, cuyo sustento nonnativo lo 
constituyó las denominadas "Siete Leyes Constitucionales", llamada asi por dividir 
el texto constitucional en siete ordenamientos. 

Los hasta entonces llamados estados libres, soberanos e independientes. 
cambian su denominación por la de departamentos, cuyo gobierno imerior estaba a 
cargo de gobernadores nombrados por el Ejecuti,·o Supremo y jwitas 
departamentales elegidas populannente, como órganos de consejo. 
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Las Bases Orgánicas de 11143 tienen su origen en la decisión de Santa 
Anna, que ante un federalismo amenazante, disuelve el Congreso e incita a una 
Junta de Notables pua la discusión del proyecto de Constitución. "Con su 
expedlció11 el cemra/ismo se acentría y, aunque subsiste el Senado como parte 
inlegrame del Congreso, su fanción de hecho se resume a ser 1111 apéndice del 
Poder Ejecutivo, asentuándose asimismo su categorla de representan/e de clase. 
Se remieva el ciclo de agravamiento centralista, vivido a11tes con las reformas 
Borbónicas"'· La situación continuó igual para las regiones denominadas 
departamentos. 

"Al triunfo federalista de 1846 y por decreto del Jefe del Ejército 
Republicano, se restauró la vigencia de la Constil11ció11 de 1824 y esto trajo como 
consecuencia que se restituyera la calidad de Estados de la Federación, a los 
departamentos previstos en las constituciones cemra/istas"', cambiaran su 
nombre, organización y relación con los poderes federales, denominándolos desde 
entonces, Estados de la Federación, como los llamaba la Constitución de 1824 y 
como se conocen en la actualidad. 

Lo anterior fue ratificado por el Acta Constitutiva y de Reformas del 21 de 
mayo de 184 7, etapa de la historia mexicana caracterizada por el retomo de la 
normathidad proveniente del sistema federal. En 1849 el Congreso Federal 
declaró la existencia del Estado de Guerrero, mismo que nació gracias a la 
desgregación de partes territoriales de los Estados de México, Michoacán y 
Puebla. 

El 5 de febrero de 1857 se promulga la segunda Constitución de corte 
federal, la que en su artículo 43 implementó las bases de la división territorial, y 
en equidad a los Estados reconocidos por la Constitución de 1824, los ratifica, y 
crea además los Estados de Colima y Tiaxcala. En concreto, a estas fechas 
existían 23 Estados, el Distrito Federal y un Territorio. 

3 Od<ga Lomclin, Roberto. Op. Cit. ¡dg. 41. 
' Aoosta Romero, Miguel. •rtorla Gtneral del Otrecho Administrativo·. Novena Edición, Editorial 
Pomia, S.A. México, t990. plg. 243-14. 
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En 1863 se reconoce al Estado de Campeche como p11!1e de la Unión, y en 
1868 se constituye fonnalmente el Estado de Coahuila de Zaragoza. En 1869 se 
erigieron como nuevos Estádos de la Fedmción, el de Hidalgo y el de Morelos. 

Ante estas condiciones, en 1884, hubo de reformarse la Conslitución 
mexicana, para dar cabida en este máximo ordenamiento, a todas las declaraciones 
y reconocimientos de Estados miembros de la Unión, y crea, mediante este mismo 
decreto de refonnas, el territorio de Tepic. En 1902 se adiciona en el artículo 43 
constitucional, el territorio de Quintana Roo. 

Durante el movimiento armado comprendido de 1910 a 1917, se aprecia un 
paréntesis en la política federal mexicana, pues primero había que solucionar los 
problemas sociales internos que le hablan dado origen. Cabe puntualizar aquí que 
de la fecha en que se consumó nuestra independencia nacional en 1821 hasta la 
fecha en que promulgó la Constitución que actualmente nos rige, hubo necesidad 
de convocar a 8 congresos constituyentes que fueron los de: 1824, t'835, 1839, 
1842, 1843, 1846, 1856 y 1916, de los cuales sólo obtuvieron el rango de 
constituciones el de 1824, las dos constituciones centralistas, el Acta de Refonnas 
de 1847, laConstituciónde 18S7ylade 1917. 

Inicialmente la Constitución de 1917 contempló la existencia de 28 
Estados, dos territorios y un Distrito Federal. Posteriormente, en 19S6, se erige el 
Estado de Baja California, y en 1974 se crean los Estados de Quintana Roo y Baja 
California Sur, fecha en que desaparecen los territorios federales y se constituye la 
actual división territorial del país, el cual hoy comprende 3 1 Estados libres y 
soberanos y un Distrito Federal, como asiento de los poderes de la Unión. 

La libertad y sobcranla aludida se pone de manifiesto en el momento en que 
los Estados se dan sus propias constituciones políticas locales, las que por razones 
obvias, la fecha de publicación es variada, que a continuación se scftala en orden 
cronológico: 



ENTIDAD FEDERATIVA FECHA 
l. Jalilco 18·11-1824 
2.0a.uca IO.OJ.1825 
J. Zlcal<cas 17.01-1825 
4. Tabasco 26-02-1125 
s. Coohuila OS.03°1825 
6. Nuevo Ltón OS.03-1825 
7. Yucotin 06-04-1825 
8. Tarnaulinas 07.05°1825 
9. Vcracruz 03-06-1825 
1 O. Michoacán 19.07-1825 
11. Ouerélaro 12.08-1825 
12.0u~- 01-09-1825 
13. Sinaloa 02-11-1825 
14. Sonora 02-11-1825 
15. Chihuahua 07-12-1825 
16. Puebla 07-12-1825 
17.C""'-· 19.02-1826 
18. Guanaiualo 14-04-1826 
19. San Luis Poccel 16-10-1826 . 
20. M!xico 26-02-1827 
21. Clumcto 14-06-1851 
22. llaxcala 03-10-1857 
23. Colima 16-10-1857 
24. 29-10-1857 
25. c.ntnechc 30-06-1861 
26. HidalRO 21.05°1870 
27. Mon:los 28-06-1870 
28. Navarit 05.02-1918 
29. Distrito Fedml' 01-09-1929 
30. Baia California 16-08-1953 
31. u.ia California Sur 09.01-1975 
32. uuimana Roo 12.01-1975 

• Ley Orgánica del Departamento del Distrito Federal 

Fuente: lndctec, 8S/93. p. 71. 
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Nuestra Constitución Política vigente consagra en su articulo 40 la fonna 
de gobierno y de Estado mexicano, al preceptuar que: 

"Es voluntad del pueblo mexicano cotutituine en 11na república 
representativa, democrática, federal, compuesta de estados libres y 
sobe/'QllOS en todo lo concerniente a su régimm interior; pero unidos 
en una federación establecida según los principios de esta ley 
fulldamen1al" 

El lllfculo 124 constitucional establece lo que los teóricos suelen 
denominar "sistema de distribución de competencias', de la siguiente mmera: 

"Las faCll/tades que no están upre.samen1e concedidas por esta 
Co1Utl/llclón a los fanclonarlos federales, se entienden reservadas a 
los estados". 

En comccuencia, el Estldo fedml mexicano Ueva a cabo sus finalidades a 
lrav~s de dos entidades jurldico pollticas con diversas esferas de competencia; por 
una parte, la fedtnlllióo, que es la expresión de los intereses generales de la 
Olción; y por la otra, las entidades federativas a quienes se les encomienda la 
lldministncióo de los intereses locales. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, al estudiar el tema del 
Federalismo Mexicano ha establecido el siguiente criterio: 

'La Federación es una entidad polftlca, que es parte del 
estado federal total, creado por la decisión de los estados que le 
asignaron en el pacto facultades expresas para asegurar la unidad 
polfllca y atender los propósitos po/ltlcos y administrativos 
federales. El conjunto de leyes federales forman un orden jurldico 
general que se aplica en toda la República, junto a los órdenes 
jurldlcos parciales de/Imitados territorialmente de las entidades 
federat/wu'•. 

' Seminario ludlcill de ta Fedcnoción. EjccutDria de Pleno. 6' lpoca. tomo IX. plg. 41. 
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l.l.1.- ALGUNAS REFLEXIONES 

A mayor abundamiento al estudio teórico tradicional y la percepción 
normaliva, podemos afinnar que el fcdcralismo mexicano representa en nuesttos 
dlu un balumte en favor de la diversidad de idcologlas, opuesto a la 
monopolil.lción del poder que corrompe el destino de los pueblos. Este requiere 
de algunos ljusta que lo blglll más funcional en una sociedad moderna y plural. 

La fedeni;ióa juega un papel primordill en el complejo deurrollo de las 
relaciones de poder; representa los intereses de los Estldos hacia el exterior, con 
licullades de dirigir y coordinar lu ICtivicl&des !endientes a propiciar la unidad 
cntte sus emes, a travH de criterioS definidos y claros que identifican a una nación 
en desarrollo, respetando la autoaomla en su régimen interior. S111Be con ello 11 
idea de que el inleds general se encuentra por encima del interés particular. 

Esta dirección y coordüw:ión de la federación se materializa con la 
ICtividad conjoota de los Poderes de la Unión; organización, estructura y 
W:ultades inciden en una gama de decisiones encaminadas a realizar las funciones 
de gobierno, colaborando estrechamente en los distintos niveles del poder público. 

Sin embargo, a pesar de que aún no se presenta un serio rompimiento entre 
régimen federal y las figuras juridico politices que lo componen, como son las 
Entidades Fcderativu y los municipios, es ahora el momento de replantear 
11q11ellos principios que dieron origen a esta forma de Estado, con el objeto de 
pmcr y dar soluciones a futuros malestares causados por la incompatibilidad de 
instituciones en una sociedad polllica que evoluciona vertipsamente, y que en 
ocasiones rebasa los patrones legales previamente establecidos. 

Nuestro fcdenlismo es producto de las circunstancias pollticas y sociales 
que imperaban a inicios del siglo pasado una vez resuelta la Guerra de 
Independencia. Refrendar el pacto federal en estos dlas sisnifica evaluar la 
fortalez.a de este acuerdo, con CI objeto de permitir a los Estados manifestarse 
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abiertamente en un proceso de convalidación orientada al interés colectivo, 
afianzando los beneficios que implica estar constituido en un pacto federal. 

La Carta Magna establece, defme y estructura las bases fundamentales del 
sistema federal y municipio libre, son producto de llll& larga e intensa deliberación 
sobre este tópico; preceptos legales han aglutinado las ideologfas y posturas de las 
diversas fuerzas politicas y sociales a lo largo de la historia, que suponen una 
sólida y vigorosa estructura gubernamental con miras a peñeccionar una nación 
que permanentemente intenta encontrar el camino en su aspiración por los ideales 
democráticos. 

Las Entidades Federativas depositan conjuntamente su soberanla en la 
Federación, constriiléndose exclusivamente a acatar los postulados de la 
Constitución General y las leyes emanadas de ésta. 

A pesar de ello, la sociedad y las instituciones requieren de una 
transformación seria en cuanto a la estructura del sistema federal, los puntos 
cardinales se pueden reswnir un respeto absoluto en lo que concierne a su 
organización interna y una eficaz representación en el Congreso de la Unión, con 
facultades equilibradas frente a la Cámara de Diputados. Una reflexión objetiva, 
alejada de apasionamientos ideológicos, con una tendencia al peñeccionamiento 
de las instituciones, y conservando la estabilidad política y social nos permitirá 
aVlll1.al' ofreciendo propuestas de reformas a las condiciones actuales. 

Podemos aseverar que nuestro sistema federal se basa, constitucionalmente, 
en lo establecido por los utículos 39, 40 y 41; que juntos confonnan la estructura 
del estado mexicano. 

Como una aportación adicional al federalismo mexicano, cabe recordar que 
la Comisión Constitucional del Congreso Constituyente de 1916, senaló al 

diferenciar el proyecto de constitución con la de 18S7: "Lo diferencia más 
Importante y, por tanto, la gran no1-edad respecto de la Constihlción de 185~. es 
la relativa al establecimiento del municipio librt como fa~ira base de la 
adml11/stració11 po/ftlca y administrati1•a de los estados.'~ por em/,• del pal<"'. El 

• Dilrio de Dd>atcs del Congn:so Conslilll)••le de l~lo, Tomo 11. pli. ~1'4 
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muruc1p10 es pues, una persona jwidica de derecho público, una entidad de 
descentralización polltica y administrativa y Wl ente polltico territorial. 

Una vez analizado este esquema constitucional, y como consecuencia de 
ello, resulta justificable que en los Convenios de Adhesión al Sistema de 
Coordinación Fiscal (de los cuales hablaré más adelante), las Entidades 
federativas cedan parte de su potestad tributaria; en este sentido, la potestad 
tributaria expresada en la Ley Suprema como la facultad para imponer 
contribuciones, lo que es propio del Estado en razón de su poder de imperio, y se 
ejerce cuando el órgano legislativo correspondiente, establece las contribuciones 
mediante la expedición de una ley, la que vinculará a los sujetos activos y pasivos 
de una relación jurídico tributaria. 

1.2. INGRESOS PUBLICOS 
El maestro Ernesto Flores Zavala, en su. obra "Elementos de Finanzas 

Públicas Mexicanas", establece que los ingresos del Estado se clasifican en dos 
grupos: ordinarios y extraordinarios'. 

En lo que respecta a los ingresos ordinarios, señala que "son aquellos que 
se perciben regularmente, repitiéndose en cada ejercicio jisca/, y en un 
presupuesto bien establecido, deben ser suficientes para cubrir enteramente (os 
gastos ordinarios"•, 

Más adelante define a los ingresos públicos extraordinarios, como los "que 
se perciben sólo cuando circunstancias anormales colocan al Estado frente a fas 
necesidades Imprevistas que lo obligan a erogaciones extraordinarias, tales como 
sucede en casos de guerra, catástrofes, ele."'. 

7 Flotes Zavala. Ernesto. "Eltm<ntos dt Finanzas PVbllcas MaiCat1as'; Vigál01a octira Edición, 
Editorial Pomll, S.A. Mtxk:o, 1989. pig. 23. 
1 ldcm. pig. 23. 
9 1b!dcm. 
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Por otra parte, el articulo 2 del Código Fiscal de la Federación, establece 
que las contribuciones, que son parte de Jos ingresos públicos, se clasifican en 
impuestos, aportaciones de seguridad socilll, conlribuciones de mejoras y 
derechos, y que a continuación se definen: 

Impuestos: Son las contribuciones establecidas en ley que deben pagar las 
personas fisicas y morales que se encuentran en Ja situación jurldica o de hecho 
prevista por Ja misma y que sean distintas a las aportaciones de seguridad social, 
las contribuciones de mejoras y Jos derechos. 

Aportaciones de seguridad social son las contribuciones establecidas en 
ley a cargo de personas que son sustituidas por el Estado en el cumplimiento de 
obligaciones fijadas por Ja ley en materia de seguridad social o a las personas que 
se beneficien en forma especial por servicios de seguridad social proporcionados 
por el mismo Estado. 

Contribuciones de mejoras son las establecidas en Ley a cargo de las 
personas flsicas y morales que se benefician de manera directa por obras públicas. 

Derechos son las contribuciones establecidas en Ley por uso o 
aprovechamiento de Jos bienes del dominio público de Ja nación, asl como por 
recibir servicios que presta el Estado en sus funciones de derecho público, excepto 
cuando se prestan por organismos descentralizados u órganos desconcentrados. 

Mis adelante, el propio Código, en su articulo 3 define lo que debemos 
entender por productos y aprovechamientos: 

Son Aprovechamientos los in~sos que percibe el Estado por funciones 
de derecho público distintos de las conlribuciones, de Jos ingresos derivados de 
financiamientos y de los que obtengan Jos organismos descentralizados y las 
empresas de participación estatal. 

Son Productos las contraprestaciones por los servicios que preste el Estado 
en sus funciones de derecho privado, asi como por el uso. ·apro\'echamiento o 
enajenación de bienes del dominio privado. 
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Lo anterior nos lleva a reflexionar sobre una clasificación que hace sobre 
los ingresos y es de acuerdo a la naturaleza de éstos, y se clasifican en ingresos 
tributarios y no tributarios. 

Empezaremos por estos illtimos, y diremos que los ingresos no tributarios 
se derivan de la explotación de los recursos del Estado, o bien, de los 
financiamientos que obtiene por diferentes vlas con el propósito de completar su 
presupuesto. Este tipo de ingreso no tributario, también se clasifica en ingresos 
patrimoniales e ingresos crediticios. 

Los ingresos patrimoniales incluyen todos los ingresos que el Estado recibe 
por concepto de contraprestaciones, por los servicios que presta por el uso, 
aprovechamiento, o enajenación de los bienes del dominio privado, que son 
propiedad del Estado, dentro de este rubro, también se consideran los que obtienen 
de sus organismos descenlRliz.ados, de las empresas de participación estalal; y por 
último, también en este rubro entran los ingresos provenientes de multas, 
indemnizaciones, participaciones, regalias, cooperaciones, etc. 

Por otra parte, tenemos a los ingresos crediticios, que son las cantidades 
que obtiene el Estado en calidad de préstamo, ya sea como fmancianúento, 
plistamos directos, o bien, por la emisión de bonos. 

Mención aparte, se encuentran los ingresos tributarios (de los que ya nos 
hemos referimos) y estos tienen su origen en el poder del imperio y soberano del 
Estado, y su sustento legal se encuentra en la Constitución General en su articulo 
31, fracción IV, y es lhf donde el Eslldo impone a los particulares la obligación 
de contribuir al gasto público de la Federación, Estados y Municipios en que 
residan; la propia Constitución otorga la facultad correlativa al Congreso de la 
Unión, para estable«r las contribuciones necesarias para cubrir el presupuesto de 
egresos, en los artlculos 73, fracción VII y XXIX y articulo 74, fracción IV. 

Hay que señalar que el Congreso de la Unión, en cumplimiento con lo antes 
seftalado y con fundamento en los artlculos antes citados (74, fracción IV y 73, 
fracción VII), cada afto discute, aprueba y publica la Ley de Ingresos de. la 
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Federación y es aqui donde se indica los ingresos que recibirá la Federación en ese 
ado, y generalmente es por los siguientes conceptos'": 

l.· Impuestos 
• Impuesto sobre la renta. 
• Impuesto al valor agregado. 
·Impuesto especial sobre producción y servicios. 
• Impuestos sobre las erogaciones por remuneración al trabajo personal 

prestado bajo la dirección y dependencia de un patrón. 
• Impuesto sobre adquisición de inmuebles. 
• Impuesto sobre tenencia o uso de vehículos. 
• Impuesto sobre automóviles nuevos. 
- Impuesto sobre servicios de interés público. 
·Impuesto sobre adquisición de azúcar, cacao y otros bienes. 
• Impuestos al comercio exterior: 
a) A la importación. 
b) A la exportación. 

D.· Aportaciones de Seguridad Social: 
• Aportaciones y abonos retenidos a trabajadores por patrones, para el 

Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores.· 
• Cuotas para el Seguro Social a cargo de patrones y trabajadores. 
• Cuotas para el ISSSTE a cargo de los trabajadores. 
• Cuotas para el Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Annadas 

Mexicanas a cargo de los militares. 

m .• Contribuciones de Mejoras: 
• Contribución de mejoras para obras públicas de infraestructura hidráulica. 

10 Dclg.idHlo Guti~nu .. Luis Humbcno. •Prfnclpw.f d~ Dtreclrn Trihutario•: Tcrta1 Edición. Edilori.al 
Lim1111. S.A. de C.V. Mbico. 199J. pp JH7. 
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IV.·Dmchos: 
• Por la prestación de servicios que correspondan a funciones de derecho 

público. 
·Por el uso o aprovechamiento de bienes del dominio público . 
• Derecho extraordinario por extracción de hidrocarburos. 

v .• Contribuciones Pendientes de Liquidación de Ejercicios Anteriores. 

VI.· Accesorios. 

Vll.· Productos: 
·Por los seJVicios que no corresponden a funciones de derecho público . 
• Derivados del uso, aprovechamiento o enajenación de bienes del dominio 

priVldo. 

VIII.· Aprovechamientos: 
·Multas. 
• Indemnizaciones. 
• Reintegros. 
• Provenientes de obras públicas de infraestructura hidráulica. 
• Participaciones en los ingresos derivados de la aplicación de leyes locales 

sobre herencias y legados. 
• Participaciones de ingresos derivados de la aplicación de leyes locales 

sobre donaciones. 
• Aportaciones de Estados, Mwticipios y particulares para el servicio del 

Sistema Escolar Fcdel'lliudo. 
• Coopmción del Departamento del Distrito Federal por servicios públicos . 

prestados por la Federación. 
• Aportaciones a cargo de establecimientos de salud. 
• Participaciones a cargo de concesionarios de vías generales de 

comunicación y de empresas de ab&stccimiento en encrgla eléctrica. 
• Participaciones scflaladas por la Ley Federal de Juegos y Sorteos. 
• Regaifas provenientes de fondos y explotaciones mineras. 
·Aportaciones de conll'atistas de obras públicas. 
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- Destinados 11 Fondo para el Desarrollo Foreslll. 
- Hospilales militares. 
- Participaciooea por la exploc.i:ión de obras del dominio público scftJladas 

por la Ley Fedml de Deredlos de Autor. 
- Remanentes de piecios de venta de mieles incristaliz.ables, llcobol y 

cervezas y co\15, rWizadas por Azúclr, S.A. de C.V. 
- Recuperaciones de Cqital. 
• Provenientes de decomiso y de bienes que puan a propiedad del Fisco 

Federal. 
-Otros. 

IX.- Ingresos Derivados de Financiamientos. 
- Emisiones de valores. 
- Otros financiamientos. 

x.- Otros ingresos. 
- De orglllismos dcscenllllil.ldos. 
- De empresas de pllticipación estatal. 
- Financiamienú> de orpnismos descentralizados y empresas de 

participación ellllal. 

De acuerdo a la clasificación antes expuesta y de la observancia de este 
listido de ingresos, a continUICión se expone wi breve cuadro sobre los ingresos 
públicos. 

TRIBUTARIOS 

Impuestos 
Apo111Ciones de seguridad socill 
Contribuciones de mejoras 
Derechos 
Accesorios de Conlribuciones 



NO TRIBUTARIOS 

Pabimoniales 

Crediticios 
Empréstitos 

Productos 
Aprovechamientos 
Accesorios 
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1.2.1. CONTRIBUCIONES FEDERALES, ESTATALES Y MUNICIPALES 

De la Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos se derivan 
diversas intcrpretaciooes de las contribuciones que le corresponden a la 
Federación, a los Estados y Municipios, de acuerdo a los aniculos 73 y 131 que a 
CODIÍDUICión se exponen: 

1.- La Federación tiene competencia fiscal limitada con base en la fracción 
VII del articulo 73 constitucional. 

El Congreso de la Unión cuenta con facultades ampllsimas para imponer 
contribuciones sobre cualquier materia y sin limitación alguna (más que respetar 
las garantias consagrwlas en el articulo 31, fracción IV); lo anterior nos lleva a 
pensar que al ser los Estldos libres y soberanos, en su régimen interior, ellos 
también tienen la facultad ele Ínlpoller lu contribuciones y gravámenes necesarios 
paa cubrir sus presupuestos. 

Por olla parte, hay que recordar que el anfculo 124 constitucional establece 
lo siguiente: 

"Las facultades que no están expresamente concedidas por esta 
Constitución a los funcionarios fedmles, se entienden reservadas a los Estados". 

Tal y como sucede con el impuesto predial, en donde el Congreso de la 
Unión no tiene facultad expresa para gravar dicho tributo, por lo que los Estados 
se encuentran en libertad de legislar al respecto para gravarlo. 
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2.· La Federación tiene competencia tributaria eKclusiva en materia fiscal: 

al En los casos que exmsamcnte lo de!ennina la Constitución. como lo es 
en los articulos 73. fricción XXIX A y 131. 

Mención apane merecen los casos en que existe una reserva cKpresa, por 
pane de la Federación para imponer gravámenes sobre detenninadas materias, de 
acuerdo a lo que scdalan las fracciones X y XXIX A del artículo 73 
constitucional, dicha fracción X fue reformada el 20 de agosto de 1993, para 
quedar como sigue: "El Congreso de la IJnión tiene facultad: 

"X· Para legislar en toda la República sobre hidrocarburos, 
minerla, industria cinematográfica. comercio, juegos con op11estas 
y sorteos, intermediación y servicios financieros, energla eléctrica 
y 1111clear, y para expedir las leyes del trabajo reglamemarias del 
art(culo J 23•, 

bl En los casos en que la Constitución prohibe a los Estados establecer 
grtVimenes. l!tlculo 117. Í!l!ccjón IV V. VI y VII y articulo 118. fracción l. 

Por lo que hace a las prohibiciones que la Constitución le impone a los 
Estados en las fracciones m. IV, V, VI y Vll del artículo 117 y fracción 1 del 
articulo 118, se expone lo siguiente: 

1 Aiticulo 17 constitucional: 

Fncción 111.· Establece que los Estados no pueden en ningún caso acuñar 
moneda, emitir papel moneda, estampillas ni papel sellado. 

Fracción IV, establece que: "los Estados no pue,Jen. en 11ingli11 caso: 
gravar el tránsito de personas o cosas q11e atral'iesen por .m 1errirorio", fa c11<1/ 

significa la prohibición para cobrar derechos de peqie". 
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Fracción V, establece que: "Los Estados no pueden en ningrin caso: 
prohibir ni gravar directa o Indirectamente la entrada a s11 terr//orlo, ni la salida 
de él, a ninguna mercancla nacional o extranjera". 

Fracción VI, establece que: •Los Estados no pueden, en ningún caso: 
gravar la circulación ni el consumo de efectos nacionales o extranjeros, con 
impuestos o dereclros cuya extracción se efect1ie por aduanas /ocales, requiem 
Inspección o registro de bultos o exija documemación que acompaile hi 

mercancla". 

Fracción Vil, establece que: •Los Estados no pueden, en ningún caso: 
expedir ni mantener en vigor leyes o disposiciones fiscales que importen la 
diferencia de Impuestos o requisitos por razón de la procedencia de mercanc/as 
nacionales a extranjeras, ya sea que esta diferencia se establezca respecto de la 
producción similar de la localidad, o ya entre producciones nacionales 
semejantes de distinta procedencia". 

n.- Articulo 118 constituciollll: 
Fracción 1, establece que los Estados tampoco pueden, sin et 

consentimiento del Congreso de la Unión: "Establecer derechos de tonelaje, ni 
airo alguno de puertos, ni Imponer contribuciones o derec/ros sobre 
Importaciones o exportaciones". 

el En los casos y materias en que la Federación tiene comoetencia oara 
le¡¡islar de manera exclusivL uticu!o 73. fracción X. 

Por su parte, la fracción XXIX A del propio articulo 73, establece otros 
renglones sobre los cuales el Congreso de la Unión está facultado para establecer 
contribuciones y se refiere a los sisuientes rubros: 

1) Sobre comercio exterior, 
2) Sobre el aprovechainiento y explotación de los recursos naturales 

comprendidos en los párrafos 4° y 5° del articulo 27. 
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3) Sobre instituciones de crédito y sociedades de seguros. 
4) Sobre servicios públicos concesionados o explorados directamente por la 

Federación, y 
S) Especiales sobre: 

a) Energía eléctrica. 
b) Producción y consumo de tabacos lacrados. 
c) Gasolina y otros productos derivados del petróleo. 
d) Cerillos y fósforos 
e) Aguamiel y productos de fennentacióo. 
1) Explotación forestal y 

g) Producción y consumo de cerveza. 

Mis adelante, en la propia fiacción XXIX A se establece; las entidades 
federativas participarán en el rendimiento de estas contnlmciones especiales, en la 
proporción que la Ley sccunduia federal determine. Las legislaturas locales 
fijarán el porcentaje correspondiente a los municipios en sus ingresos por 
concepto del impuesto sobre energía eléctticL 

Cabe hacer mención, que para que los Estados tengan derecho a la 
participación antes mencionada, no podrán gravar dichos rubros, ya sea total o 
parcialmente. 

Habiendo expuesto las diversas contribuciones que les corresponden a los 
distintos niveles de gobierno, vamos a conocer la forma en que estos son 
canaliz.ados al gasto público. 

Cabe señalu que en un capítulo posterior, vol\·eremos a estudiar las 
contribuciones a que tienen dem:bo las Entidades Fc:dcrativas y los Municipios. 
para analizar de manera más amplia dichos ingresos y la falta de recursos en los 
Estados y Municipios, pua cubrir las necesidades de éstos. Demostrando que al 
incrementar la actividad crediticia de los Estados se pudiesen satisfacer las 
necesidades de los Estados y Municipios al canalizar recursos para la creación de 
infraestructura, fortaleciendo el desarrollo de las comunidades. 
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1.2.2. EL PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA 
FEDERACION. 

El Estado, para cumplir la finalidad del bien público temporal, necesita 
realizar gastos y obtener recursos, manejando importantes cantidades de dinero, 
sujetándose a un procedimiento de estimaciones y autorización por el órgano 
lcgislalivo. Héctor B. Villegas, jurista argentino define al presupuesto como "un 
acto de gobierno mediante el cual se prevén los ingresos y gastos estatales y se 
autorizan estos ú/limos para un periodo faturo determinado, que generalmente es 
de1maño""· 

El Presupuesto de Egresos de la Federación se rige por la Ley de 
Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público, la citada ley es aplicada por el 
Ejecutivo Federal a ttavés de la Secretaria de Hacienda y Crédito Público. 

El Presupuesto de Egresos de la Federación está contenido en un decreto 
que es aprobado por la Cámara de Diputados a iniciativa del Ejecutivo para los 
gastos durante el periodo de un ailo, a partir del primero de enero y hasta el 31 de 
diciembre. Las actividades y obras cuyos servicios públicos estén previstos en los 
programas a cargo de las entidades de gobierno, son contenidos en el presupuesto. 

Como se scilaló anterionnente, pera la fonnulación del proyecto del 
Praupuesto de Egresos de la Federación, las entidades comprendidas en el 
mismo, elaborlrin sus proyectos con base a los progrllDIS respectivos. Pero en el 
caso del Poder Judicial, el anteproyecto no se remite a la Secretaria de Hacienda, 
como sucede con d teSto de las entidades de la Administración Pública Federal, 
sino que se envla directamente a la Presidencia de la República. 

El proyecto del Presupuesto de Egresos debe incluir un conjunto de 
infonnacióo bastante amplia, para facilitar su aprobación se requiere que se prevea 
el tipo y la fuente de los recursos para el financiamiento de dicho presupuesto, así 

11 Villcgas, Hl!ctor. B. ·cuno dt Finanzas. Dtncho Financltro y Tnhu1ar;o•; Quinta Edición. Editonal 
Dq>olma. Buenos Aira, t'l'Jl. 114 7R9. 
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mismo se deberá precisar la situación de la Deuda Pública al final de cada 
ejercicio, asi como la estimación que se tendri al fin de los ejercicios fiscales en el 
año inmediato siguiente. 

De confonnidad con lo establecido por el artículo 31 de la Ley Orgánica de 
la Administración Pública Federal, la Secretaria de Hacienda y Crédito Público es 
la competente para formular el programa de gasto público federal y el proyecto de 
Presupuesto de Egresos de la Federación, asi como estudiar y fonnular los 
proyectos de leyes y disposiciones fiscales y de las leyes de ingresos. 
Posteriormente y en ejercicio de la facultad conferida al Presidente de la 
República por el articulo 71 y 74, fracción IV, en su párrafo segundo de la 
Constitución General de la República, éste enviará el proyecto de Ley de Ingresos 
y Presupuesto de Egresos de la Federación a la Cámara de Diputados a más tardar 
el 15 de noviembre de cada año o basta el 15 de diciembre cuando inicie su 
encargo según lo señalado en el artículo 83 de la propia Carta Magna; cuando se 
proponga awncntar o crear partidas al proyecto de presupuesto, deberá agregarse 
la correspondiente iniciativa de in¡¡resos, para que con tal proposición se haga el 
equilibrio presupuesta!. 

En el articulo 25 de la citada Ley se establea: que el Ejecutivo deberá 
informar los movimientos descritos que se efectúen en la Cámara de Diputados del 
Congreso de la Unión al rendir la cuenta de la Hacienda Pública Federal. 

Por otra pane, el articulo 29 de la misma Ley se refiere a que una vez 
concluida la vigcm:ia del Presupuesto de Egresos de la Federación, sólo procederá 
a hacer pagos con base en el citado Presupuesto, por los conceptos efectivamente 
devengados en el all.o que corresponda y siempre que se hubiese contabilizado 
debida y oportunamente las operaciones correspondicnles. 

Cabe sellalar que cada entidad tiene la obligación de llevar su propia 
contabilidad correspondiente a los programas y partidas de su propio presupuesto: 
dicha contabilidad deberá rcaliurse con base acumulativa para determinar costos 
y facilitar la formulación, ejercicio y evaluación de los presupuestos )' sus 
programas con objetivos, metas y unidades responsables de su ejecución. Los 
sistemas que faciliten la fiscalización de los activos, pasivos, ingresos, costos, .. 
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gastos, eventos en la ejecución de programas, y en general, de manera que 
pennitan medir la eficacia y eficiencia del Gasto Público Federal. 

Diversos autores consideran que el Presupuesto de Egresos tiene el carácter 
de acto legislativo, tanto en su aspecto fonnal como en su aspecto material, 
considerándolo a su vez materialmente administrativo, por ser un acto de previsión 
y de autorización. 

En México, Gabino Fraga nos dice que para conocer el fondo del 
Presupuesto de Egresos, es necesario entender los efectos jurfdicos que produce, y 
que a saber son: 

"a) El Presupuesto constituye la autorización indispensable para que el 
Poder Ejecutivo efectúe la inversión de los fondos públicos (articulo 126 
constitucional). 

b) El Presupuesto constituye la base para la rendición de c11entas que el 
Poder Ejecutivo deberá rendir al Legislativo (Articulo 74, fracción IV 
constitucional). 

c) El Presupuesto, consecuentemente, produce el efecto de descargar de 
responsabilidad al Ejecutivo, como todo manejador de fondos se descarga cuando 
obra dentro de las autorizaciones que le otorga quien tiene poder para disponer de 
esos fondos. 

d) A su vez, el Pmupucsto es la base y medida para determinar uoa 
responsabilidad, cUllldo el Ejecutivo obra fuera de las autorizaciones que contiene 
(Articulo 4° de la Ley Orgánica de la Cootadwfa Mayor de Hacienda)""· 

ll Fraga. Gabino. "Dcm:ho Admlnisltativo"; Dcd_..ia Edición, EdilOrial Ponúa, S.A. Mbia>, 
196l.w.2ny2BJ. 
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l.· El Presupuesto de Egresos de la Federación debe cumplir con diferentes 
principios, como lo es el equilibrio presupuesta!, 1 respecto el maestro Ríos 
Elizondo lo denomina "Principio de exactitud", y alinna que: "Se aplica en la 
preparación y sanción del presupueslo, y exige que tamo los gastos como los 
Ingresos dados en cifras, se ca/c11len mediante es1udios socioeconómicos que 
permilan llegar aproximadamenle a cifras reales, en cuan/o a lo que habrá de 
recaudarse e11 el ejercicio de que se Ira/e y lo que se gastará en el mismo 
periodo""· 

2.· El pnnc1p10 de anualidad es contemplado en el artículo 74 
constitucional y en su fracción IV dispone lo siguiente: 

Articulo 74.- Son facultades exclusivas de la Cámara de Diputados: 
IV.- Ex.aminar, discutir y aprobar anualmente el presupuesto de Egresos de 

la Federación, discutiendo primero las contribuciones que, a su juicio, deben 
decretarse para cubrirlo, asl como revisar la Cuenta Pública del año anterior". 

Del cuácter anual se puede desprender que la Cámara de Diputados no 
puede conceder al Ejecutivo 11118 autorización pennanente para realizar 
erogaciones, sino que debe renovarla cada año. 

3.- El principio de unidad nos scilala que no deben existir varios programas 
presupuestales, al respecto el maestro Gabino Fraga nos dice: "que existe un solo 
presupuesto y no Wlrios, siendo dicha unidad exigible. por ser la forma que 
permite apreciar con mayor exactitud las o/.>ligaciones del Poder Ejecuti\YJ, lo 
cual constllllye una gal'Qlltfa en el cump/imie1110 de ello""· Este principio se 
sustenta en los anículos 73 y 74 de nuestra Constitución, fracciones VU y IV. 
respectivamente. 

4.· El principio de universalidad consiste en que todos los gastos pliblicos 
deben estar contemplados en dicho presupuesto, seglin el arti~ulo 126 

constitucional. 

U Rlos Elizondo. R. ·1::1 Prtrurutsto tk F:~n:."i-'·· en ESN11os de OcRd1o Ptibli.;o C~'nletnpOranol. 
lJNAM/FCE. MNco. 1992. p.il.l' lH.1·29'. 
14 Fraga, Gabino. Op. Ci1. Jl.18- 27~ 
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S.- El principio de no afectación de los recursos, tiene por objeto que 
dctenninados recursos no se utilicen para la atención de detenninados gastos, es 
decir, que no tengan una afectación especial, de modo que todos los ingresos, sin 
discriminación, entren a un fondo común y sirvan para financiar todas las 
erogaciones. 

6.- El principio de especialidad o separación de gastos, el maestro Gabino 
Fraga señala que por especialidad se debe entender que las "autorizaciones 
presupuesta/es no deben darse por par/idas globales, sino detallando para cada 
caso el monto del crédito autorizado y que la finalidad de este principio no sólo 
es establecer el orden de la administración de los fondos públicos, sino también 
dar base para que el Poder legislativo pueda controlar eficazmente las 
erogaciones"J'. 

7.- El último principio es el de la publicidld y significa que debe ser 
conocida por el pueblo en la fonna más amplia posible, tanto en su fundamento 
como en sus cifras. Cabe señalar que ni en la Constitución ni en la ley se señala la 
obligación de cumplir con este principio, pero debido a su gran importancia este se 
publica cada año en el Diario Oficial de la Federación, e incluso, la prensa tiene 
ICCCSO a este docwnento. 

En el anexo 1 se exponen dos cuadros del Presupuesto de Egresos de la 
Federación para 1994 en donde se aprecian las cantidades que se destinan a cada 
rubro del gasto público, y para este estudio cabe destacar que el renglón 
correspondiente a las participiCioncs para las entidades federativas y estlmulos 
alcanza el 12.2% del tOl&I de los ~sos que se efectuarán en este allo. Se insiste, 
las cantidades destinadas a las entidades federativas no son suficientes para que 
estas, lleven a cabo la materialización de las obras y proyectos que proveerán de 
infraestructura, y a la vez de fuentes de trabajo en los Municipios y Estados que se 
necesite. 

"Fraga, Gabino. Op. Cit. pig. 276. 



52 ANE!O 1 

PRESIDENCIA DE LA RE PUBLICA 

PROYECTO DE PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACIOH 1-

GAllTO NEIO 10W. UllWI -.a-.. .lllR.Q .lllllJI .lllR.Q 

Clo\810 PRlllARIO 97,IOS.1 211-.e 277-.• 111.1 .., .. ... 
GASTO P~ YPJ!llTICIPACIONEB 1111,170.S 248,1172.1 273,412.8 55.• 88.2 ee.s 

-Logilllllwoy- 02e.e 1,s211.e 1$1.0 0.2 0.5 0.5 º-- 1,119().0 2222.e o.o 0.7 0.7 

T-Al1arioo 134.e ~44.8 o.o o.o o.o 

~- ........ 7 107,318.1 125.·25.o 1U 37.5 40.5 

O~y&r_,. 47,45e.3 t01.ow.e 1Cle . .aa2.7 "°·' :!53 344 

~---yEll*nn 12,117:7 :14,004.0 St.l'S8.1 11l 12.2 12.2 

\'.: 
AllEFAS ~ns.o 4,837.5 ... "'8.0 o.e 1.1 1.4 

COSTO FINANCIERO DE lA DEUDA 80,011.4 34,850.4 31,158.8 44.1 12.1 10.1 

~~·-~ 
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PRESIDENCIA DE LA RE PUBLICA 

GASTO PROGRAMABLE PRESUPUESTAL 

~~- ---~' Concepto . EjilCido~~..,.,,..,., • . ,¡ 
1092 118S 11194 , . . , 

GASTO PROQIWIAlllE ~NGADO 1ZUH.& 2WllL1 ~ 1lJ. li.Z 

PODER IJ'GISLATIVO 488.4 51111,5 591.S (0.4) (5.S) 1 
;¡ 

PODER JUDICIAL 911.7 11116.1 1,099.7 17.5 
11.7 ~ 

ORGANOS ELECTORALES 1,396R 1,ll90,0 2,222.6 11.7 6.2 1 

!! 
TRIBUNALES AGRARIOS 54.11 134.6 144,9 7.7 2.4 'I 

" PODER EJECUTIVO 175,404.4 208,413,9 231,567.7 " 11.1 5.7 
il 

Serklos Personales 70,500.7 64,032.4 96,933.7 15.4 9.7 

Otroo de Gasto Comonte 51,999.7 61,426.4 67,354.2 9.7 4.3 

lnw<tlón F'nlca 35,049.3 40,659.9 47,011.1 15.6 10.0 
'\~ 

Gobltmo Federal 10,467.4 13,109.3 16,645.1 27.0 20.8 

Organismos y Empresas 16,465.9 18,394.6 20.343.7 10.6 5.2 

Transl. •Entidades Apoyadas 7,116.0 9,156.0 10,022.3 9.5 4.1 

ln'l!rsiórt Financler3 1,772.9 1,961.4 1,583.2 (19.3) (23.2) ;: 

Op1racion11s Ajena:. t,059.6 437.5 301.0 (31.2) (34.6) . 

Ot"Js Tran'41ef1!nr.aa> t4,022.2 19,696.3 16.404.5 (7.5) (t2r.1 
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1.2.3. CANALIZACION DE LOS INGRESOS AL GASTO PUBLICO 

La Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal, establece en 
su articulo 2° que el Gasto Público Federal, comprende las erogaciones por 
concepto de Gasto Corriente, Inversión Fiscal, Inversión Financiera, asl como 
pagos de pasivo o deuda pública que realizan: 

1.- El Poder Legislativo. 
U.- El Poder Judicial. 
lll.- La Presidencia de la República. 
IV.· Las Secre!arlas de Estado y Departamentos Administrativos y la 

Procuraduría General de la República. 
V.- El Departamento del Distrito Federal. 
VI.- Los Organismos Desccntraliz.ados. 
VII.- Los Fideicomisos en los que el fideicomitente sea el Gobierno 

Federal, el Departamento del Distrito Federal, o alguna de las Entidades 
mencionadas en las ftacciones VI y VII. 

La obligación de canalizar los ingresos al gasto público proviene de la 
propia fracción IV del articulo J 1 constitucional en donde se contempla la 
obligación para todos los mexicanos de contribuir al gasto público de la 
Federación, Estados y Municipios en que residan de la manera proporcional y 
equitativa que dispongan las leyes. De lo antes expuesto concluimos que el 
fundamento jurldico de los tributos, es resultante de la obligación que tenemos los 
mexicanos para cubrir el gasto público, concatenando la definición de la Ley del 
Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público con lo antes referido, bien podemos 
decir que el gasto público es toda erogación hecha a través de una Secretaría de 
Estado, Departamento Administrativo o de un Organismo Descentralizado. 

El maestro Emilio Margaln Manatou, en su obra "Introducción al Estudio 
del Derecho Tributario Mexicano" establece lo siguiente: "Se ha sostenido que por 
gastos públicos deben entenderse los que se destina11 a la satisfacción atribuida al 
Estado, de una necesidad colectiva; quedando, por lo tamo, excluidos de su 
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comprensión, lo q11e se deslinen a la satisfacción de una necesidad lndivid11al. 
Conforme a estas Ideas los gastos p1íb/icos se clasifican en colectivos e 
individua/es y se pregunta, ¿particulares de quién, del Estado o de los 
funcionarios encargados del Poder Público? Si son del primero, son gastos 
públicos y también si son de los segundos en cumplimiento de sus f1111cio11es, 
luego entonces, debemos rechazar ese concepto"••. 

El gasto público se rige por lo dispuesto en los artículos 74, 75 y 126 de 
nuestra Constitución, de los que el Lic. Gerardo Gil Valdivia en su obra "Aspectos 
Jurídicos del Financiamiento Público" señala los siguientes principios: 

"a) El Gasto Público de la Federación está sujeto al principio de legalidad, 
ya que debe estar contenido en el Presupuesto de Egresos de la Federación, o en 
su respectivo ámbito de competencia en el Distrito Federal, o bien, contenido en 
ley posterior. 

b) El Presupuesto de Egresos es una norma jurídica que sólo es aprobada 
por la Cámara de Diputados y cuya vigencia es anual. Sin embargo, los pagos que 
se pretenden realizar y que no estén comprendidos en el Presupuesto de Egresos, 
deberán determinarse por ley posterior, por lo que, al aplicarse el procedimiento 
legislativo ordinario, deberán ser aprobados por ambas Cámaras del Congreso de 
la Unión. 

En suma, en materia del gasto público existe el principio de legalidad, 
caracteristico de Estado de derecho, si bien asumen en este aspecto ciertas 
particularidades, ya que el presupuesto de egresos es una norma jurldica que no 
está sujeta al procedimiento legislativo ordinario, al ser aprobada solamente por la 
Cámara de Diputados. 

c) El gasto público debe efectuarse con exactitud y justificación, según lo 
detcnnina el párrafo quinto de la fracción IV del articulo 7 4 citado. Además, la 
especialidad del gasto esté consignada en el articulo 75 constitucional que 

16 Margain Manatou, Emilio. "Introducción al Estudio dtl Dtrecho Tributarlo·~ Oetimoprimera Edición, 
Ediorial Pomia, S.A. Mbioo, 1993. pig. 140. 
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establece que debe scllalarse retribución a todo empico que está establecido por 
ley. En caso de omisión se debe recurrir al presupuesto del año anterior""· 

Una importante excepción a la exactitud o justificación en el gasto público 
lo constituyen las partidas secretas en el presupuesto, consignadas en la fracción 
IV del articulo 74 constitucional al establecer que: "No podrá haber otras partidas 
secretas, fuera de las que se consideren necesarias con ese caricter, en el mismo 
presupuesto; las que emplearán los secretarios por acuerdo escrito del Presidente 
de la República•. La subsistencia de este tipo de prácticas es completamente 
nociva para el Estado de derecho, y para la necesaria transparencia que debe 
existir en el manejo de los recursos públicos por parte del Estado. 

Jurisprudencia de" la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha definido 
que por gastos públicos no deben entenderse todos los que pueda hacer el Estado, 
sino aquellos destinados a satisfacer las funciones y servicios públicos. Como lo 
seilala el propio maestro Margaln Manatou, la amplitud de esta tesis 
jurisprudencial, no nos resuelve el problema, puesto que existen organismos 
descentralizados que tienen encomendadas funciones y ser.icios públicos y sin 
embargo, aun y cuando las erogaciones que estos organismos efectúen deberian 
ser consideradas como gastos públicos, dichos gastos no reciben ese nombre 
puesto que los citados organismos no pueden beneficiarse del rendimiento de los 
impuestos. 

Como se pudo observar, los Estados y Municipios no reciben del 
Presupuesto de Egresos, ninguna partida por concepto del sasto público, teniendo 
cada Estado y Municipio que sufragar sus gastos públicos dentro de sus propios 
presupuestos. Las Entidades Federativas solo reciben ingresos federales a través 
de las participaciones fedmles que se les otorga en vinud de la Ley de 
Coordinación Fiscal, y mediante la celebración de un convenio de adhesión al 
Sistema de Coordinación Fiscal, situación que se expondrá ampliamente en el 
Capitulo segundo de este tnbajo. 

17 Gil VaJdhia, Oewdo . ._'4sptctos Juridicos dtl Fmancttflltit>nto NMu:o•. Primm EdlCfo~. Editorial 
Porrúa, S.A. de C. VJ U.N.A.M México. 198?. p.;gs. 55·56. 



28 

1.3. EL CREDITO PUBLICO, UNA OPCIO~ 

COMPLEl\IENT ARIA A LOS INGRESOS ORDINARIOS. 

Como se ha expuesto en este capitulo, dentro de los ingresos que contempla 
la Federación, se encuentran los empréstitos dentro del rubro de los ingresos 
extraordinarios. El recunir al endeudamiento público se ha convertido en un 
medio frecuente de fmanciamiento para el país, ya que a través de contratos de 
crédito. o bien, mediante la emisión de bonos, en donde el país se compromete al 
pago de intereses a cierto vencimiento y la devolución del principal. 

Oc lo anterior se puede distinguir entre la naturaleza de estos ingresos del 
Estado y de las otras fuentes, como lo son los ingresos tributarios, toda vez que el 
crédito público se contrata voluntariamente y a diferencia, el ingreso proveniente 
de las contribuciones es coactivo. 

•Por lo que se refiere al crédito público, es de seifalarse que en las 
finanzas modernas es normal Ja utilización de los ingresos derivados de 1al 
fanción es/atal y de la emisión de moneda. En efeclo, las finanzas lradicionales 
sólo conceblan al empréstito como un recurso ex/raordinarlo, al cual debla 
recu"i rse en clm111slancias excepcionales 1a/es como la defensa nacional o la 
cons/rucclón de obras públicas de gran magnilud El crédilo a corlo plazo y los 
anlicipos de Tesorería eran percibidos como un peligro y, por supueslo, la 
emisión fiduciaria estaba 1erminan1emente vedada. Pero Jos cambios operados en 
las concepciones económico-financieras han modificado sus1ancialmen1e ese 
criterio al delerminar que tales recursos sean considerados normales y 
ordinarios, a Jos cuales se puede apelar en cualquier circunstancia, aunque 
siempre manej6ndo/os con suma prudencia debido a los graves riesgos que 

entrafla su desacertado o excesivo uso"''. 

Etimológicamente la palabra "crédito" deriva del latín "creditium", y esta 
locución proviene a su vez del verbo "crcdcre", que significa "tener confianza o 
fe". 

JI Quintana Val1icrra. Jesús y Rojas Yáliez. Jorge. •IJtndto Tributor'io ,\/exicano"; Primera Edición, 
Editorial Trillas. MCxico, 1991. pig. 38. 
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El ténnino "público" hace referencia a la persona del Estado, que ha'C uso 
de la confianu en él depositada, pidiendo se le entreguen bienes ajenos en contra 
de la promesa de la ulterior restitución. Podemos decir, entonces, que "crédito 
público es la aptitud polltica, económica, jurldica y moral de un Estado para 

obtener dinero o bienes en préstamo; el empréstito es la operación crediticia 

concreta mediante la cual el Estado obtiene dicho préstamo, y la deuda pública 

consiste en la obligación que con/roe el Estado con los prestamistas como 

consecuencia del empréstito"" 

La Deuda Pública que contrata el Estldo, para su estudio y para efectos 
prácticos, se cl113ifica en interna y externa o exrerior. La Deuda Pública Interna se 
confonna de capitales obtenidos dentro del pals y la Deuda Pública Externa se 
contrata en los mercados financieros de otros paises y casi siempre en moneda 
extranjera, esta deuda bien se puede contratar a través de los bancos en desarrollo 
o de las instituciones oficiales nacionales o bien, a través del propio gobierno 
federal; en cuanto al plazo de deuda puede ser a corto plazo o a largo plazo; A) a 
corto plazo, en estos casos nomialmcnle se c0ntra1a la deuda para cubrir los 
déficits de circulante por la falta de liquidez; B) lambién se puede contratar la 
deuda a largo plazo, la cual debe ser amortizada en la fecha o fechas de su 
vencimiento. 

Los plazos de los empréstitos comiCllZllll a correr desde el dia de su 
contratación o emisión en su caso, y lerminan cuando el Estado paga el capital 
prestado. Pan. efectos de su estudio, la doctrina ha dhidido a la deuda en tres 
fases: 

a) La contratación, o en su caso emisión. 
b) La convmióa. Esta etapa no siempre se da, sucede cuando se 

intercambia por otro tipo de deuda de diferentes caracteristicas. 
c) La amortización. 

El 31 de diciembre de 1976 se publicó en el Diario Oficial de la Federación 
la Ley General de Deuda Pública. es en esta ley donde se otorgan al Ejecuti"' 
Federal facultades a través de la Secretaria de Hacienda y Ciidito Públkli para 
conlratar deuda pública. sujeto a la autorizadón del óqwlo legislati,·o. 

19 Villeg.u. Hlctor B. Op. Cit. pig 7!9. 
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La propia Ley General de Deuda Pública en su articulo 1° establece que la 
deuda pública está constituida por las obligaciones de pasivo, directas o 
contingentes derivadas de financiamientos a cargo de las siguientes entidades: 

l.· El Ejecuri\'O Federal y sus dependencias. 
ll.- El Departamento del Distrito Federal. 
m.- Los organismos dcscentraliz.ados. 
IV.- Las empresas de participación estatal mayoritarias. 
V.- Las instituciones que presten el servicio público de Banca y Crédito, las 

organizaciones auxiliares nacionales de crédito, las instituciones nacionales de 
seguros y las de fianzas, y 

VI.· Los fideicomisos en los que el fideicomitente sea el Gobierno Federal 
o alguna de las entidades mencionadas en las fracciones 11 a V. 

El articulo 2° de esta Ley establece que debemos entender por 
Financiamiento a la contratación, dentro o fuera del pals, de créditos, empréstitos 
o préstamos derivados de: 

I.· La suscripción o emisión de títulos de crédito o cualquier otro 
documento pagadero a plaz.o. 

ll.- La adquisición de bienes, así como la contratación de obras o servicios 
cuyo pago se pacte a plazo. 

ID.- Los pasivos contingentes relacionados con los actos mencionados. 
IV.· La celebración de actos jurídicos análogos a los anteriores. 

Como se dijo anteriormente, es la Secretaria de Hacienda y Crédito Público 
quien se encarga de la aplicación de esta Ley, así como de su interpretación y de 
la expedición de las disposiciones necesarias y reglamentarias para su debido 
cwnplimiento, tal y como lo dispone el capitulo segundo de la propia Ley. 

El utlculo 4° scilala que corresponde al Ejecutivo Federal, a través de la 
Secretaria de Hacienda y Crédito Público: 

l.· Emitir valores y contratar empréstitos para fines de inversión pública 
productiva, Jllrll caaje o reflll&llCiamiento de obligaciones del Erario Federal o con 
propósitos de regulación monetaria. 
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Las monedas, el plaz.o de las amortizaciones, la tasa de los intereses de la 
emisión de valores o de la concertación de empréstitos, asl como las demás 
condiciones, serán detenninadas por la propia Secretaria de acuerdo con la 
situación que prevalezca en los mercados de dinero y capital. 

JI.- Elaborar el programa financiero del sector público con base en el cual 
se manejará la deuda pública, incluyendo la previsión de divisas requeridas para el 
manejo de la deuda externa. 

Ill.- Autoriz.ar a las entidades paraestatales para gestionar y contratar 
financiamientos externos, fijando los requisitos que deberán observar en cada 
eventualidad. 

IV.- Cuidar que los recursos procedentes de los financiamientos 
constitutivos de la deuda pública se destinen a la realización de proyectos, 
actividades y empresas que apoyen los planes de desarrollo económico y social; 
que generen ingresos para su pago o que se utilicen para el mejoramiento de la 
estructura del endeudamiento público. 

V.- Contratar y manejar la deuda pública del Gobierno Federal y otorgar la 
garantía del mismo para la realización de operaciones crediticias que se celebren 
con organismos internacionales de los cuales México sea miembro o con las 
entidades públicas o privadas nacionales o de paises extranjeros, siempre que los 
créditos estén destinados a la realiz.ación de proyectos de inversión, actividades 
productivas que estén acordes con las pollticas de desarrollo económico y social 
aprobados por el Ejecutivo y que generen los recursos suficientes para el pago del 
crédito y tengan las garantfas adecuadas. 

VI.- Vigilar que la capacidad de pago de las entidades que contraten 
financiamientos sea suficiente para cubrir puntualmente los compromisos que 
contraigan. Para tal efecto deberá supervisar, en fonna pennanente el desarrollo de 
los programas de financiamiento aprobados, asf como la adecuada estructura 
financiera de las entidades acreditadas. 
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VII.· Vigilar que se hagan oportunamente los pagos de capital e intereses de 
los créditos conlrltados por las entidades. 

El tercer capítulo de esta Ley en cuestión nos regula lo relativo a la 
programación de la deuda pública tal como se establece en el articulo 9", será el 
Congreso de la Unión quien autorice los montos de endeudamiento directo neto 
interno y externo que sea necesario para el financiamiento del Gobierno Federal y 
del sector público federal que se incluyen en la Ley de Ingresos y en el 
correspondiente Presupuesto de Egresos de la Federación. 

El Ejecutivo Federal deberá infomtar al Congreso de la Unión el estado de 
la deuda, al rendir y al remitir el proyecto de ingresos, así mismo deberá informar 
trimestrahnente (dentro de los 4S di as siguientes al vencimiento de cada trimestre) 
de los movimientos de dicha deuda. 

El órgano legislativo, al aprobar los montos de endeudamiento, da las bases 
para la contratación de los créditos que sean necesarios para financiar el 
Presupuesto de Egresos. 

Los citados montos de endeudamiento netos necesarios para el 
financiamiento del presupuesto federal son propuestos por el Ejecutivo Federal al 
someter al Congreso de la Unión las iniciativas correspondientes de Ley de 
Ingresos y del Presupuesto de Egresos de la Federación. 

En el capítulo cuarto se establecen reglas de contratación de los 
financiamientos del Gobierno Federal, así mismo se establece que el Gobierno 
Federal y sus dependencias solamente podrán contratar financiamientos a través 
de la Secretaria de Hacienda y Crédito Público, también se establece que las 
entidades paraestatales sólo podrán contraer financiamiento previa autorización de 
la Secretaria de Hacienda y Crédito Público. 

El quinto capitulo de esta Ley establece las reglas de contratación de 
financiamientos para las entidades distintas del Gobierno Federal y estable lo 
siguiente en el articulo 19: que las entidades mencionadas en las fracciones llI a 
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VI del artículo 1° de esta Ley, que no estén comprendidas dentro del Presupuesto 
de Egresos de la Federación y del Distrito Federal, sólo requerirán autorización 
previa y expresa de la Secretaria de Hacienda y Crédito Público para la 
contratación de financiamientos externos. 

La autoriw:ión sólo podrá comprender aquellos f1JW1ciamientos incluidos 
dentro del programa de deuda, salvo el caso de los que se obtengan para fines de 
regulación monetaria. 

Las instituciones que presten el servicio público de Banca y Crédito, 
cuando se trate de financiamientos originados en ejercicio de dicho servicio, sólo 
requieren la autorización a que se refiere este articulo 19 y el 17 de la propia Ley 
General de Deuda Pública, cuando tales financiamientos deriven de las siguientes 
operaciones concertadas con Instituciones de Crédito y Entidades Financieras del 
pafs o del exterior: 

1.- Créditos directos a plazo mayor de un año. 
II. - Créditos sindicados. 
ru.- Emisión de tftulos en serie o en ll18SI, colocados y pagaderos entre el 

público inversiorústa; y 
IV.- Operaciones que originen pasivos contingentes y aceptaciones 

bancarias, de conformidad con las disposiciones de carácter general que expida la 
Secretaria de Hacienda y Crédito Público. 

El capítulo sexto de esta Ley nos habla de la vigilancia de las operaciones 
de endeudamiento, en donde las entidades acreditadas ya sea del Gobierno Federal 
o del Sector Paracstatal, Uevarill los registros de los financi1111icntos en que 
participan confonne a las reglas que sci!alc la Secretaria de Hacienda y Crédito 
Público. Además deherán proporcionar a la propia Secretaria. toda la infonnación 
necesaria para llevar a cabo la vigilancia que le compete respecto a la aplicación 
de los recursos provenientes de financiamientos autorizados, con la periodicidad y 

en la fonna en que la Secretaria de Hacienda determine. 
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El capitulo séptimo establece la obligación de registrar las obligaciones 
financieras constitutivas de deuda pública, en dicho registro se anotarán el monto, 
características y destino de los recursos captados de manera global y particular. 
Por su parte la Secretaria de Hacienda, deberá publicar en forma periódica los 
datos de la deuda pública. 

El octavo capitulo de esta Ley, crea la Comisión de Financiamientos 
Externos del Sector Público, que funciona como un órgano técnico auxiliar de 
consultas de la Secretarla de Hacienda en materia de crédito externo, dicha 
comisión se integra por un representante propietario y uno suplente de: la 
Secretaria de Hacienda y Crédito Público quien será quien presida y del Banco de 
México, de Nacional Financiera, del Banco Nacional de Obras y Servicios 
Públicos, del Banco Nacional de Crédito Rural, del Banco Nacional de Comercio 
Exterior, (de SomeK y Finasa) y de las entidades del sector público de la Secretarla 
ele Hacienda que estime conveniente. Cabe mencionar que la práctica de esta 
comisión ya no funciona toda vez que sus funciones han sido asumidas por la 
Comisión lntenccretarial de Gasto-Finaru:iamiento. 

La politica de contratación de la deuda pública tiene dos perliles: la 
l'Cllización directa entre la politica de manejo de la deuda pública y la polltica 
monetaria, con los cuales se debe tener mucho cuidado ya que la deuda pública 
como un instnnnento financiero del Estado se encuentra limitada por el 
presupuesto, y en un sentido más amplio se encuentra regulada por la 
programación financiera del sector público y más aún, por el proceso de 
pllneación del desarrollo. 

El maestro Gil Valdivia, en su obra "Aspectos Jurídicos del Financiamiento 
Público", sei\ala: "En cuanto a la relación entre politica monetaria y politlca de 
deuda pública, pueden establecerse cuatro esquemas explicativos: 

l.- IA polltlca de la deuda está Influida en su gestión por la tnstrumentactán de la 

polltlca monetaria. 

2.-1.a polhlca de deuda es un Instrumento más de la po//ttca monetaria. 

J. - la po/lttca de deuda procura manttnene neutral con respecto a la po/ltlca 

monetaria, y 
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4 .• Ambas po/ltfcas. /o de deuda y /o monttarla, ,. mantlrntn complrtamrnte 

lndtptnditnles una de la o/ra"20. 

"La deuda pública es un pasivo financiero del Estado que, como tal, se 
convierte en un activo financiero de los restantes agentes económicos". 

Para el Estado, la deuda pública es una fuente de fmanciamiento que se 
emite en los mercados bursátiles; mienttas que para los demás es UD depósito de 
valor que sirve para canalizar los ahorros o como fuente complementaria de 
liquidez en virtud de su comercialización en los mercados secundarios. 

Como pasivo financiero, la deuda pública tiene asignado UD tipo de interés 
que debe estar relacionado con la rentabilidad fiiianciera prevaleciente en los 
mercados de capitales en el momento de su emisión. 

En los paises en del3mlllo no hay mayores opciones para financiar 
proyectos si no es recurriendo al endeudamiento interno o externo, pues el sistema 
fiscal es insuficiente para realizar estos proyectos. 

"Para el srctor público /o •11111/dn o controtactdn de tkuda pública permite rrallzar 

gastos que mán por encima de /o ITCOUdacl6n de nu lngnsos. A diferencia de los paises 

tksarrollados Ja ropacldod para "'"'""'"" en los •rcaths IM capital se han utilizado para 
11table«r ti etc/o rconóntico, •~• en los -ntos IM baja de /o achllfdod tconómlca 

y amortizando /o dtwJa prlbllca m lol -nto IM alza IM lo tcMOm/o IMI paú"". 

Es impon.nte sellalar que para el caso que se propone, es decir, que las 
Entidades Federativas reclUTID al crédito público, no debemos perder de vista que 
esta opción debe ser coosidalda como una fuente de ingresos pin la ru.lización 
de obras públicas e iofiaestrucrura que realmente dejen UD beneficio a las 
poblaciones necesitadas, pues al realizar estas obras canalizando debidamente los 
recursos, será muy ficil que se amorticen debidamente la deuda que se contrae ya 
que de manera contraria se obtendría un déficit prolongado en el sccl<lr público de 
los Estados y Municipios. 

20 Ortega FenY.ndu .. RaJmundo. •D1¡1c1t Nbliro, PolillM dt /XwJa y Politu·n .tfMttaria i·,,., ''1.oor. 
altlca•. 
21 Clil Valdi•ia. Clctanlo. Op. Ci1. p. 107. 
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CAPITULO SEGUNDO 

MARCO JURIDICO DE LA DISTRIBUCION DEL 
INGRESO EN LOS DIVERSOS ORDENES DE GOBIERNO 

2.1. LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS. 

2.1.1. EL ARTICULO 124 CONSTITUCIONAL. 

El articulo 124 de nueslrll Carta Magna consagra el principio de reserva 
constitucional de atribuciones, también conocido como distribución de 
competencias entre la Federación y las entidades federativas, dicho articulo 
expresa textuabnente: "Las facultades que no están expresamente concedidas por 
esta Constitución a los fancionarlos federales, se entienden reservadas a los 
Estados". El contenido de este artículo se contempló en el articulo 124 del 
Proyecto de Constitución de Venustiano Carranza. A su vez, el Proyecto Carranza 
lo toma del articulo 117 de la Constitución de 1857. 

Este principio de distribución de competencias entre la Federación y los 
Estados que la integran, tiene su antecedente más remoto en la Constitución de 
Filadelfia de 1787. "El sistema según el cual la competencia de origen pertenece 
a las entidades federativas y fa competencia delegada a la federación, se basa e11 
un heclro /ristórico: al independizarse las colonias 11orteamericanas de 
Inglaterra, cada colonia era un Estado soberano. Y al comtiluirse el Estado 
federal, las entidades particulares delegaron en la Federación un número 
determinado de compete11cias""· Al igual que en los Estados Unidos de América. 
en México este principio no ha sufrido modificaciones en el texto Constitucional. 

" Oncga Lomclln. Robcno. Op. Cit. p. 69. 
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Según lo indica tste ordenamiento constitucional, los "poderes federales" o 
de la Unión, actüan limitadamente, es decir, sólo pueden ejercer las facultades 
expresamente encargadas por las Entidades Federativas; y en contrapa11ida. éstas, 
gozan de facultades indeterminadas o generales; es decir, todas aquellas no 
encargadas a la Federación, con la única limitante de no invadir la esfera de 
atribuciones cedidas a la Federación. 

El Estado Federal, concebido asl, tiene un territorio, como elemento 
cosustancial del mismo, que a su vez comprende los diferentes territorios que 
corresponden a las entidades federativas. As!, sobre el territorio nacional, las 
autoridades y órganos de la Federación ejercen las funciones legislativa, ejecutiva 
y judicial. 

Por su parte, la autonomla de los Estados integrantes revela que sus 
autoridades y órganos ejercen, dentro del espacio territorial que les pet1enece, las 
correspondientes funciones públicas: ejecutiva, legislativa y judicial. 

Consecuentemente, tenemos que, dentro del territorio de los estados· 
miembros, se ejerce una dualidad de poderes públicos a través de sus respectivas 
funciones: el federal y el local, delimitación competencia! a que alude el articulo 
124 constitucional, por lo que las autoridades federales deben tener facultades 
expresamente consignadas en la Constitución, para estar en aptitud de desempei'lar 
las funciones ejecutiva, legislativa y judicial, que expresamente le encomendaron 
las entidades federativas al signar el pacto federal, pudiendo ejercer estas 
funciones las autoridades y órganos locales, sobre todas aquellas materias no 
encuadradas dentro del marco competencia! federal, o sea, lo que expresamente 
~ala la Constitución General de la República, como de su competencia 
exclusiva. 

El principio competencia! en comento, debe ser, por lo que toca a las 
autoridades y órganos federales, expresamente establecido en la Constitución 
Federal, ya que como lo afirma el maestro Tena Rarnlrez" "las facultades 

l) Tena Ra:miret. Felipe. "Dtrtcho Corumur:ionnl Mexicana"~ Vígcsimoquinla Edíción~ Editorial Ponúa. 
S.A. México, 1991. p. llS. 
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federales no pueden extenderse por ana/ogfa, por igualdad ni por mayoría de 
razón a otros casas dlstlmos de los expresamente previstos", y agrega "la 
ampliación de la facultad as/ ejercitada, slgnlj/caria en realidad, o un contenido 
di ver.ro en la facultad ya existente, o la creación de una nueva facultad; en am~os 
casos, el intérprete sustituir/a indebidamente al legislador constituyente, que es el 
único que puede Investir de facultades a los poderes federales". 

2.1.2. PRECEPTOS CONSTITUCIONALES QUE 
DETERMINAN LA COMPETENCIA FISCAL O POTESTAD 
TRIBUTARIA. 

Sin embargo, y no obstante la explicita sepanción de competencias e111re 
los Ambitos gubernamentales federal y local a que se rcfim: el citado articulo 124 
de la Carta F1U1damcntal, existe en el mismo ordcmmicnto olro dispositivo que en 
principio, y de acuerdo con lo ya comentado, deberla caer en el espacio de la 
competencia estatal, y es lo conccptuldo por la fiacción XXX del articulo 73 
constitucional, que a la lelra dice: 

Articulo 73: El Congreso Federal tiene facultad: 

Fracción XXX- Para expedir todas las leyes que sean 
necesarias a objeto de hacer efectivas las facultades anteriores y 
todas las otras concedidas por esta Constitución a los Poderes de 
la Unión. 

De esta facultad "impllcita" resulta, por exttailo que se escuche, la 
autofacultad legislativa para ejercitar alguna de las facultades "explícitas" 
otorgadas por la misma Constitución. 
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Tanto la doctrina como la Corte, identifican un espacio de competencias 
llamadas "concurrentes" y que el maestro Tena Ramírez" denomina 
"coincidentes" y Carpizo" les llama "coincidentes amplias", donde ambos órdenes 
judiciales pueden coexistir, compartiendo el ámbito espacial (territorial) y, por 
ende, de ejercicio de sus funciones particulares. 

Cabe scilalar, que la concurrencia o coincidencia competencia! resulta una 
excepción al sistema federal, pues conforme a éste, el otorgamiento de una 
facultad a la Federación, trae aparejada la supresión de la misma facultad a los 
estados-miembros. 

La potestad tributaria o poder fisca~ se traduce en la posibilidad jurldicn 
que tiene el Estado (entendiénd05C por Estado a la Federación o a los estados­
miembros) para imponer co111ribuciones. 

Se traduce pues, "en la manifestación del poder de Imperio, pero ese poder 
de Imperio es un Estado de derecho como el nuestro, está supeditado al 
ordenamiento legal: e.i decir, no es libre y arbitrario, sino por el contrario, 
de/imitado por el marco del derecho positivo. 

Al ejercitar el estado, este poder de Imperio a través de sus funciones, 
primero /eglslotlva y luego ejecutiva, pudiendo llegar a la ac/Uación judicial, 
nace a la vida jurídica, dentro de su ámbito competenc/al-terrltorlal y sobre Jos 
habitantes del mismo, una relación de carácter tributario entre el contribuyente y 
el Estado, relación jurldlco-trlbutarla que se puede concebir desde dos puntos de 
vista: como relación de poder, o como re/ación de derecho""· 

Además, existen desde el punto de vista constitucional, algunos dispositivos 
que sirven o pueden servir de fundamento para intentar determinar la potestad 
tributaria (o competencia fiscal) entre la Federación y los Estados, siendo éstos los 
instituidos por los artículos 40, 41 primer párrafo y el 124 ya comentado, 

24 Tcna llamlrez, Felipe. Op. Cit. pág. lll. 
11 CMpizo, Jorge. "Esrud/0$ Constll•clonalu'; Tertcra Edición, Edilorial Porrúa. Múico, 1991. pág. 
101. 
16 INDETEC, Revista Bimestral 87/94. plg. 44. 
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vinculados o relacionados armónicamente con el 31, fracción IV, manejándose un 
caso especial y al margen, que es el artículo 115, fracción IV. 

Estos artículos seftalan expresamente que: 

Artlculo 40.· Es volun1ad del ftueb/o mexicano comtiluirse en 
una república, representativa, democrállca, federal, compuesta de 
estados, libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen 
interior, pero unidos en una Federación establecida según Jos 
principios de esta ley fundamental. 

Artlculo 4 l.· El pueblo ejerce su soberan/a por medio de Jos 
Poderes de la Unión, en los casos de Ja competencia de éstos, y por 
Jos de los estados en lo que toca a sus reglmenes Interiores. en los 
términos respectivamente establecidos por la presente Constitución 
Federal y las particulares de los estados, las que en ningún caso 
podrán contravenir las estipulaciones del pacto federal. 

· Artlculo 124.· Las facultades que no están expresame/l/e 
concedidas por esta Comtituclón a los fancionarios federales, se 
enllenden reservadas a Jos estados. 

Artlculo 31.· Son obligaciones de los mexicanos: 
Fracción IV.· Contribuir para los gastos públicos, así de la 

Federación como del Distrito Federal o de Estado y Municipio en 
que residan, de la manera proporciona/ y equitativa q11e dispongan 
las/eye.i. 

La fracción X del artículo 73 constitucional, que faculta al Congreso de la 
Unión para legislar, entre otras materias, sobre el comercio, ha sido motivo de 
discusión, al tratar de detenninar si también le cor=ponde a la Federación, por 
conducto de este órgano legislativo, establecer gravámenes sobre el comm:io. 
Ante el cuestionamiento de si únicamente la Federación puede gravar al comercio. 
ya que la fracción X del artículo 73 le otorga la facultad para legislar sobre éste, 
excluyéndolo a las legislaturas locales, Mario Pugliesc comenta: •No coincidimos 
con esta opinión. /AS únicas limitaciones t¡lle la Co111tin1ción ha es1ab/ec1dn 
respecto a impuestos locales al comercio. se enc11en1ra11 en el articulo 11' y .<r 

relacionan esencialmente con la prohibición Je lm[llleslos alcabalatorlos. que 
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afectan desfavorablemente al comercio estatal. Por conslguie111e, los gravámenes 
al comercio regional que no sean discriminatorios por ra:ón del origen de 
mercanclas, son constitucionalmente posibles, a contrario sensu. Partic11/arme111e 
la fracción VI del 117 indica, al Interpretar.re también a contrario sentido, que es 
legitima la imposición sobre el consumo o sobre la circulación de efectos 
nacionales o extranjeros, si el cobro no requiere aduanas locales, o inspección, o 
registro de bultos, o documentación que acampa/le la mercancfa"21• Lo anterior 
conlinna el principio de que deben ser facultades "expresas", según lo dispone el 
utlculo 124 constitucional, es decir, si se establece una facultad al Congreso de la 
Unión para legislar sobre determinada materia, debe entenderse en términos 
generales, y no dar una intctpretación que limite la competencia de las entidades 
federativas, en este caso, del impuesto al comercio regional. 

Se ha pretendido que en virtud de la competencia exclusiva federal para 
legislar en determinadas materias, le corresponde también la de establecer 
gravimenes sobre las fuentes a que esas materias se refieren 

Con el objeto de estar en posibilidades de intentar entender la supuesta 
distribución de competencias entre los ámbitos gubernamentales y denb'o de éstas, 
las de carácter fiscal·lributario, es recomendable hacer un recorrido reb'ospectivo 
constitucional en esta materia. mismo que en resumen, se presenta a continuación. 

2.1.J. RETROSPECTIVA CONSTITUCIONAL DE LA 
POTESTAD TRIBUTARIA EN MEXIC021• 

l.· ACTA CONSTlTIJTJVA DE LA FEDERAClON MEXICANA (31 de 
enero de 1824 ). 

Articulo /J .• J'ertenece exclusivamente al Congreso General 
dar leyes y decretos. 

27 Pugllcsc, Mario. "lmtllu<iones cid Dcrix:ho Financiero"; Segunda Edición, Edl1orial Pomil, S.A. 
Mdxlc:o, 1976. pq. 21. 
2R Tena Ramlr.,, Felipe. ·1.c¡., FulldamentalcsdeMbico"; stplima Edición, Edilorial Ponúa. Mwc:o, 
1976. pp. 35 y SS. 



Fracción IX.- Para establecer fas contribuciones necesaria< a 
cubrir los gastos generales de fa República, determinar su 
inversión y tomar cuema de e/fa al Poder Ejecutivo. 
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Con esta disposición expresa, se facultó al Congreso de la Unión para fijar 
las contribuciones de la República; y al no establecerse expresamente en este 
ordenamiento, la distribución competencia! en materia tributaria. debemos 
presumir la existencia, ya desde entonces, de la hoy llamada concurrencia o 
coincidencia fiscal; es decir, la potestad de ambos órdenes gubernamentales, para 
fijar sus arbitrios. 

Por lo que se refiere a la materia tributaria, al comparar esta Constitución 
con la de Filadelfia de 1787, Mario Pugliesc scflala: • ... el mismo principio 
jurfdlco que Inspiró a la fracción 8 del art(cufo I de la Constitución 
norteamericana, que de manera general otorga al Congreso la facultad de 
establecer y cobrar impuestos, es el que adopta la fracción VIII del articulo SO de 
nuestra Ley Fundamental de 1824; y el mismo amplio poder legislativo original 
de los Estados en materia jisca/, según la primera Ley constlt11cional mexicana, 
corresponde aún a las cincuenta legislaturas en Norteamérica. En ambos casos, 
sin embargo, con /Imitaciones expresas derivadas de la Comtit11ción. En /BU, en 
México, para los derechos de tonelaje y de puerto y para contribuciones o 
derechos sobre importaciones y exportaclones"r>, 

2.- CONSTlTUClON FEDERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS (4 de octubre de 1824). 

Articulo SO.- las facultades exclusims del Congreso General 
son las siguientes: 

Fracción VIII.- Fijar los gastos generales, establecer las 
contribuciones necesarias para cubrirlos, arreglar .<u rc,·audación, 
determinar su inversión y tomar anualmente c11c111a al gohicrno. 

r> Pugllcsc, Mllrio. Op. Cit pp. IR·lq. 
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Al igual que en el Acta Constitutiva de la Federación Mexicana, de la cual 
se nutrió el texto de la primer Constirnción Federal Mexicana, ésta no contempló 
la distribución competencia! y dentro de ésta, la de carácter tributario; por lo que, 
como su texto lo indica, sólo le atribuyó al Gobierno Federal las facultades de 
recaudar ingresos, realizar gastos e inversiones y tomar cuenta de· su aplicación, 
por lo que se infiere a la coexistencia impositiva de los dos ámbitos de gobierno. 

3.· CONSTITUCION CENTRALISTA (1836). 
Las Siete Leyes Constitucionales. 

Articulo 44.· Corresponde al Congreso General 
excluslvamenle: 

Fraccion lll· Decre/ar anualmente los gas/os que se han de 
hacer en el s/gulen/e allo y las co/l/r/buclonu con que deban 
cubrirse. Toda conlribuclOn cesa con el alfo, en el hecho de no 
haber sido prorrogada para el sigutenle. 

Desde el punto de vista, eminentemente jurídico, esta posición es 
justificable si atendemos que durante su vigencia la nación mexicana tenla como 
fonna polftica, el Estado centralista y unitario, y no de carácter federal, como 
presupuesto para la distribución de competencias tributarias, aunque claro está, 
que se pudo establecer expresamente atribuciones a los departamentos (hoy 
Entidades Federativas) para ejercer atribuciones de carácter fiscal, las cuales al 

parecer no se otorgaron, sino que se limitaron a la administración del ingreso y del 
gasto, pero siempre bajo las directrices del Gobierno Central. 

4.· BASES ORGANlCAS DE LA REPUBLICA MEXICANA (19 y 23 de 
diciembre de 1842). 

Artículo 66.· Facul1ades del Congreso: 
Fracció11 /l.- Decre1ar anualmeme los ga•los que "e han de 

hacer y la• conlrihuc/ones con que deben cubrir.•e. 



Fracción IV.- Clasificar las rentas para los gastos generales 
de la nación y de los departamentos. 
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De acuerdo con la fonnación del Estado central, este tipo de disposiciones 
resulta lógica, empero esta legislación a diferencia de la de 1836, está amparada la 
facultad de clasificar las rentas de los departamentos. Lo que puede implicar, la 
posibilidad de éstos últimos de decretar sus arbitrios y gastos, confonne a la 
clasificación que hiciera el gobierno central, lo que indiscutiblemente supondrla 
por una parte, la concurrencia o coincidencia tributaria, o bien, la delimitación 
competencia! tributaria, acorde a la clasificación que el gobierno central realizara. 

Posterionnente, en el Acta de Refonnas de 1847, en los artículos 20 y 21 se 
estableció que sobre los objetos sometidos al Poder de la Unión, ningún Estado 
tuviese otros derechos que los expresamente fijados en la Constitución; por lo 
tanto, deblan linútarse estrictamente sólo al ejercicio de las facultades que 
expresamente les concedla. 

Igualmente y antes de la Constitución Federal de 1856, se expidió el 
Estatuto Orgánico Provisional de la República Mexicana, el 15 de mayo de 1856, 
donde en su precepto número 81, dispuso que todas las facultades que no fueran 
seilaladas expresamente a gobiernos de los Estados y territorios, en dicho estatuto, 
serian ejercidas por el Primer Mandatario del país. 

5.- CONSTITUClON POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS (5 de febrero de 1857). 

Articulo 72.- El Congreso tiene /ocultad: 
Fracción VII.- Para aprobar el Presupuesto de los gastos de 

la Federación que anualmente Jehe presentar el Ejecutil'o. e 
impo11er las contrib11clo11es necesarias paro cuhrirlo. 
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A pmtir de esta Constitución y hasta la fecha, se reinstaló y se ha 
mantenido el sistema polltico federal, sin embargo, y por lo que se refiere a la 
potestad tributaria, este cuerpo normativo nada definió al respecto. Asl mismo, el 
articulo 117 de esta Constitución contempló el mismo texto que actualmente 
consagra el articulo 124 constitución , que fue el artículo 23 del proyecto 
carrancista de 1916. 

Cabe recordar que el proyecto de Constitución Federal de 1857, el articulo 
120, si establecla claramente una división competencia! de la potestad tributaria, 
pues aclaraba que a los Estados correspondían las contribuciones directas y a la 
Federación las indirectas. 

6.· CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS (S de febrero de 1917). 

Articulo 73.· El Congreso llene facultad: 
Fracción VJ/ .• Para imponer las contribuciones necesarias a 

cubrir el presupuesto. 

Este es el texto vigente, que a la vez fue el texto propuesto en el proyecto 
de Constitución de Don Venustiano ClllTM7A en 1916. 

Resulta evidente que tampoco en el proyecto de Constitución y en el texto 
constitucional aprobado, se bi7.o una distribución competencia! expresa. 

Según consta en el Diario de Debates del Congreso Constituyente 1916· 
1917, se celebró la 43 sesión ordinaria en el Teatro lturbide, bajo la Presidencia 
del C. Lic. Luis Manuel Rojas y en relación con la fracción VII del artículo 73, se 
estableció lo siguiente": 

'° l>ilriode DdioladclCongmoCcostiluycnle. Tomoll, pági 426,del t5 de enero de t9t7. 



"El Secretarlo: Se pone a discusión la fracci6n siguiente, 
la fracción n~mero 7, que dice: para imponer las 
contribuciones necesarias para cubrtr el presupuesto•. 

"Está a discusión. Las pe~onas que deseen hacer uso 
de la palabra en pro o en contra, pasamn 11 lnscribi~iJ. No 
habiendo quien desee hacer uso de la palabra, se rese,Ya 
para su votación". Y as/ fue aprobada, por 169 votos; es 
decir, sin discusiones, sin comenfllrios, sin debates, en un 
completo silencio. 
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Cabe hacer mención que en el texto de esta Constitución ya existía el 
articulo 124 con el contenido que hoy en dla conocemos, pues se trasladó al 
Proyecto carrancista (articulo 123) de la Constitución de 18S7 (articulo 117). 

Hubieron de pasar 25 ailos para que el Constituyente Pennanente se 
ocupara de nuevo constitucionalmente, del aspecto competencia! tributario, basado 
en el articulo 73, ftacción Vil. Efectivamente, en 1942 el Congreso aprobó, con 
una serie de adecuaciones, la iniciativa presidencial presentada en 1940. 

Cabe advertir, tal y como se desprende más adelante, que si bien la 
intención del Ejecutivo al presentar la iniciativa de referencia, consistía en adecuar 
la citada liacción VIl del articulo 73 constitucional, la Comisión de .Diputados 
encargados de dictaminar la iniciativa, optó por no tocar la fracción VII, y en su 
lugar crear la fracción XXIX. pero basados en la influencia tributaria que en ese 
entonces se le atribula a la fracción VII. 

Por su innegable importancia y aportación trascendental al tema en 
cuestión, se transcribe a continuación parte del Dictamen de la Comisión de 
Puntos Constitucionales: 

'Las finalidades que porslgue el proyecto de ley fonnulado por el 
Ejecutivo, co~tamente. son cuatro: Se pretende, primero, la lederalización de 
la Industria de tabacos; en segundo luga-, se nta de dola' al Congreso de la 
Unión de facul1ades para decmar in1Juest>s sobre producción y venta de 



tableos labrados; en leltel lémino, se dese1 capacitar al propio Congreso de 
la Unión para Olcrgar plll1icipaciones a los Estados en el producto de dichos 
in1>uesilS: y po1 último, se Pf09011il que los Estados deberán gravar la 
produc:clOn, venta y acoplo de 1allaco en rana, en la loona y con las cuotas que 
el Con~ de la Unión delefmine. -- los inconvenientes del sislema 
vigente satan a la vista: duplicidad de i"1)uesils, contrariando las 
recomendaciones unánimes de los peri1os en materia fiscal. -- Precisa 
~ntll poner l6míno a esa sitlJaclón caótica y confusa, y establecer 
un régimen tribulaio uniforme en !oda la R19ública. -- La Constitución de 
1917 capacita al Congreso de la Unión para decretar las contribuciones 
indispensables a cubrir el Presupuesto. Pero la potestad que el Congreso de la 
Unión tiene para l"1JOf181' contribuciones no ha sido considerada como exclusiva 
de él, sino como concummts con las de Jos Estados. De ahl que eslos hayan 
podido gravar, con inlJuesilS locales, la rrisma fuente de riqueza, el mismo 
ac1o, el nísmo contrato. En efectD, excepción hecha de los llTCJuestos aduanales 
y del inl>uesto sobre energla eféctica reservados expresamente a la 
Federación nuestra Cala fundamenta no delirrita las órbitas de competencia de 
la Federación y de los Estados en ma!eria ~a, como lo hacen algunas 
onsCOll5ti1ucionese~--------~ 

8 sislema vigentll es defectuoso, por cuanto la Constitución ~ey de leyes­
no delllmina cuMes son los in1>uestos que puede decreta.< exclusivMJente la 
Federación, cuáles los reservados a las entidades que Integran y cuáles son los 
8bitrlos destinados a cubrir los gastos munlclpales. - La Comisión estima 
lllludable elevar a la calegoóa de nonna constitucional, para apartar la 
posibilidad de que los EstadoS, a virtud de un acto de soberanla, retiren en Jo 
Muro, su asentimiento al ~n de tributación unttorme que sobre dichos 
.vtJculos ha logrado organiZa" el Gobierno Federal. Se considera recomendable, 
en una palabra, consolidar la obra realizada y proscribir el peligro de todo 
retroceso. - Por elo, en el dictanen de la Coo»s1ón se propone que se 
adicione el articulo 73 constitucional, no ya llnlcamente en el sentido en que lo 
sugiere el Ejecutvo, sino de declararse que las contribuciones especlales 
puedan ser decretadas por el Coogreso de la Unión. Con exclusión de las 
leglslaturas hlcales. - Ocurre que la Constitución tan ~ se ocupa 
expresanenil de - a la Federación, los ~uestDs arancelarios y el de 
-vla el6ct1ca, elo ha originado, que algunos Estados aleguen, apoyándose 
en el iwtlculo 124 de la Carta fundamental, qué disposiciones establecidas en 
leyes ordinarias que <111¡1aran fllllitacionils tributarias a los Estados, son 
Inconstitucionales, pues las facultades que no es!OO expreSM1ente concedidas 
a la Federación se entienden reservadas a las entidades de la Unión, y la 
Coostitucidn sólo se refiere de modo calegórico. a los impuestos aduanales y al 
de energla eléctrica. -- La Colrisl6n dictarrinadoru consideró conveniente, 
en consecuencia, proponer que la adición del arilculo 73 conslitucional se 
i!11"4)1Je a decia"ar expiesanenle de federales a los ln'c>uesto5 sobre los 
recursos naturales mencionados por los p<lrrá:>s cuarto y quinto del articulo 27 
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de la Constitución, sobre lnstirudones de crédito y sociedades de seglJOS y 
sobre los servicios públicos conceslonados o explolldos dilec1amente por la 
Federación. Las reformas de fondo a nueslro sislema fiscal, lendtiln que 
hacerse, delimitando las COfllletencias tibutaias de los Estados y la 
Federación delenninando la participación de los Estados en los i!l'lluest>s 
federales, asl como los illJitrios con los que hayan de conla' los municipios. De 
ahl, nuestra abstención. De ahl que circunscribanos nuestro dictamen a una 
ad'lciOn al articulo 73 constitlJcional de una fracc:IOn, en la que se menciona 
como exprl!Sa\ienle reservados a la Federación, los siguientes llfllueslns: -
- Primero. Los a"ancelaios. Esta noona la contiene ya la Constitución en su 
articulo 73, fracción IX. Lo único que prCJll-Onemos, es agruparta con otras reglas 
sobre maleria tributaria, de que se oc141;d la fi'acdón XXIX del propio lltfculo 
73. - Segundo. Sugerimos, después, que sólo el Congreso de la Unión 
quede facultado para establecer impueslo!i sobre los recursos naturales que 
especifican los párralos cuari> y qulrm del llllculo 'l1 constitucional, y que son 
dominio de la nación: aguas de JurisdicclOn federal, minerales, petróleo, sal 
gema, etc. - Tercero. Proponemos enseguida que las actividades de las 
Instituciones bancarias y de las 8fl1JleS8S de seguros, queden sometidas 
exclusivamente al régimen trfbutrio de la Federación. Cuilto. Lo propio 
podemos decir, con referencia a los servicios púbicos conceslonados o 
explotados lireclanenlll por la Federación. - Si elevllTIOS, pues, a la 
calegorfa de preceptos constltucionales las normas de leyes secundarias, 
habremos efirrlnado, de una vez por todas, las dudas que se presenten en 
orden a si la facilitad que tiene la Federación para legislar sobre las anlefiores 
malerlas, leva in1Jllcita o no su poleslad pil'a organiZa", con exclusión de los 
Estados y Municipios, el régimen bibulario que les resUle apricable. -- Por 
último, en el Inciso quinto de la fracción XXIX del lltfculo 73 constitucional en 
proyectn, sugerimos se establezca que sólo et Congreso de la Unión está 
capacitado pn decreta' ÍO'llueAls especiales sobre energla eléc!rica (esta 
regla se contiene ya en la fracd6n X del propio precept>); sobre producción y 
consumo de tabacos lalirados (est> es, se acepta lnlegralmenle la Iniciativa del 
Ejecutivo); y sobre cdos y bforos, aguirliel, gasoina y ~n forestal. 
Finalmenle, se es1a1uJe que en el rendment> de esas con1ribuciones 
especiales, pll1iclpa'*1 las entidades de la UniOn en la proportiOn que la ley 
delemine'. 
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El anterior dictamen fue aprobado, quedando la fuicción X.XIX del articulo 
73, de la siguiente manera: 



XXJX.. Para establecer contribuciones: 
l.· Sobre el comercio exterior. 
2.- Sobre el aprovechamiento y explotación de los recursos 

naturales comprendidos en los párrafos 4° y 5º del artículo 27. 
3.- Sobre inslituciones de crédito y sociedades de seguros. 
4.- Sobre sel'l!icios públicos concesionados y explotados 

directamente por la Federación, y 
5.- Especiales sobre: 
a) Energla eMctrlca. 
b) Producción y consumo de tabacos labrados. 
c) Gasolina y o/ros productos derivados del petróleo. 
d) Cerillos y fósforos. 
e) Aguamiel y productos de su fennentación. 
f) Explotación forestal, y 
g) Producción y consumo de cerveza. 

Las enlidades federativas participarán en el rendimiento de 
estas contribuciones especiales, en la proporción que la ley 
secundarla federal determine. las legislaturas locales fijarán el 
porcentaje correspondiente a los Municipios, en sus ingresos por 
concepto de impuestos sobre energla eléctrica. 
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De esta manera, "nos encontramos frente a una dlsyunliva i11/erpre1a/iva, 
por lo que se refiere a los textos conslltuclonales involucrados en la supuesta 
dutrtbuclón de competenclm trlbutartm, entre la Federación y los Estados, pues 
por una parte, como ya ha quedado asentado, la fracción VII del articulo 7 3 
constitucional prevé la facultad al Congreso para imponer las contribuciones 
necesarias a cubrir el presupuesto (facultad que ha sido bautizada como 
"ilimitada") más como esta atribución era muy ambigua, el mismo Constituyente 
Permanente, (conslltuido por los estados-miembros de la Federación que los que 
dan origen a la Federación en los términos del articulo J 24 constitucional, la 
Federación sólo tiene las facultades expresamente seifa/adar para este 
ordenamiento), le limitó su potestad a las materias y acllvidades seifa/adas en la 



so 

fracción XXIX del mismo dispositivo; esto es, que las únicas fuentes Impositivas 
exclusivas de la Federación, son lar enumeradas en la c/ladafracción XXIX .. ·~•. 

Por su pa11e, la otra interpretación, consiste en que las fuentes o materias 
enunciadas en la fracción XXIX del U1fculo 73 constitucional, no son limitativas a 
la potestad tributaria federal, por el contrario, y en base a lo dispuesto por la 
fracción VII del mismo dispositivo, el Congreso Federal cuenta con amplias 
facultades para establecer contribuciones de tipo exclusivo {las multicitadas en la 
fracción XXIX) y las concurrentes o coincidentes con los Estados, basados 
fundamentalmente en la fracción VII del mismo articulo 73, asf como en el 124 
constitucionales. 

La mayoria de los tratadistas se pronuncian por el segundo de los criterios, 
. mismo que ha sido corroborado por el órgano judicial supremo de la República 

mexicana, la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Efectivamente, tal y como se desprende de las siguientes resoluciones, 
queda de manifiesto que el criterio de los Tribunales Federales en cuanto a la 
distribución de competencias tributarias o potestades fiscales de origen 
constitucional, es la de facultades exclusivas claramente seilaladas para la 
Federación (fracción XXIX del artículo 73) y concurrentes o coincidentes con los 
Estados en los demás casos (fracción VII del articulo 73 y articulo 124 
constitucionales). 

Asl tenemos que la Corte estableció la siguiente jurisprudencia número 90. 

IMPUESTOS, SISTEMA CONSTITUCIONAL REFERIDO A LA 
MATERIA FISCAL. COMPETENCIA ENTRE LA FEDERACION Y LAS 
ENTIDADES FEDERATIVAS PARA DECRETARLOS. 

Una Interpretación sistemática de los preceptos constitucionales que 
se refieren a matena Impositiva, delermina que no exisle una delimitación 
radical entre la competencia federal y la estatal, sino que es un sistema 
complejo y las reglas principales las siguientes: a).· Concurrencia 
contributiva de la Federación y los Estados en la mayoría de las fuentes 

ll INDETEC, R.evúta Bimestral. 87/94 p.ig. 49. 



de inwesos (artículo 73, lracciOn VII y 124); b).· Limitación a la facultad 
inpositiva de los Estados mediante la reserva expresa y concreta de 
delenninada materia a la Federación (articulo 73, fracción XXIX) y c).· 
Res.-icclorles expresas a la potestad tributaria de los Estados (articulo 
117, fracciones W, V, VI, y VII y 118). 

Séptima Epoca, Primera Parte: 
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Esta tesis apareció publicada, con el número 56, en el Apéndice 1917-1985, 
Primera Parte, Pág. 11 O. 

Adicionalmente a la jurisprudencia anterior, existe la siguiente tesis: 

CONGRESO DE LA UNION, FACULTADES 
CONSTITUCIONALES DEL, PARA CUBRIR EL GASTO 
PUBLICO.- Es inexack> que la fracción XXIX del atlculo 73 
constitucional limile a la VII del mismo precepto que faculta al Congreso a 
inponer las contribuciones que Sean necesarias para cubrir el 
presupuesi>; y si esta fracción ha de relacionarse con olra, no es 
prec~te con la XXIX del articulo 73, sino con la 11 del articulo 65 de 
la propia Constitución, que faculla al mismo Congreso para examinar, 
discutir y aprobar el Presupuesk> del ano fiscal siguiente y decretar los 
impuestos que sean necesarios pr.i cubri1o. No puede considerarse la 
facultad exclusiva para legislar en delerminadas materias, como lo es la 
enunciada en la referida tacciOn XXIX del atlculo 73, como una limitaciOn 
al Conweso de la Unión para establecer los impuestos aún federales que 
sean indispensables para cubrir el gasto público; se trata de una facultad 
en el llmbi1D federal en materia de impuesk>s especiales que por su 
campelencia requiere una legislación federal uniforme en toda la 
República, que linim las facultades impositivas de los Estados, pero no 
las del Congreso de la Unión. 

Amparo en revisión 8420/63. 
Séptima Epoca: Vol. 26, Primera Parte, Pág. 35. 

No obstante que, tal como se dijo anteriormente, el criterio doctrinal y 
jurisprudencia! que prevalece en la actualidad, es el que deriva o que comulga con 
la Cone, también hubo en su momento un criterio jurisdiccional que se inclinó por 



52 

el primer criterio sellalado, es decir, por aquél que considera que las facultades 
indicadas en la fracción XXIX del anlculo 73, son las únicas en las que el 
Congreso General puede detenninar contribuciones para sufragar su presupuesto. 

Sostiene la Secretarla de Hacienda que el Congreso de la Unión está 
facultado por la Ley fundamental del pals para legislar sobre el cemento y 
establecer a favor de los Estados participaciones en favor .de los impuestos 
relativos; y se remite, fundamentalmente, como apoyo de su aseveración, a lo 
dispuesto por el articulo 73 constitucional, fiacciones VII, X y XXX. 

Ahora bien, y por lo que se ve a los Estados, decíamos más atrás, que la 
potestad tributaria local estaba limitada por la reserva expresa de materias o 
actividades en favor de la federación (fracción XXIX del articulo 73 
constitucional); y lo que saliera de estas limitaciones expresas, constitula su propia 
y natural esfera de acción (en los términos del anlculo 124 constitucional), que 
también, como ya dijimos se bauti7.a como campo concurrente o coincidente de 
ambos estrictos de gobierno, sin embargo y no obstante lo anterior, además existen 
en el mismo texto constitucional otras disposiciones que limitan, restringen y hasta 
prohiben el ejercicio de la potestad tributaria local. 
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2.2. LEY DE COORDINACION FISCAL. 

La Ley de Coordinación Fiscal es un ordenamiento de carácter federal que 
"establece la coordinación fiscal Integral para alcanzar un sistema lribulario 
orgán/camenle más es/ruclurado en sus diferentes niveles, y acorde con las 
exigencias del pa/s, q11e l/ende al fortalecimlento de las haciendas públicas 
es/atales y municipales para permitir lograr una más equitativa dlstribució11 del 
Ingreso fiscal y que acor(a las grandes diferencias en/re los recursos financieros 
de la Federación y los lisiados"". 

La distribución del ingieso, es una actividad que co1Tesponde al Estado, una 
vez que se han fijado reglas de exclusividad de competencia tributaria en favor de 
la Federación. Los ciudadanos estmi obligados a pagar impuestos para que las 
autoridades estén en posibilidad de cubrir el gasto público, mismo que se 
manifestará en la prestación de bienes y servicios, con un beneficio a los 
contribuyentes. Pero estos impuestos son de distinta naturaleza, atendiendo al 
lugar de residencia en que se genere el supuesto lllxativo, podemos clasificarlos en 
impuestos federales, estatales o municipales, y es precisamente la ley, quien 
determina el orden gubemamental que se encargará de su manejo. Una parte 
considerable de los impuestos son de carácter federal, los cuales tienen que ser 
canalizados en obra pública y servicios de esta índole y destinarlos, además, a uno 
de los renglones más importantes que son los gobiernos estatales y municipales, 
quienes mantienen un contacto más estrecho con las necesidades de la población. 

La Federación proveerá a los gobiernos de los Estados y Municipios los 
m:ursos necesarios y disponibles pan el cumplimiento de sus funciones, esta 
distribución varia cada allo, de acuerdo ~ los requerimientos, pollticas 
financieras y acontecimientos sociales, tal como se demuestra en el siguiente 
cuadro: 

" Chapoy Boniíaz, Dolorts Beatriz y Valdivia Gil, Omnlo. "DelCCho l'íscal", en la Oran Enciclopedia 
MWcana. U.N.A.M. Méxla>, l'llll. pág. 425. 
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DISTRIBUCION DE INGRESOS POR NIVELES DE GOBIERNO DURANTE 

EL PERIODO DE 1900-1985* 
(Estructura Porcentual) 

Allo Federación Eacadaa Munlciolos 
1900 63.0 24.I 12.9 
1930 68.7 22.9 8.4 
1940 71.4 23.3 5.3 
1941 71.0 24.0 5.0 
1949 83.0 142 2.8 
1950 78.3 18.4 3.3 
1953 n.a 18.7 3.5 
1958 81.8 15.0 3.2 
1960 71.6 18.6 2.8 
1963 73.6 23.3 3.1 
1967 87.9 10.5 1.6 
1970 86.4 12.0 1.6 
1973 84.2 14.4 1.4 
1977 91.1 7.7 1.2 
1980 89.4 9.4 1.1 
1982 90.7 8.3 1.0 
1984 81.3 16.2 2.5 

• Se escogieron los allos más representativos, tomando en cuenta el año de la 
d~1, el mlnimo y d múimo de ingmo. 

Fuente: El a1lo de 1900, La Administración E.w.I en México, INAP. 
El lllo de 1930, Anuario Elladlstico de 101 Ellados Unidos Mcxicaoos 1958-1959, 

Secretarla de Indllllria y Comercio y Anuario Emdhtico de los Estados Unidos 
Mexicanos 1967-1968, Sccretaria de Industria y Comcn:io. 

De 1970 a 1984, Anuario Estadfstico de los Ellados Unidos Mexicanos, SPP. 

Con el lnimo de controlar y poner Wla solución a la problemática entre la 
Federación, Estados y Municipios, y a fm de fortalecer el pacto federal, se han 
llevado a cabo tres convenciones nacionales fiscales para llegar a un acuerdo en 
cuanto a la coordinación entre la Federación y la entidades federativas en materia 
fiscal. 
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La Ley de Coordinación fiscal tiene por finalidad alcanzar los siguientes 
cinco objetivos: 

1) Coordinar el sistema fiscal de la federación, Estados, Municipios y el 
Distrito federal. 

2) Organizar el Fondo General de Panicipaciones. 
3) Detenninar las participaciones a las entidades federativas. 
4) Regular la colaboración administrativa, y 
S) Establecer los organismos para el manejo de la coordinación. 

Básicamente, la coordinación. en materia fiscal entre la Federación-Estados 
y Estados-Municipios, da lugar a las participaciones en el producto de las 
contribuciones federales, para la administración de estos recursos fueron creados 
tres diferentes fondos: 

1) Fondo General de Participaciones. 
2) Fondo Financiero Complementario de Participaciones. 
3) Fondo de Fomento Municipal. 

Estos fondos se crearon con los porcentajes que seftala la propia Ley de 
Coordinación Fiscal; y del total que reciben los Estados del Fondo General de 
Participaciones y del Fondo Financiero Complementario, deberan entregar a los 
municipios cuando menos una cantidad equivalente al 20%. Por lo que hace al 
Fondo de Fomento Municipal, los municipios reciben de la Federación, la 
participación que les corresponda. 

Los orgmismos encargados del desempefto, vigilancia del Sistema de 
Coordinación Fiscal son: 

a) La Reunión Nacional de Funcionarios Fiscales. 
b) La Comisión Pennanente de Funcionarios Fiscales, y 
c) El Instituto plllll el Desarrollo Técnico de las Haciendas Públicas 

(INDETEC). 
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Estos organismos se cncuentrln conformados por funcionarios del 
Gobierno Federal y los Gobiernos de las entidades federativas. 

Hay que destacar que J!llª que un Estado ingrese al Sistema de 
Coordinación Fiscal, previamente deberá celebRr un Convenio de Adhesión, 
asimismo, deberá celebrar el Convenio de Colaboración Admiuisb'ativa en materia 
fiscal, también es necesario destal:ar que el adherirse el Sistema de Coordinación 
genera diversas limitaciones a la potestad tributaria de los Estados, principalmente 
en materia de derechos, toda vez que los Estados solo pueden establecerlos en 
algunos casos como es el de licencias, regisb'os, uso de vía pública, etc. 

Resultan tan determinantes las participaciones en ingresos federales que 
reciben las entidades federativas, que en la iniciativa de Ley que reforma, adiciona 
y deroga divel'Sas disposiciones fiscales, presentada por el Ejecutivo en noviembre 
de 1987, se seftaló en ese documento, que las participaciones en ingresos federales 
representan el 80"/o de los ingresos ICluales de los gobiernos de los Estados y, que 
a nivel municipal, es aún mayor. Por lo que a partir del allo de 1988 se solicitó que 
el esquema de participaciones se vinculara directamente a la actividad 
recaudatoria de las entidades en el Impuesto al Valor Agregado, con tal motivo se 
propuso integrar el Fondo General de Participaciones con una cantidad igual al 
30% del Impuesto al Valor Agregado que recaudan las entidades federativas. De 
esta fonna se buscó garantizar que con este nuevo procedimiento de 
puticipaciones las entidades siguieran percibiendo un monto igual al que recibían 
con el sistema de participaciones vigente basta 1987. 

El articulo 1° de la Ley de Coordinación Fiscal vigente, seilala lo siguiente: 

"Esta Ley tiene por objeto C'oordinar el sistema f1St:al de la 
Federación con los de los Estados, M11n/C'ipios y Disfrilo Federal, 
establecer la participación que corresponda a s11s Haciendas 
públicas en los ingresos federales: distribuir entre ellos dichas 
participaciones: fijar reglas de colaboración odministratira entre 
las di1•ersas a11toridades fiscales: constituir los organismos e11 
materia de coordinacicín jisC'al y dar los bases de organi:oári11 .1 
funcionamiento~ 
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El Fondo General de Participaciones se confonna, de acuerdo como lo 
sclllla el articulo 2 de la propia Ley, tal y como se transcribe a continuación: 

1.- El 4S.l 7"/o del mismo, en proporción directa al número de habitantes 
que tenga cada entidad en el ejercicio de que se trate. 

2.- El 4S. 17"/o en los tmninos del articulo 3º de esta Ley. 
3.- El 9.66% restante, se distribuirá en proporción inversa a las 

participaciones por habitante que tenga cada entidad, estas son el resultado de la 
suma de tas participaciones a que se refieren las fracciones 1 y 11 anteriores. 

Los recursos que integran el Fondo General de Participaciones han sufrido 
modificaciones importantes a partir de 1981, cambios que han impactado, aunque 
en menor medida, los criterios de distribución. En la actualidad, se integra 
conforme a la recaudación del Impuesto al Valor Agregado (IV A), participando 
los Estados con el 30% de las mismas, y que se complementa con otros ingresos 
derivados de la recaudación federal participable, una vez deducida la parte 
proporcional del IV A que hemos mencionado. 

En ténninos generales, se scllala que el fondo no debe ser inferior al 
17.3S% de los ingresos totales aouales que obtenga la Federación, en comparación 
con el porcentaje del 13% que tenla en 1980. Se consideran como "ingresos totales 
111uales de la Federación", aquellos que ésta obtenga por concepto de impuestos, 
as( como por derechos sobre hidrocarburos y mincrla, menos el total de 
devoluciones por estos mismos conceptos. Por su parte la "recaudación federal 
participable" considera los mismos ingresos, pero incluye adcrmls a las 
devoluciones mcncillllldas. 

"La participación de las entidades federativas en el rendimiento de la 
recaudación federal se lleva a cabo a través de un fondo general de 
parllclpaclón, formado por~/ 13.5% de la recaudación federal total y que se 
otorga en razón directa a/ volumen de recaudación en la entidad; y un fondo 
financiero complementarlo de participación, formado por el 0.50% de Ja 
recaudación total federal cuya distribución favorece principalmente a las 
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entidades federativas poco desarrolladas económicamente y, por ende, con escaso 
volumen de recaudación de los gravámenes federales"''. 

El articulo 3° determina mediante una fónnula verdaderamente muy 
compleja, que lejos de proporcionamos una clara definición de las participaciones 
que le corresponden a cada entidad, a continuación se transcribe dicha fórmula: 

Donde: 

CPi/t=!.!i 
TB 

CPi/t = Coeficiente de participación de la entidad i en el ai\o para el que se 
efectúa el c81culo. 

TB =Suma de Bi. 

i = Cada cntidld federativa. 

Bi = CCPi / t-ll CIAi /t-1) 

IAt-2 

CPi I t-1 = Coeficiente de participación de la Entidld i en el ai\o inmediato 
anterior a aquel para el cual se efectúa el cálculo. 

lAi I t-1 = Impuestos asignables de la Entidad i en el ai\o inmediato anterior a 
aquel para el cual se efectúa el cálculo. 

lAi I T-2 = Impuestos asignables de la Entidad i en el ai\o inmedi1to anterior a 
aquel pua el cual se efectúa el cálculo. 

Los impuestos asignables a que se refiere esta fónnula son los impuestos 
federales sobre automóviles nuevos, sobre tenencia o uso de vehículos y especial 
sobre producción y servicios. 

ll Rodrfguez Lobolo, Rllll. "D<,..dw FllCOI"; Squnda Edlción. fdifOli.ll lhrla. Colcuión de Textol 
Jurfdicos Univcr1ilarios. Mé.,lco. 1986. p¡lg. 142. 
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Se insis1e, el depender de una fónnula tan compleja para llevar a cabo la 
asigrw:ión de las participaciones a cada Estado, pone en peligro la adecuada 
distribución de estas participaciones, pues la frialdad de una fónnula malemálica 
no nos pennire la seos ibilidad de poder canalizar recursos a donde más se 
necesitan, y creo que si se le pcnnile un poco más de actividad a los Estados y 
Mwúcipios, mediante la oblención de cmpréstilos, las comwúdadcs ser verán muy 
favorecidas con recursos frescos para salvar sus necesidades. Al respeclo, Roberto 
Ortega lomelfn estima que: "Por lo que respecta a los criterios o fórmulas para 
distribuir los recursos del fondo entre las entidades federativas, se han registrado 
diversos cambios, aunque en lo general se basa en la capacidad de generación de 
Impuestos en la entidad y en consecuencia, en la recaudación obtenida"", más 
adelanle, el aulor considera inadecuada esla medida al expresar: "Se hace pues 
ntcesarlo desligar las participaciones a los Estados de los impuestos federales, 
conslduando además en sustituciones otras variables que reflejen el nivel de 
duarrol/o relativo de las entidades federativas"". 

Es indudable que las entidades federativas que confonnan la nación 
mexicana no están repartidas proporcionalmenle en población, superficie, recursos 
natuniles, infraestruclura, nivel de vida, etc., y por lo que respecta al nivel de 
vida, ni siquiera hay equidad entre los miembros de una familia y esto no es 
privativo de nuestro pals, "las desigualdades en el desarrollo económico y social, 
se presentan entre paises, el mundo desarrollado frente al subdesarrollado; 
dentro de Jos paises y reglones, unas relativamente ricas y otras pobres; y al 
Interior de las reglones en lm que se pueden encontrar unas localidades ·más 
desarrolladas que otras. A nivel de individuos, pueden coexistir estratos 
miserables frente a los opulentos. Otro factor de tksigua/dad que conviene aquf 
mencionar, es el que se presenta, entre los distintos sectores de una economfa 
nacional ........ Quizá por esla razón se pueda explicar el tercer rubro que compone 
el fondo General de Panicipaciones del 9.66%, que de acuerdo con la ley, se 
distribuirá en proporción inversa a las participaciones por habitante que tenga cada 
entidad. 

"Ollep l.amelfn, R<lllcrto. Op. Cit pj¡¡. 334. 
" ldcm. P'g. 335. 
36 !dcm. "'B· 209. 
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El Fondo General de Participaciones no puede ser considerado como un 
inslrumento que contribuya a disminuir las disparidades regionales, además de que 
tos actuales criterios de distribución no benefician a las entidades que tienen un 
sector primario de consideración. 

El capitulo segundo de esta Ley nos babia sobre el Sistema Nacional de 
Coordinación Fiscal, y es en este c111ltulo en su anículo 10 en donde se establece 
que los Estados que deseen adherirse a este sistema, para tener el derecho de 
recibir las participaciones por ingresos federales, tendrán que celebrar convenio de 
ldhesión con la Secretarla de Hacienda y Crédito Público y dcberi ser autorizado 
por su Legislatura. En caso de que los Estados no se adhieran al Sistema Nacional 
de Coordinación Fiscal, se prevé que únicamente puticiparán en los impuestos 
especiales a que se refiere el inciso S' de la fracción XXIX del anículo 73 de la 
Constitución General de la República, en los términos que establezcan tas leyes 
respectivas. 

Una vez que las entidades ingresen a este 5istenta, y optan por coordinarse 
en derechos, no deberán de mantener en vigor los derechos estatales o 
municipales por los siguientes conceptos, de acuerdo a lo dispuesto por et articulo 
10-A de la Ley de referencia: 

l. - Licencias, anuencias previas al otorgamiento de las mismas, en general 
concesiones. permisos o autorizaciones, o bien obligaciones y requisitos que 
condicionen el ejercicio de actividades comcn:iales o industriales y de prestación 
de servicios. Alimismo, tos qtie resulten como conscaiencia de permitir o tolerar 
excepciones a una disposición administrativa, tales como la ampliación de horario, 
con excepción de las siguientes: 

a) Licencias de construcción. 
b) Licencias o permisos para efectuar conexiones a las redes públicas de 

agua y alcantarillado. 
c) Licencias para fraccionar o lotificar tcrmios. 
d) Licencias para conducir vdúculos. 
e) Expedición de placas y tarjetaS para la circulación de vchiculos. 
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11.- Registros o cualquier acto relacionado con los mismos, a excepción de 
los siguientes: 

a) Registro civil. 
b) Registro de la propiedad y del comercio. 

111.- Uso de las vías públicas o la tenencia de bienes sobre las mismas, 
incluyendo cualquier tipo de derechos por el uso o tenencia de anuncios. No se 
coruideruán comprendidos dentro de lo dispuesto en esta fracción los derechos de 
estacionamiento de vehfculos ni de uso en la vía pública por comerciantes 
ambulantes o con puestos fijos o semifijos en la vía pública. 

IV.- Actos de inspección y vigilancia. 

Los derechos locales o municipales no podrán ser diferenciales 
considerando el tipo de actividad a que se dedique el contribuyente, excepto 
traündose de derechos diferenciales por los conceptos a que se refieren los incisos 
del a) al e) de la fracción 1 y la fracción 111. 

En el capitulo tercero de esta Ley se regula lo relativo a la colaboración 
administrativa entre las Entidades y la Federación, para lo cual, como se seilaló 
anteriormente, los Gobiernos de los Estados que se adhieran al Sistema Nacional 
de Coordinación Fiscal celebrarán con el Gobierno Federal, por conducto de la 
Secretaria de Hacienda y Crédito Público un convenio de coordinación en materia 
de administración de los ingresos federales. 

Tal y como lo prevé el articulo IS de la propia Ley de Coordinación Fiscal, 
la recaudación de los ingresos federales se hará por las oficinas autorizadas por la 
Secretaria de Hacienda y Crédito Público o por las oficinas autorizadas por las 
Entidades, según se establezca en los convenios o acuerdos respectivos. 

Cuando la entidad recaude ingresos federales, los concentrará en la 
Secretaria de Hacienda y Crédito Público, y rendirá cuenta pormenorizada de la 
recaudación. La Secretaria de Hacienda, directamente hará el pago a las entidades 
de las cantidades que les corresponda en el fondo establecido en el articulo 2 de la 
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propia Ley y pondrá a su disposición la información correspondiente, se podrá 
establecer, si existe acuerdo entre las partes interesadas, un procedimiento de 
compensación permanente. 

El capitulo cuarto de la Ley de Coordinación Fiscal, establece lo relativo a 
los organismos en materia de coordinación fiscal, de los que se ya se seilaló una 
pequeda referencia de sus funciones. 

No obstante que a lo largo de la historia del Sistema de Participaciones, la 
Ley de Coordinación Fiscal ha buscado el llegar a una fónnula feliz de la 
distribución de las citadas participaciones, es muy dificil establecer algún 
mecanismo que solucione las necesidades que tienen los Estados y municipios, 
pues ahora resulta claro que nuestro pals tiene que buscar una nueva manera de 
distribuir las participaciones, las necesidades sociales de las diversas entidades 
federativas, reclaman una camliución más directa y eficiente de los recursos, 
debemos estar conscientes que por el momento no es conveniente la manera en 
que actualmente se distribuyen las puticipaciones, o bien, se de~ permitir el que 
las Entidades y los Municipios puedan acudir a los mercados de capital para 
buscar cn!ditos accesibles y a condiciones preferentes. 

Mucho se ha comentado sobre el objetivo de la Ley de Coordinación Fiscal 
que aglutina el nuevo sistema de coordinación, el cual, según Ortega Lomelín "se 
ha orientado al fortalecimiento de las hacle11das p'llbllcas estatales y municipales. 
e Incluso de la federal, con base en un esfuerzo conjunto entre estos órdenes de 
gobierno para aumentar la productividad del sistema y reducir, si no es que 
eliminar, la evasión fiscal. la centralización de la legislación tri/!utaria en la 
Federación, se compensa con la descentralización administrativa de los 
impuestos federales en las entidades federatiwJS""· 

La realidad de esta esbUctura tan compleja no cwnple cabalmente con su 
cometido y altera los principios fundamentales de nuestras instituciones. En 
efecto, si analizamos el federalismo y la concepci6n del municipio libre a la luz de 
los mecanismos de la Ley de. Coordinación Fiscal. nos toparnos con un SC•l'Cl' 

problema, que se traduce en la ausencia de esa anhelada 1utooonti1 estatal y 

"Ortega Lomclln. Robc:no. Op C'il. P'g HJ 
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liberWI municipal; desde ese ángulo es dificil sostener plenamente los principios 
que se han venido defendiendo a lo largo de la ·historia de México. 

Los hechos demuestnn que la forma en que opera el reparto no es del todo 
planeada conforme a las necesidades de la población, si es que pudiéramos hablar 
de una justificación del Sistema Nacional de Coordinación fiscal. Se advierte que 
el Fondo General de Puticipaciones y el Fondo de Fomento Municipal a que se 
refiere la Ley de referencia indican que se destina un porcentaje que no rebasa el 
18. S 1 % de la recaudación federal por todos los impuestos, asl como derechos de 
extracción de petróleo y minería para el primero; y el 0.136% del ingreso 
participable adicionado con un 1% relativo a cuestiones de importación y 
exportación para el segundo. Resulta más costoso desde el punto de vista 
económico, politico y social retardar o complicar la atención de las necesidades 
más elementales en una sociedad, que por supuesto, es tarea que conesponde a los 
municipios. 

2.2.1. SUJETOS QUE INTERVIENEN EN ESTA RELACION 
Tal y como se explicó en el punto anterior, en esta relación sólo intervienen 

por una parte el Gobierno Federal, actuando por conducto de la Secretarla de 
Hacienda y Crédito Público, y por otro lado, las entidades federativas. 

Es cierto que la Ley de Coordinación Fiscal es creada con la buena 
intención de distribuir más equitativamente los recursos económicos provenientes 
de las participaciones por ingresos federales, pero esto en la práctica no se da 
totalmente, también es cierto que la propia Ley establece la obligatoriedad de 
otorgar un porcentaje de estas participaciones a los municipios pero igualmente 
limita mucho la participación recaudatoria de éstos. 

El presente trabajo no tiene por objeto demeritar a la Ley de Coordinación 
Fiscal, por el contrario, sólo trata de demostrar que son pocos los recursos de los 
que se pueden allegar los Estados, y más aún los municipios, por lo que se 
pretende proponer ciertos mecanismos que le permitan a los Estados y Municipios 
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tener acceso a créditos externos, que en muchas veces se pueden obtener en 
mejores condiciones que los crédi1os nacionales, asl mismo, el plantear la 
posibilidad de que los municipios a ttavés de una mayor participación, puedan 
. proveer de mayor infraesttuctura a sus comunidades recurriendo al crédito y 
procurando unas finanzas sanas. 

De tal manera que los sujetos que intervienen directamente en esta relación 
son el Gobierno Federal y los Estados, e indirectamente los Municipios, quienes 
tienen derecho a percibir un porcentaje de las participaciones que se le asignan a 
las entidades y lo que le corresponda de acuerdo al Fondo de Fomento Municipal. 

2.2.2. SISTEMA NACIONAL DE COORDINACION FISCAL 

La coordinación se presenta en virtud de nuestro prevaleciente sistema 
fcdcral y tributario, donde surge la necesidad de asignar las participaciones a las 
entidades de acuerdo con criterios preestablecidos. "En el presente siglo, en los 
Estados federales se ha buscado limitar las decisiones impositivas en las esferas 
locales para operar un sl!tema tributarlo cuya configuración y reglas generales 
se fijan centralmente, en tanto que su aplicación se realiza en todos los órdenes 
de gobierno, a fin de evitar contradicciones, tributación múltiple y diferencias 
sustanciales entre estados federados""· 

"En México el Estado busca evitar la doble o múltiple tributación interior 
y, a la vez, solucionar el problema de la falta de delimitación por el texto 
constitucional de los campos Impositivos federales, estatales y municipales y para 
ello creó el Sistema Nacional de Coordinación Fiscal mediante ley de 22 de 
Diciembre de 1978, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 27 del 
mismo mes"39• 

"Ortega Lomclfn, Roberto. Op. Cit.~ 315. 
39 Rodrlguei Lobalo, Raúl. Op. Cil. ~g. lü 
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Esta medida gubernamental tuvo su origen en ciertos ajustes de orden 
tributario, los cuales fueron evolucionando a la par que las instituciones creadas 
para desarrollar estos objetivos. Al respecto el Dr. Francisco Javier Osomio 
seilala: "Al establecer el Impuesto al Valor Agregado en enero de 1980, .ve 
produjo un cambio en las relaciones tributarias emre los Estados y la 
Federación, implicando la creación de un nuevo sistema nacional de 
coordinación fiscar ... 

Pareciera natural que el Sistema de Participaciones se pudiera estudiar 
desde dos grandes perspectivas. Una consiste en considerar al Sistema de 
Participaciones como una parte o un instrumento de objetivos mayores, como 
pueden ser los grandes objetivos que un país y/o su gobierno pudieran plantearse. 
AsL en este caso, el Sistema de Participaciones debiera tener objetivos y formas 
de acción derivados de los objetivos mayores. En consecuencia, el Sistema de 
Participaciones debiera ser evaluado en función de dichos objetivos superiores. 

La otta gran perspectiva seria ver al Sistema de Participaciones en si 
miJmo, ya sea en función de la forma como se constituyó o como de hecho 
tradicionalmente se le ha visto. En el primer caso, el Sistema de Participaciones se 
constituyó como el sistema a ttavés del cual los Estados y los Municipios reciben 
recursos de la Federación en virtud de que, al coordinarse, dejaron de obtener 
ingresos a que tenían derecho conforme a las leyes; pero que renwiciaron a ellos 
para evitar la concurrencia fiscal, a cambio de que se les resarcieran, a ttavés del 
Sistema de Participaciones, los ingresos que dejaron de obtener. En el segundo 
caso, en la práctica, al Sistema de Participaciones también se le ha venido viendo 
como wia forma de proporcionar y distribuir más dinero a los Estados y 
Municipios; desde luego, descontando el hecho, de que en los momentos en que 
ha habido modificaciones éstas han ocurrido siempre proporcionando wia 
justificación pertinente. Aunque el proporcionar más recursos a través de los 
fondos existentes no pareciera ser la forma más adecuada de hacerlo, cuando se 
quiere darles más recursos; porque la distribución de los nuevos recursos se 
distorsiona al usar los criterios de las fórmulas vigentes que no coinciden con las 
razones y criterios por los que se desea dar más recursos. 

40 Osomio Corres, Francisco Javier. •Asptctos J11rldicos ck la Administración Financiera en Mlxico~; 
Primera Edición, f nstiluto de Investigaciones Juridicas, U.N.A.M. México. 1992. pp. l 92·193. 
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,\qui sólo estudiaremos con más detalle las opciones relativas a la segunda 
gran perspectiva, debido a que las opciones del Sistema de Puticipaciones 
derivadas de los objetivos más grandes requieren que dichos objetivos se definan 
previamente y que además al hacerlo esto prácticamente queda totalmente definido 
el papel que el Sistema de Puticipaciones debe jupr pua el logro del objetivo en 
cuestión. No obstante, es conveniente ver aunque sea de manera general, la fonna 
como el Sistema de Puticipaciones se relaciona con estos objetivos. A 
continuación se presentan estas relaciones. 

Entre los más imponantes objetivos que un país )'/O su gobierno se pueden 
plantear y en los cuales el Sistema de Puticipaciones podria o ha sido usado 
como un instrwnento para ayudar a obtenerlos se encuentran los siguientes: 
apoyar el desarrollo, ayudar al proceso distributivo, fortalecer la politica 
económica, fortalecer el fedenlismo y reducir el problema financiero de Estados y 
Municipios. Analicemos bremnente el papel del Sistema de Participaciones en 
cada uno y las implicaciones que tendria el que se usara éste como instrwnento 
para obtener estas metas. 

Si el objetivo a alcanzar fuese el desarrollo, el Sistema de Puticipaciones 
debien colabonr a su obtención, para lo que se requerirla de una definición de lo 
que se considen desurollo. Las participaciones y, en general, el Sistema debiera 
diseftarsc en proceso para alcaimrlo. Un ejemplo serviría para el sistema 
económico en el que no existe pobreza y ésta se definiera en base a puámetros 
claramente cuantificables, se podrian detenninar los montos de ingreso que cada 
Entidad requerirla y las partici}lllCiones necesarias para que su gasto fuese eo 
fimci6n del prognma para obtener dichos objetivos. F.n general, una vez definido 
el desarrollo y lu metas a alcanm, el papel del Sisttma de PuticiJ*iones se 
derivarla directamente de éste. En cuyo caso, probablemente el papel del Sistema 
de Participaciones podria variar substancialmente de lo hasta ahon definido. 

Respecto del desarrollo es importante hacer notar que se deben considenr 
dos aspectos en el ortorgarniento de recursos a las Entidades y Municipios por este 
concepto. Por un lado, las Entidades que ya están relativamente desarrolladas 
deben recibir recursos para mantener y acelenr el proceso. Y. por otro lado, las 
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Entidades que no se encuentren en esla siruación debieran de recibir recursos para 
generar ese proceso de desarrollo. 

Para el objetivo de redislribución del ingreso, el Sislema de Panicipaciones 
se convertirla en uno de Jos inslIUmenlos a rravés de los cuales se diera Ja 
redistribución. Aunque similar al objelivo de apoyar al desarrollo, en esle caso el 
Sislema de Puticipaciones lendria como función ser uno de Jos mecanismos de 
redislribución del ingreso entre las Entidades. Por Jo 1an10, lo que se busca 
alcanzar con Ja redislribución del ingreso, asf como la fónnula de redislribución 
eslarlan fuera del árnbilo del Sislema de Participaciones; es decir, eslas cosas 
serian datos para el Sislcma de Participaciones y ésle sólo seria un medio a través 
del cual se proporcionasen Jos recursos que se destinasen a ob1ener la 
redistribución del ingreso deseada. 

Una parte importlnle de Ja poUtica económica naciollll es el manejo de los 
gaslOs e ingresos gubernamentales como insblllnenlos para el logro de objetivos 
como el equilibrio económico externo e inlcmo. Es1os objetivos juegan un papel 
muy importante lanto en relación con otros objetivos, como para la determinación 
de insttumenlOs de polltica de distinta htdole, asl como de otro tipo de objetivos 
económicos y de desarrollo. 

En esle contexto, el considerar explícitamente al Sistema de Participaciones 
como parte de la política económica nacional para que por su conducto fuese ésta 
fortalecida, podrla significar incorporar al Sislcma de Participaciones elementos 
que le permitieran lencr gran flexibilidad para que pudiese ajustarse e inleracluar 
con las cambiantes circunstancias económicas. En esta siluación, el Sistema de 
Puticipaciones se convertirla en un insblllnenlo más en la planificación del gasto 
nacional, de tal fonna que, por ejemplo, de las metas de empleo o inflación 
naciolllles o para Ja Entidad. 

Si de manera explicita el objelivo nacional fuese fortalecer el federalismo, 
el Sistema de Participadones resultanle no necesariamente seria el actual. En esle 
caso se lendria que definir primero qué caracleristicas debiera tener el federalismo 
y entonces solamente uno de sus aspcclos seria la constitución de un Sislema de 
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Participaciones, cuyo funcionamiento seda apoyar a aquél. Dentro del objetivo de 
fortalecimiento del federalismo existe incluso la posibilidad de que el propio 
Sistema de Puticipaciones pudiera des-parecer. Como seda el caso si el régimen 
federal tomara decisiones anuales de gasto para el cono, mediano y largo plazo a 
través de un esquema de permitiese fluctuaciones de gasto en las Entidades, tales 
que fuesen canaliz.adas a través de mecanismos. 

Dentro del objetivo de fortalecer al federalismo se podrían tener obj1~tivos 
especflicos para el Sistema de Participaciones. Entre otros posibles esiaría, 
primero, el que éste sirviera como instrumento para pennitir el que se transfirieran 
responsabilidades de gasto de un nivel de gobierno a otro; aquí el Sistema de 
Participaciones pennitida proporcionar los l'CC1D'50s requeridos para cada nivel. 
Segundo, si en el sistema federal se asignan fuentes de ingreso, el Sistema de 
Participaciones servirla para que se puedan rcalU.ar las transferencias de recursos 
derivados y/o requeridos de dicha asignación. Y tercero, si el sistema federal 
modificase el tipo de gasto y/o los porcentajes de gasto que globalmente se desea 
que puedan realizar cada uno de los niveles de gobierno, el Sistema de 
Participaciones baria las transferencias requeridas. 

Finalmente, wi objetivo nacional que pudiera tener gran imponancia, seda 
el de reducir el problema financiero que enfrenten las Entidades y los Municipios; 
aqul el Sistema de Participaciones tendría como objetivo el servir de instrumento 
para ayudar a reducir, como tales, dichas necesidades financieras. Es decir, el 
objetivo sería el tcSOlvtr en si mismas las necesidades financieras, no tanto el por 
qué se causaron. Lo anterior debido a que " ... el desarrollo económico y social en 
nuestro pals se ha caracterizado por ser desigual y desequilibrado en términos 
regionales y sectoriales, situación que se ha buscado corregir y superar mediante 
el diseilo y aplicación de polft/cas e Instrumentos de desarrollo regional a cargo 
del gob/eT'fl() federal, de manera directa o companlda, con la participación de los 
otros niveles de gobierno y de los sectores social y pril•ado de la economla""· 
Desde luego las necesidades son resultado de una particular fonna de asignar 
fuentes y distribuir ingresos entre los tres niveles de gobierno, asl como de las 
responsabilidades de gasto asignadas. Pero el énfasis aqul se encontraria en 

41 Ortega Lomclln, Roberto. Op. CiL pq. 229. 
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proporcionar un instrumento que pennitiera a las Entidades resolver sus 
necesidades de financiamiento. 

Intimamente relacionado con el objetivo de reducir el problema fmanciero 
de las Entidades se encuentra el que el Sistema de Participaciones se utilice como 
medio Jlll8 canalizar recursos a Estados y Municipios. Podrla pensarse que visto 
ul el objetivo no es válido para el Sistema de Participaciones. Sin embargo, no es 
así, a condición de que esto se explicite claramente; es decir, que si se decide que 
sea esta la forma de proporcionar los recursos entre los distintos niveles de 
gobierno asl se diga. Esos recursos puede quererse que se destinen a objetivos 
previamente determinados o no; o se puede simplemente querer darles más de lo 
que ahora reciben. Las razones de por qué proporcionar esos recursos pueden ser 
muchas. Lo importante es que no se rewelva con otros posibles objetivos que se 
pueda asignar al Sistema de Participaciones. 

Las de1:isiones adoptadas en esta materia, son el producto de una cambiante 
realidad socioeconómica que afrontan los habitantes de las distintas entidades 
federativas de M9ico, como estudiosos del detecho debemos estudiar los motivos 
que orillan a los legisladores a expedir o refonllll' leyes en deteminado sentido. 
Hktor Villegas ,expone su punto de vista al respecto de la siguiente manera: 
"Afirma Gangeml (frotado, l./, p.23J) que noseriafócil log/'Q/' un reparto de los 
gastos públicos de tal forma que cada reglón o provincia obtenga un serv!cio 
u/atal exaclamenle equivalente, en cuanto a su gasto, a los Ingresos obtenidos en 
ua reglón o provincia. Se producirfan según ese aulor, consecuencias absurdas, 
apone de la dudosa experiencia que ello reponaria. Pero, por otro lado, es 
necesario reconocer que un Estado que piense en oblener con el gasto el máximo 
de utilidad para la comunidad, debe practicar un adeeuado sistema de 
compensaciones paro ev//ar-en lo posible- perjudicar a determinadas regiones en 
beneficio de otras. Debe, Indudablemente, tenderse a un desarrollo equilibrado de 
todas las regiones que Integran el pafs. Conseguir ese objetivo será el reparto 
Ideal que podrá efectuarse en relación al lugar"". 

42 ViUegas, H~or B. ·curso de Finan:as, DtJYcho Financiero y Trlb111ar10•; Quinta Edición. Editorial 
Dcpetma. BuellOll AiltS, 1993. pég. 37. 
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2.4. CONVENIOS DE ADHESION AL SISTEMA NACIONAL 
DE COORDINACION FISCAL 

La coordinación fiscal en nuestro país se ha llevado a la práctica mediante 
convenios celebrados entre los Estados y la Federación, los cuales son de dos 
tipos: 

a) Convenio de Adhesión al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal, y 
b) Convenio de Colaboración Administrativa. 

"Ambos son uniformes para tocias las entidades federotiva.r, y han venido 
siendo adicionados durante su vigencia con acuerdos específicos, los que se han 
hecho constar en documentos conocidos como anexos"". 

La necesidad de la coordinación fiscal proviene de las características de la 
Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al régimen 
de finanzas públicas; lo cual, salvo ciertas materias fiscales reservadas en forma 
exclusiva para la Federación y relativamente a los mnnicípios, no limita el poder 
tributario de los distintos órdenes de gobierno y les permite concwrir en forma 
conjunta a las demh fuentes fiscales para gravarlas y derivar de ellas los recUISOs 
necesarios para cubrir sus respectivos gastos públicos; además, la Federación y los 
Estados poseen capacidad legislativa para esllblecer los gravámenes que 
requieran, situación que da origen al fenómeno denominado "concurrencia 
impositiva". 

"En el año de 1978 lo Federación adoptó la decisión de lransfonnar el 
Impuesto sobre Ingresos Mercanll/es en un llfl/Jllesto al Valor Agregado, el cual 
afectarla la operación del sistema tradicional de participaciones. Asimismo, la 
Federación decide eliminar sus Impuestos a producciones y consumos dit'ersos. 
muchos de los cuales se compariían con los Estados. Esto ocasionó que se 111viera 
que revisar el sistema de participaciones, en el que existlan algunos impuesws 
que eran parlicipables y otros no: los porcentajes de participación variaban de un 

4l INDETEC, 71191 pág. 1114. 
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Impuesto o otro, siendo distinto su procedimiento de distribución y lo época de 
pago de las participaciones""· 

Junto a la Ley del Impuesto al Valor Agregado, se aprobó la Ley de 
Coordinación Fiscal, coitando ambas en vigor el 1° de enero de 1980, creando esta 
última el actual Sistema Nacional de Coordinación Fiscal. Dentro de los 
propósitos fundamentales de este sistema se pueden mencionar: el de crear un 
sistema integrador de las relaciones fiscales o tributarias entre la Federación y los 
Estados, implicando con ello que en las relaciones juridicas que se establecen 
entre estos órdenes de gobierno no se discrimina materia tributaria alguna, sino 
que éstas se incoiporar a la totalidad de un conjunto de interrelaciones 
preestablecidas en la ley y en los convenios, de manera que las entidades 

. incoiporadas adquieren un conjunto de obligaciones y derechos uniformes e 
indivisibles, adquiriendo con ello el status de "miembro del sistema''. El crear un 
régimen globalimlor de Ju participaciones, reconociendo con ello su carácter 
CU111titativo y fincado en nwmes recaudatorias para la otorgaci6n de las 
participaciones y compartir los recursos fiscales de la Federación con los Estados 
y Municipios. 

No existe una prohibición general de los Estados a no establecer 
gravámenes sobre fuentes ya aprovechadas por la Federación. El compromiso se 
ha establecido en relación con determinados impuestos como el IVA y con el 
Impuesto Especial de Producción y Servicios, en los que las leyes respectivas 
imponen limitaciones al poder tributario de los Estados. El establecimiento de 
participaciones en impuestos federales es la contrapartida, de parte del nivel 
federal, por la obligación de aquéllos de no gravar determinadas materias. 

El instrumento juridico de coordinac:ión tributaria entre las entidades 
federativas y la Federación lo constituye el "Convenio de Adhesión al Sistema 
Nacional de Coordinación Fiscal", cuyo clausulado se encuentra en la Ley de 
Coordinación Fiscal y en los mismos convenios, los que se han venido reformando 
por cláusulas adicionales englobadas en documentos conocidos como "anexos a 
los Convenios de Adhesión", los que constituyen junto con aquél una sola unidad 
jurídica . 

.¡.¡ INDETEC. Op. Cil plg. 104. 



72 

Dichos convenios han sido suscritos individualmente por cada entidad 
federativa y la Federación. El Distrito Federal ha quedado incorporado al Sistema 
por disposición de la propia Ley de Coordinación Fiscal, y se considera para todos 
los efectos de ésta corno una entidad federativa más. 

Por cuanto a los efectos de la adhesión al Sistema Nacional de 
Coordinación Fiscal para las entidades, la incorporación no es una forma· integral a 
la coordinación tributaria y no sólo en relación con alguno de los ingresos de la 
Federación. No obstante, la adhesión no implica la obligación para las entidades 
de colaborar en la administración de ingresos federales, ya que el compromiso se 
asunte explícitamente en un documento por separado, denominado "Convenio de 
Colaboración Administrativa"; el que también entró en vigor el 1° de enero de 
1980. 

En lo que respecta al citado Convenio de Colaboración en Materia Fiscal 
Federal, existen varios anexos que lo complementan: el anexo 1 versa sobre la 
zona federal maritimo terrestre; el 2, las facultades de comprobación; el 3, 
recaudación del IV A; el 4, lo relativo a la cobranza de los impuestos; el 5, sobre 
los derechos de obra pública; el 6, de la vigilancia del cumplimiento de 
obligaciones fiscales; el 7, en materia del impuesto sobre tenencia o uso de 
automóviles excepto aeronaves; el 8, en materia del impuesto sobre tenencia o uso 
de automóviles excepto aeronaves; el 9, modifica disposiciones de la cláusula 
décima sexta del Convenio, la cual establcte lo relativo al cálculo de las 
participaciones en ingresos federales; el anexo IO, regula lo relativo a la vigilancia 
del uso de máquinas registradoras de comprobación fiscal y de emisión de 
comprobantes fiscales; el anexo 11, se reficte a la vigilancia y control de la 
tenencia ilegal al territorio nacional de mercancías de procedencia extranjera; y el 
anexo 12, regula la verificación de la legal estancia en territorio nacional de 
bebidas alcohólicas, cerveza y tabaco de procedencia extranjera. 
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El Convenio de Adhesión al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal ha 
pcnnanecido casi inalterable, desde su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación el 27 de diciembre de 1979, salvo la incorporación de los Anexos 2 
referente a la expedición de pasaportes, Anexo 3 del Sistema Alimenlario 
Mexicano y Anexo 4 de modificaciones por reformas a la Ley del Impuesto al 
Valor Agregado y a la Ley de Coordinación Fiscal; esle último anexo modificó las 
cláusulas del Convenio de Adhesión original. 

No obstante lo anterior, el Convenio de Adhesión no ha tenido el 
dinamismo que ha manlenido el sislema de participaciones; del que, desde su 
entrada en vigor se pueden distinguir cuatro elapas: 

a) La de 1980 a 1983. 
b) La de 1984 a 1987. 
c) La de 1988 y 1989. 
d) La de 1991 a la fecha. 

Sistema que tiene como sustento a la Ley de Coordinación Fiscal y a los 
Convenios de Adhesión. Asl tambi~n la Ley de Coordinación Fiscal ha sufiido una 
serie de reformas desde su entrada en vigor, muchas de las cuales se encuentran 
lntimamente relacionadas con el Convenio de Adhesión, el cual no ha sido 
adecuado a dichos cambios. 

El Convenio de Adhesión está constituido por doce cláusulas y cuatro 
anexos, únicamente los Estados petroleros tienen un anexo adicional. 

Enseguida se muestra un esbow general del contenido de las cláusulas que 
integran el "Convenio de Adhesión al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal", 
celebrado entre la Secretarla de Hacienda y Credito Público y el Gobierno del 
Estado Libfe y Soberano de que se trate: 

Primera.· Se determina la voluntad del Estado en adherirse al Sistema 
N.cional de Coordin.ción Fiscal, en los ténninos de la Ley de Coordinación 
Fiscal, del convenio y sus anexos. 
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Segunda.- Se precisa lo que se deberá entender por "ingresos totales 
anuales que obtenga la Federación por concepto de impuestos". 

Tercera.- Especifica los impuestos fedcnles, cuyo origen por entidad 
federativa es plenamente identificable al: valor agTegado, sobre producción y 
consumo de cerveza, sobre envasamicnto de bebidas alcohólicas, sobre 
compraventa de primera mano de aguas envasadas y refrescos, sobre tabacos 
labrados, sobre venta de gasolinas, sobre enajenación de vehículos nuevos, sobre 
tenencia o uso de vehrculos, etc. 

Cuarta.- Se determina el mecanismo para identificar el origen del impuesto 
al valor agregado por entidad federativa. 

Quinta.· Continúa especificando mecanismos para identificar el origen de 
detenninados impuestos al valor agregado por entidld federativa. 

Sexta.· La identificación del origen del impuesto sobre tenencia o uso de 
automóviles, por entidad federativa, se efectuará ·Uignando el monto total del 
impuesto pagado por los contribuyentes, a la entidad federativa donde la paguen, 
en el mismo ailo que se realice dicho pago. 

Sqitima.- Tratamiento para identificar el origen de impuestos para los 
causantes menores del impuesto sobre la rada y de causantes de personas fisicu 
sujetos a bases especiales de tributación en actividades agrlcolas. 

Octava.- Procedimiento que se llevará a cabo para los anticipos mensuales 
del Fondo General de Participaciones, que recibirá el Estado a partir de enero de 
1980. 

Novena. - Fonna en que se distribuirin entre las entidades fcderatiVIS el 
Fondo Financiero Complementario de Participaciones. 
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Décima.- Los anticipos mensuales que corresponden al Estado, del Fondo 
Financiero Complementario de Puticipaciones y las afectaciones al mismo que 
también mensualmente debe efectuar la Federación, se calcularán conforme a las 
mismas reglas y bases seftaladas en la cláusula octava. 

Décima Primera.- En el supuesto de que parte de la información necesaria 
para la determinación de los coeficientes o por cientos de participaciones no se 
obtenga oportunamente, la información no obtenida se estimará con base en los 
procedimientos que al efecto apruebe la Comisión Permanente de Funcionarios 
Fiscales. 

Décima Segunda.· El Distrito Federal, en su carácter de entidad federativa, 
incorporado por la Ley al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal, será tornado 
en cuenta en todos los cálculos y distribución de participaciones, de acuerdo con 
las mismas reglas aplicables al Estado y a las demás entidades federativas. 

El Convenio de Adhesión al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal es 
suscrito por el Secretario de Hacienda y Crédito Público, por una parte; y por la 
entidad federativa corresponde al Gobernador, Secretario General de Gobierno y 
Tesorero del Estado. Una vez suscrito debe someterse a la aprobación de la 
legislatura local, posteriormente se publica en el Diario Oficial de la Federación y 
en el periódico oficial del Estado respectivo. En virtud de que el Congreso de la 
Unión es, hasta este momento, la legislatura del Distrito Federal, se determinó que 
se incorporora al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal. 

En caso de violación, por parte de alguna entidad al Convenio o al 
establecer impuestos exclusivos de la federación, la Secretaria de Htcienda y 
Crédito Público oirá a la entidld y la Comisión Permanente de Funcionarios 
Fiscales realizará un dictamen técnico, pudiéndose disminuir las participaciones 
correspondientes a dicha entidad. Se establece un plazo para realizar la corrección 
a las violaciones y en caso de no efectuarse, la entidad dejará de estar adherida al 
Sistema Nacional de Coordinación Fiscal, previa declaración de la Secretarla 
mencionada y se deberi publicar en el Diario Oficial de la Federación, la 
declaración surtirá efectos noventa dlas después de su publicación. 
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En caso de inconfonnidad por parte de la entidad, podri demandar la 
anulación de la declaración ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación. En 
efecto, el articulo 12 de la Ley en estudio, precisa, que conforme a lo dispuesto 
por el articulo !OS conslituciOllll, el procedimiento será ventilado ante el miximo 
órgano judicia, dcbii!ndo promoverse el juicio dentro de los treinta dias siguientes 
a la fecha en que se hubiera publicado el Convenio en el Diario Oficial de la 
Federación. 

El articulo 13 de la Ley de Coordinación Fiscal menciona que "los 
municipios del pals se encargarin del cobro de toda clase de multas impuestas por 
autoridades administrativas de la Federación que no fueran de naturaleza fiscal". 
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CAPITULO TERCERO 

LA ACTIVIDAD RECAUDADORA Y CREDITICIA EN LA 
ENTIDADES FEDERATIVAS Y MUNICIPIOS 

3.1. CONSIDERACIONES PREVIAS 

Antes de oomcnzar a desarrollar el tema de la actividad recaudadora y 

crediticia de las Entidades Federativas y Municipios, es peninente realiz.ar un 
breve bosquejo teórico de lo que implica esta actividad para la Federación, con el 
propósito de entender aquellas imtituciones que sirven de sustento en un sistema 
tributuio mú gnnde y ver las conveniencias de poder aplicarlo en modelos con 
dimensiones distintas, y asi finalmente, estemos en posibilidad de vertir una 
opinión respecto a la restricción a que se refiere el lr1iculo 117 constitucional, en 
su fracción VIII. 

La función telcológica del Estado por excelencia es obtener el bien público 
temporal de los individuos que lo conforman, y para dio es necesario contar con 
los recursos ecoaómicos suficientes que le permillll desurollu plenamente con su 
cometido, "para dar e11mplhrlle1110 o los fines qwe comtitucionalme111e tiene 
encomendados, el Estado req111tre de recwnos""· Estos recursos tienen su origen 
princiPll. indudablemente. de las recaudal:iones apol1ldas por los mismos 
integrantes del Estado, quienes sedn los beneficiados de la lllllf:rializ.acióil de las 
decisiones del gobierno. Los recursos públicos pueden ser entendidl's como "toda 

rlquc:o devengada enfamr Je/ Estado y acN'ditado ··omo tal por .<u Tesorería"*. 
De lo expuesto se desprende que el Estlldo requiere de la realización de cienos 
actos que giran en tomo a los recursos públicos. a fin de logrv su comerioo. 

"Quintana Valticm. bis Op. Ci1. Ñ· 2~ 
.. Mlnln. l* Miria. '1- a 111 Fiu~ PúNi.:u': Sc,lnlda EdiOOll. ~ Dcpalma 
-Aln:s.19117.P'!<IOti. . 
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El conjunto de estos aclos se denomina aclividad financiera. Mayolo 
Sánchez Hemández nos seftala que la actividad financiera del Estado consiste en 
"procurarse los recursos necesarios para estar en condiciones de sufragar los 
gastos públicos, destinados a satisfacer los necesidades co/ecti1·os a su cargo, 
mediante la prestación de los servicios públicos correspondientes""· Dicha 
1etividad no se agota únicamente con la recepción de recursos, sino que desaJTolla 
en diversas etapas, "la cual c01uta de tres pasos fundamentales que se traducen en 
la liquidación y recaudación de los trlb111os (obtención de ingresos), 
administración del patrimonio y distribución de los sumos recaudadas"41• De 
estos elementos de la actividad financiera, el primero constituye lo que se llama 
fmanzas públicas, asl lo seflala Adolfo Cortina al referirse a las finanzas públicas: 
•... es decir, de todos los medios económicos del Estado para satisfacer sus 
erogaciones .. ""· La actividad financiera del Estado existe desde el surgimiento de 
ata institución; no se puede concebir a una Ofganización con esta clase de fines 
que prescinda de tan esencial fimción. 

El siguiente pesaje de la época medieval, nos muestra el grado de desarrollo 
de la actividad financiera, los cuales evolucionaron considerablemente basta 
nuestros dlas: 

"Durante el medioevo y en los primeros siglos de la Edad Moderna, el 
Estado obten/a la mayor pone de los medios económicos con los que hacfa frente 
a sus gost0$, de lm rentos de su patrimonio y de toda una gama lk contribuciones 
de dlwrsa naturaleza, que IO$ ribdit0$ estaban obligados a satisfacer en 
comsponlkncta con el ejerr:lc/o de IO$ poderes y de leo oct/vldades reservadas 
ucluslvalne111e a/ 60be,_ (regal/as). 

No alstla. por tanto, un sistema de lmpuest0$ permanentes y sólo con 
ocasión de necesidades extraordinarios, el Estado hacia un llamamiento a los 
ciudadanos para que prestasen su concurso jlrranclero. Por el contrario, en la 

"Sinch<z llmWldez, MJ¡olo. 0 /l<rrcho Trih•IUl'/oº; Segunda Edici6n, Cirdcnas Editor y Dillribuidor. 
Mblco, 1911. pi¡. 6. 
41 QWnwuo Vlftlern. -· Op. CiL polg. 26. 
"? Conina, Alfonso. •c,,,so dt P111/1fca M Fttta1Ua.l Pilbllctu tn Mlxtco•; Primera .Edidón, Edilorial 
Pomia, 5.A Mbia>, 1977. 114 16 
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actual economía de los Estados, los ingresos patrimoniales representan, 
proporcionalmente, una parte menor frente a los ingresos tributarios""'· 

Los ingresos que el Estado obtiene para la satisfacción del interés general 
representan una parte importante de su patrimonio. En este sentido, resulta 
oportuno seilalar que "e/ patrimonio del Estado se encuentra comtituldo por el 
conjunto de bienes y derechos, recursos e inversiones que, como elementos 
constllutivos de su es1n1ctura social o como resultado de su actividad normal, ha 
ac11m11/ado y posee a título de dueilo o propietario, para destinarlos o afectarlos 
de forma permanente a la prestación directa o indirecta de Jos sen·icios públicos 
a su cuidado, o a la realización de sus objetivos o finalidades de polilica social y 
económica""· 

Los principales rubros de los que el Estado se vale para obtener ingresos 

• Recursos ttibutarios; 
• Pm:ios públicos; 
·Empréstitos, tanto de fuentes internas como externas; 
• Emisión de moneda. 

En los dos caplndos anteriores de este lnlbajo lllaliz.amos las características 
del sistema federal mexicano, con las peculilridldes de las entidades federativas 
dentto del muco ttibulario, al auspicio de la Ley de Coordinación Fiscal. Con el 
objeto de entender la problemitica financiera qne afrontan tanto los Estados como 
lo Monicipios, es prudente conocer los renglones de ingresos de estos, asi como 
las fuentes de donde provienen y las condiciones a que se ven sujetos pua hacerse 
acreédores a los mismos. 

SO Quillllna Valticm. Jc:sois. Op. Cil pq. 23. 
"lclem. Ñ H. 
!I Cortina. Alfo11JO. Op. Cit. pq. 16. 
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3.2. CONTRIBUCIONES EN FAVOR DE LAS ENTIDADES 
FEDERATIVAS 

En el segundo capítulo se expuso la política de la competencia tributaria en 
favor de la Federación y los Estados. de conformidad con lo dispuesto por el 
artículo 124 y 73. fracciones XXIX y XXX de la Constitución Polftica de los 
Estados Unidos Mexicanos, en el cual se dedujo que los Estados tienen la facultad 
de fijar las contribuciones que no estén previstas por la Carta Magna en favor de la 
Federación, así como la arnbiglledad de la fracción XXX. que autori:za al 
Congreso de la Unión a expedir todas las leyes que sean necesarias, a objeto de 
hlcer efectivas las facultades establecidas en las fracciones anteriores, y todas las 
otras concedidas por la Ley fundamental a los Poderes de la Unión. Calificamos 
asl a fa fracción XXX. porque mucho se ha discutido de que si la facultad para 
legislar sobre una materia, incluye implfcitamente la de imponer contribuciones, 
como podrfa ser la derivada de la úacción X. que faculta al Congreso para legislar 
sobre industria y comercio, entre otros. Lo anterior es de gran trascendencia, toda 
vez que de su interpretación se ftiarán los limites de competencia en materia 
lributaria entre 11 Federación y los Estados, y por lo tanto, las contribuciones en 
favor de estos últimos. 

Flores Zavala sostiene, y con razón, "que dentro de la facultad exclusiva 
para legislar sobre determinados asuntos, va incluida la de Imponer, que sólo 
puede realizarse a través de la función legislativa""· Apoya su conclusión en la 
autoridad de Tena Ramlrez, quien consideJ'll que de la facultad exclusiva del 
Coosreso para legislar en determin.das materias, debe surgir la de gravarlos, con 
exclusión de cualquier otra competencia, por el argumento ya anotado de la 
existencia de una facultad impllcita. 

Sin despreciar los valiosos comentarios de estos juristas, no debemos 
soslayar que el articulo 124 constitucional es contundente al seftalar "facultades 
expresas", considero que no hay lugar a dudas ni interpretaciones de otra índole 
que varien el sentido de este precepto constitucional que establece la distribución 
de competencias entre la FedeJ'llción y los Estados. 

" l'loRs 7.a>'lla, Ernesto. Op. Cit. pp 222-m. 
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Alejándonos por un momento de esta discusión, diremos que los Estados 
pueden imponer todas las contribuciones que no sean facultad exclusiva de la 
federación y allegarse de los recursos públicos que no constituyan una 
contravención a la Carta Magna, especialmente las contenidas en los artículos 117 
y 118 del mismo ordenamiento legal. de las cuales hablaremos en el siguiente 
capitulo 

3.2.l. CLASIFICACION DE LOS INGRESOS DE LAS 
ENTIDADES FEDERATIVAS 

a) INGRESOS ORDINARIOS. 
Al igual que la Federación, los Estados tambii!n cuentan con ingtesos que 

pueden ser estimldos como ordinarios y extraordinarios, aunque 
indiscutiblemente, no son CXIClllnClllC los mismos. como consecuencia de las 
caractcrlsticas que afcelllll a ambos órdenes de gobierno. 

Los ingresos ordinarios bm sido entendidos como aquellos que "/os 
percibe el Estado regularmente en cada ejercicio fiscal y que en un presupuesto 
bien establecido deben &er los suflc/enJes para cubrir en su totalidad los gastos 
públicos ordlnarlos"14• Se llaman ordinarios porque se reciben periódicamente. 
Este concepto bien puede ser aplicado a los ingmos ordinarios que les 
corresponden a las entidades federativas. 

En materia federal los ingresos onfüwios se componen de: 
a) Conttibw:iones.· Que se inlegrlll por los impuestos, aportaciones de 

seguridad social, clcmhos • qMe en otros paises se conoce bajo el nombre de 
tasa•n y contribuciones por mejoras. o también conocidas como connibuciones 
especiales,.. 

b) Productos y aprovechamientos. 

14 5'ncha Hcnúndcz. Mayolo. Op. Ci1. plg. llR. 
!! Rodrigucz Lobato. Roúl. Op. CiL ~· 7~. 
'6 stnchu Lálft. Gregorio. 'Dtr<dwi Flscnl Mai<fl'I<>"; PrilllCn Edidóa, C'.lnlcius EdilDr ) 
Distribuidor. Méxiro. lml. ~· 198. 
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Estos conceptos están definidos en el Código Fiscal de la Federación, tal y 
como ya se señaló anteriormente. De los ingresos ordinarios de la Federación, 
podernos decir que a los Estados les corresponden ingresos por los mismos 
conceptos dentro de su demarcación territorial, a excepción de las aportaciones de 
seguridad social, exclmivas para la Federación. Los principios que rigen a cada 
uno de los rubros de ingresos ordinuios, son aplicables a los de las entidades 
federativas, asi el impuesto local debe cumplir con los principios de justicia, 
certidwnbre, comodidad y economia. 

Quiú el concepto más importante de ingresos a las entidades federativas lo 
constituyan las particip1eiooes federales, de las cuales ya se habló cuando 
tratamos el Sistema N1eional de Coordinación Fiscal. Según el Presupuesto de 
Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 1994, publicado en Diario 
Oficial de la Fcdaaci6n el 30 de diciembre de 1993, de un total de 
N$71,181,200.00 de eropciooes previstas en el Presupuesto de Egresos ele la 
Fcder1Ción pua las Entidades Federativas y Municipios en el do de 1994, 
corresponden NS37,7S6,I00.00 por concepto de participaciones a Entidades 
Federalivas y Municipios, cantidad que se distribuid en los tmninos de que 
Cllablece la Ley de Coordinación Fiscal. 

b) INGRESOS EXTRAORDINARIOS 
Mayolo Sánchez Hemindez'', al referirse a los ingresos extraordinarios 

definen a estos como •aquellos que percibe el Estado en circunstancias 
excepciona/es y que sirven para hacer frente a las necesidades Imprevistas, como 
sucede en el caso de epidemias, ca16strafes, ele. • , continúa diciendo, respecto a 
su origen que este tipo de ingresos "no pueden obtenerse de una manera 
permanen/e, porque el origen de ellos es transl/orlo y contingente, que no se ha 
de proyectar de una manera constante en el futuro". 

" SúlchC7. HcrrWidez, Mayolo. Op. Cil. p!g. UR. 
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Dentro de la categoría de recursos públicos, la doctriña distingue cuatro 
tipos diferentes": 

1. El empréstito propiamente dicho, que responde a necesidades 
financieras. Esta operación crediticia se lleva a cabo preferentemente con otro 
Estado e instituciones de crCdito privadas extranjeras; 

2. Los Certificados de Tesorería, para satisfacer necesidades monetarias, asf 
como emisión de valores de sociedades nacionales de crédito; 

3. Los procedimientos monetarios; esto es, la emisión de moneda; 
4. El endeudamiento interno, que se refiere a los préstamos efectuados por 

particulares al Estado. 

Asl, nos encontramos con la clasificación que se hace de los ingresos 
extraordinarios en: 

a) Empréstitos, (Jrist.unos internos y externos}, y 
b} Emisión de moneda. 

En la actualidad existen diversas posturas que tratan de reivindicar la 
naturaleza del empréstito y la emisión de moneda a los ingresos ordinarios dentro 
de las finllllZIS públicas, y no cmtrlordinarios como se ha venido manejando 
durante mucho tiempo. Guiliani estima que tanto la emisión de moneda como el 
uso del crédito público pertenecen a los ingresos onlinarios al afumar que: " ... los 
Ingresos derivados del uso del crédito público y de la emisión de moneda, cuya 
u//llzaclón en las finanzas lllOdemas es llOl'lfllll. En efecto, las finanzas 
tradicionales 1ó/o conceblan al emprhtilo cO/lfo 1111 recurso extmordinario, al 
Cl/ll/ debla recurrirse en clf'Cllnstanc/a.r excepcionales -guerm o defensa nacional, 
construcción de obras públicas de gran lflllgn/llld-y >'t!lan un peligro en el crédito 
a corto pla:o y anticipos de tesoreria; y por supt1esto q11e la ellllsión fiduciaria 
estaba terminantemente vedada. Pero los cambios operodos en las cnncepciones 
económico-financieras han modificado svstancialme111e ese cruerio. 
determinando que esos recursos sean considerados nonnale.< .'' ordinarios, a los 
cuales p11ede recurrirse en cualquier ciri:11nstanc:ia, pero sielll{'"' manefánd11/c1s 

"Quintan.1 Vallicm. bis. Op. Cit P'8· )R 
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con suma prudencia por los peligros que su desacertado o abusivo uso 
lnvo/ucra11

'
9 . 

Descartamos el estudio de la emisión de moneda en este apartado, debido a 
la justificada prohibición constitucional que para tal efecto tienen las entidades 
federativas. La naturaleza económica y efectos del empréstito sobre la población 
ha dividido a los autores, exponiéndose diversas interpretaciones acerca de la 
conveniencia o inconveniencia de este procedimiento y en su comparación con el 
impuesto. "Los tratadistas italianos se han ocupado ampliamente del tema, pero en 
verdad las comparaciones han tenido en cuenta el impuesto extraordinario, no el 
impuesto anual ordinario, y el empréstito. Para la doctrina moderna el empréstito 
constituye un ingreso verdadero, no un mero anticipo, y lo asimila al impuesto 
como medio de dislribución de las cargas públicas: de aquí su consideración como 
recurso ordinario del Estado"'°· 

Héctor Villegas realiza una introspección sobre la manera en que fue 
evolucionando la idea del empréstito, desde su concepción de recurso 
extraordinario hasta la aceptación con que cuenta hoy en dla: 

•Las finanzas tradicionales conceblan el empréstito como un recurso 
extraordinario, al cual sólo debla recurrirse en circunstancias excepciona/es 
(guerra, inundaciones, calástmfes). La leorla moderna se orienta hacia la idea de 
que el empréstito es un recurso que nada //ene de anormal, y que no puede estar 
rlgldamente flm//ado a circunstancias excepcionales. 

Los recursos emanados del crédito público llenen, por supuesto, sus 
/imitaciones como cualquier recurso, pero estos lfmltes no dependen de que /os 
gastru a financiar sean ordinarios o extraordinarios, sino de razones de polfllca 
financiera. Al respecto, se tendrá en cuenta la especial situación del paú en el 
momento en que decide emitirse el emprést//o, por cuanto es necesario que exista 
un ahol'l'o nacional suficiente y la col'l'espondiente propensión a prestarlo. Por 
otra parte, deberán tenerse en cuenta los especiales efectos económicos a que 
pueda dar lugar el emprésllto, atento a esa me11clonada situación económica 
ge11era/. De estas consideraciones se deriva que el recurso emanado del crédito 

59 Oluliani fonrouge, C.arlos M. •0rrtcho Fmancltro• Vol. I; Segunda Edición. Ediciones Dcpalma. 
Buenos Aircs, 1970. J>'g. 215. 
'°Oiuliani fonrOtJgc, C.rlooM. Op. Cil. P'8· 216. 
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público puede ser considerado un Ingreso estatal y estudiado junto con los demás 
recursos del Estado'~•. 

Lo cierto es que el empréstito ha desempeñado un papel fundamental en la 
economfa de los países, colocándose como una fuente más en la percepción de 
ingresos públicos, aunque también no debemos negar que el pago de la deuda ha 
crecido en proporciones considerables dentro del presupuesto de egresos. 

El enfoque del presente trabajo es, precisamente, acerca de esa capacidad 
de las entidades federativas y municipios para desmollar la actividad crediticia, 
como una fuente más de sus ingresos públicos. Por lo que respecta a los órdenes 
de gobierno mencionados, constitucionalmente están en aptitud para suscribir 
deuda con ciertas limitaciones, mismas que se analizarán en el capitulo posterior. 

3.3. CONTRIBUCIONES EN FAVOR DE LOS MUNICIPIOS 

El municipio. de confonnidad con el utículo llS constitucional es· 1a base 
de la división territorial y de la organización polltica y administrativa de los 
Estados. En el municipio encontramos la relación mis estrecha entre gobernantes 
y gobernados, las necesidades más epremiantes de la población se manifiestan de 
inmediato ante el órgano de gobierno que es el Ayuntamiento, el cual debe contar 
con los recursos suficientes para llender las demandas colectivas. 

El Municipio ha sido objeto de múltiples reformas constitucionales a partir 
de 1917, en que se caracterizó por ser uno de los puntos más debatidos en el 
Congreso Constituyente. La postura de Jara respecto a que "No se concibe la 
libertad polftica cuando la libertad económica no está asegurada, tanto individual 
como colectivamente .. " es contundente y tendrá \igencia durante toda la 
existencia del municipio. 

61 Villegas. Hlctor B. Op. CiL ""'65. 
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Legalmente las condiciones que propician la autonomía polftica en los 
municipios ya están dadas con las rcfonnas constitucionales de hace apenas una 
década, sólo es cuestión de la voluntad de los hombres y organizaciones políticas 
su cabal cumplimiento. Es indispensable revitalizar el proceso de evolución que 
pennitan alcanzar la plenitud en la autarquía o autonomía económica de los 
municipios. 

Los acontecimientos en Chiapas revelan la imperiosa necesidad de adaptar 
las instituciones municipales a cada región de la República mexicana, o en su 
caso, dar márgenes para que operen de acuerdo con sus costumbres y que la ley no 
sea el obstAculo para alc8J!ZM el desarrollo de sus habitantes. La unificación 
constitucional que pretendió el Constituyente Pennanente en relación a la 
estructura y organización de todos los Ayuntamientos ha puesto en duda su 
eficacia en un vasto tenitorio, donde conviven múltiples lradiciones y culturas. 

Merece un lraramiento especial el análisis del municipio libre por ser la 
vinculación mis estrecha entre gobernantes y gobernados. Al ampliarse las 
facultades de los Ayuntamientos se soslayó atacar de fondo el problema de un 
rubro primordial Jllf8 el desarrollo de la nación en su conjunto: propiciar las 
condiciones Jlll'll eleVlf el nivel de vida de la población mexicana, es este ruvcl de 
gobierno el ideal para implementar medidas tendientes a engrandecer al país, 
partiendo de la familia como núcleo de Ja sociedad. 

En el territorio mexicano existen 2392 municipios, con una superficie, 
población y de5aJTollo disímil, rebasan en número Jos municipios subdesarrollados 
a los que cuentan con una infraestructura moderna y eficiente. 

El funcionamiento en la estructura económica de los municipios mexicanos 
es un reflejo de lo que acontece entre las naciones, asl lo demuestran algunas 
opiniones como la siguiente: "Dado que el desarrollo de Jos municipios más 
rezagados de cadQ Estado deberá basarse en la explotación de sus recursos 
naturales, ya que el estableclmien10 de industrias y de servicios continuará 
favoreciendo a las ciudades que cuentan con infraestructura urbana y servicios 
básicos, es evidente que para muchos de ellos el desarrollo todavla lardará en 
llegar, a menos que cuenten co11 recursos naturales cuya demanda nacional e 
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internacional vaya en aumento""· Es evidente que las circunstancias históricas y 
sociológicas repercutieron notablemente en la estructuración y desenvolvimiento 
de los municipios, que ahora afrentan un serio problema de financiamiento para 
aumentar las condiciones de vida en sus demarcaciones territoriales. 

"Las desigualdades económicas y sociales al interior de un Estado se 
presentan con mayor Intensidad en proporción directa a una mayor atomización 
municipal, lo cual es comprensible dado que los recursos financieros se tienen 
que repartir entre más municipios, y es necesario sostener a un elevado número 
de administraciones munlcipales, con capacidad y calidad de gestión 
marcadamente desiguales"''. En México, destaca Oaxaca por ser la entidad 
federativa con mayor número de municipios, 570 para ser preciso, y los 
razonamientos de Ortega Lomelln son válidos en su totalidad. 

El 3 de febrero de 1983, bajo el gobierno del Presidente Miguel de la 
Madrid Hurtado, se publica la octava reforma al articulo 115 constitucional, 
considerada por los juristas como la más importante de este articulo, cambia 
sustancialmente el contenido del mismo. 

En materia financiera y fiscal destacan los siguientes puntos: 

a) Se establece un átta tributaria especifica para los Ayuntamientos, se 
defmen con precisión los impuestos que deben corresponder a los municipios, 
aquellos que tienen como base la propiedad inmobiliaria como el impuesto 
prcdial. 

b) Se establece el tipo de derechos en favor de los Ayuntamientos ':I otras 
contribuciones que ahl mismo se especifican. 

"Ortega Lomclfn, -rto. Op. Cit. pig. 228. 
"'Ortega Lomclfn, Rdlerto. Op. Cit. plg. 229. 
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la característica de libertad municipal se refrenda con la consolidación de 
la hacienda municipal, a través de: 

l.· Precisa W1 minimo de competencia tributaría de los municipios, 
atribuyéndoles básicamente la exclusividad impositiva en lo que se conoce como 
tributación inmobiliaria. 

2.· Se eleva a rango constitucional la obligación de hacer participar a Jos 
Ayuntamientos en los rendimientos de los impuestos federales. 

3 .• El destino del gasto público está garantizado y depositado a la 
exclusividad en su aprobación en los Ayuntamientos, con base en sus ingresos 
disponibles. 

4.- Las legislaturas locales coparticipan con los Ayuntamientos para que su 
atributo de libertad municipal se adecúe a los ingresos municipales previstos, a 
que los propósitos presupuestales libremente fijados se cumplan. y que, en 
definitiva, se garantice W18 honrada gestión administrativa municipal, mediante la 
aprobación de su Ley de Ingresos, su contratación de empréstitos, y la aprobación 
de su cuenta pública anual. 

El catedrático Raúl Rodriguez Lobato, sellala al respecto: "Es per1lnente 
destacar que tan/o el Municipio como el Estado deben hacer una adecuada 
selección de sus fuentes tributarlas, pues no siempn es recomendable que se 
establezca el pago de tributos por toda clase de obras o servicios que preste la 
Admlnútractón"". 

3.3.l. LA HACIENDA MUNICIPAL 

Inicialmente, la Constitución en vigor, establecla en su articulo IS que "Los 
municipios administrarin libremente su hacienda, la cual se fonnará de las 
contribuciones que seilalen las legislaturas de los Estados y que, en todo caso, 
serán las suficientes pua atender a sus necesidades". Sin embargo, al igual que la 
de 18S7, no precisó cuáles serian las fuentes tributarías de los municipios, es 

64 Rodriguez lmalo. R>úl. Op. Cil. pag. 141. 
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decir, se mantuvo la indetenninación de las fuentes impositivas, a la vez que se 
imposibilitó su autonomla económica. 

Sobre este aspecto, distinguidos juristas señalan: "la indeterminación de 
las fi1entes impositivas que corresponden al municipio han dejado la autonomía y 
libertad municipal a merced de las legislaturas locales, quienes fijan los recunos 
municipales que, en la mayorla de los aproximadamente dos mil se/ecien/os 
municipios que existen en el pals, no bastan siquiera para atender a sus más 
elementales necesidades. la participación de los municipios en los impuestos 
federales y locales es completamente anárquica y un vehlculo que favorece la 
desigual distribución de la riqueza en México ... ""· Obviamente este comentario es 
anterior a la refonna de febrero de 1983, incluso el número de municipios que se 
menciona ya fue rebasado; en Ja actualidad la República mexicana se compone de 
2392 municipios, incluyendo el municipio Solidaridad, creado en 1993. 

En este orden de ideas, debemos enlendcr por Hacienda municipal al 
conjunto de "recunos económicos, de numerario con el cual cuenta la 
municipalidad para proveer a su existencia y atender susfunc/011es""· 

Por otra parte, en el concepto de Hacienda Pública, no quedan 
comprendidos sólo los aspectos administrativos; esto es, que la hacienda pública 
no es sólo administración. "En efecto, en la composición de la Hacienda están 
lmpllcitos también las decisiones fimdamell/a/es del progr0ma de gobiemo 
relativas al fanclonamlento del ente municipal, de contenido polftico, ecOlfÓmico y 
social, aspectos que se engloban bojo la denominación de "Política Hacendaria 
Munlclpa/"•7. 

Asismismo en el concepeo de "Hacieuda Pliblica" están conlellidos 11quellos 
aspectos formales relativos al establecimiento y delimitación de los órganos de 
poder público relacionados con las finanzas municipales y a Ja interrelación 
juridica entre éstos y los particulares o gobernados. aspectos que constil11yen el 

6S Carpizo. Jorsc y Mad.ram. Jorge. *!Jt,yclto C't111Stu11n01tar~ lnairulC\ de lnn:stigaciom:s Jund1c:as. 
U.N.A.M. Mblco, 1983, pq. t9l. 
"Qolnllna Rold.tn, Carlol. "Adntini- Muni<ipal"; Apun1cs IO!llldos de su C-.m ca ta Df\'islón 
cloElludiosdc Posgndoclo ta FIQIJ!addcO...Chodc 11 U.N.A.M. Mbico.1994. plf. ll. 
'1 5«tdarla do ~ "Gctieno y AdntiniSll'ICión Municipol"; Ccacro Nacional de Deslnollo 
Municipal. Mé.<ico, 1993. pp. "7-4t8. 
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marco limitativo dentro del cual ha de moverse la Administración Hacendaría 
Municipal, y que se engloba bajo la denominación de "Derecho Hacendario 
Municipal""· 

FUNCIONES HACENDARJAS 
En c11111to a sus aspectos dinúnicos, la hacienda pública municipal 

comprende lu siguientes funciones: Ingreso, Egreso, Deuda Pública y Patrimonio; 
en virtud de constituir elementos esencial~s de la actividld financiera pública. 

"Cada una de estas funciones pueden ser abordadas para su análisis, desde 
las perspccliYIS o enfoques de carícter de pollticas públicas, jurldicas y 

administntius"'". 

JIVNCION· POLITICO JllRIDICO ADMINISTRA TIV 
l:NllnlltJI: o 
INGRESO Politica de Ingresos Derecho FiJcal Adminittración FiSCll 

Tributaria 
EGRESO Política de Guto Derecho Administración del 

l'relunuetlltio Presuouesto 
DEUDA Pollllca Crediticia Derecho Crediticio Administración de la 

Deuda 
PATRIMONIO PoUtica Patrimonial Derecho Patrimonial Administración del 

Patrimonio 

El vigente articulo 11 S constitucional, en lo que respecta a la materia de 
hacienda pública municipal. precisa un mlnimo de competeoi:ia tributaria de los 
municipios, atribuyéndoles búicamente: 

• La exclusividad impositiva en lo que se conoce como tributación 
inmobiliaria. A este respecto se señala que "Ello constituyó el ingrediente fiscal 
medular de la reforma y, sin duda, la posibilidad de un creciente ingreso fiscal al 

61 lbldem. 
69 ldom. p. 418. 
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municipio, demanda que se habla venido recfamando reiteradamente. Por lo que 
se refiere a los derechos sobre registro púb/Jco de la propiedad, 110 pasarán 
necesariamente, a formar parte de la hacienda municipal, puesto que no son de 
los servicios públicos que llenen a su cargo los municipios, segím la disposición 
cons///uclonal; y también. porque los derechos de inscripción en tales registros no 
son contribuciones sobre la propiedad lnmoblltaria, sino prestaciones que se 
cobran por el servicio público que presta el Estado"'°· 

• Se faculta a los municipios para celebrar convenios con el Estado, para 
que éste se haga cargo de algunas de las funciones relacionadas con la 
administración de esas contribuciones. 

- Se eleva a rango constilucional la obligación de hacer participar a los 
Ayuntamientos en los rendimientos de los impuestos federales. 

- Se posibilita aJ Ayunlamiento para obtener ingresos derivados de la 
prestación de servicios públicos a su cargo. 

- Se eliminan los privilegios que en diversos gravúncnes se favorccla al 
sec:tor público o a las entidades paniestatales. 

- El municipio podrá obtener otros ingresos que las Iegislatum locales 
establu.gn a su favor. 

Ademú en la citada reforma constibM:ionaJ aJ articulo 115, la libertad 
lw:endaria municipal es" pnnlizlda mediante la llplllb8ción que efectúan, en 
exclusiva los Ayuntamientos de sus presupuestos de egresos, con bise en sus 
ingresos disponibles. 

Sin embargo, no todos los comentarios a la reforma constitucional citada 
apoyaron la idea de un fortalecimiento al régimen municipal, las iulidldes 
derivadas de su aplicación dieron pauta para descalificar la pretendida "autonomía 
municipal", al seilalar que: " ... el sistema ha sido objeto de disC11.Sión y 
comentarios a partir de un plan1eamlento que muchos municipalistas se hacen. en 

70 Ortega Lomclln. Robcno. Op. CiL pis. 412. 
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el sentido de que a/tora los Ayuntamientos son más dependientes de los gobiernos 
federal y estatal; debido a que son estos últimos los que distribuyen y entregan los 
recursos financieros más importantes para el municipio. Este, cada vez cuenta 
con menos fuentes direc/as y propias de financiamiento. El impues/o predio/ y 
todos aquellos derivados de la propiedad inmobiliaria que se han seilalado como 
propios en el articulo 115 constitucional, no son sujlclenles poro determinar y dar 
validez al concepto de au/onomlajlnanciera municipal""· 

La autonomla municipal es "el derecho del Municipio para que dentro de 
un ámbito especljlco de competencias elija libremente a sus gobernantes, se 
otorgue sus propias normas de organización Interna, resuelva sin /n/ervenclón de 
otros poderes o aulorldadts los asuntos propios y peculiares de la comunidad. 
cuente con contribuciones que le sean destinadas espec(ficamente para sus 
fanclones por los ordenamientos respectivos, disponga libremente de su 
patrimonio y de su hacienda y que toda! estas prerrogal/vas estén definidas y 
garantizadas en el ordenamiento supremo del Estado"n. 

El Dr. Culos Quintana Roldán, municipalista mexicano, estima que esta 
autonomla se puede e11tender en UH sentidos: autonomía polltica, administrativa y 
.fiscal y· financiera. Define a la autononúa fiscal y financiera de la siguiente 
manera: 

AUTONOMIA FISCAL Y FINANCIERA. DE LOS MUNICIPIOS: "Es la 
capacidad jurldica del Municipio para contar con recursos económicos que 
garanticen sus adecuadas fanclones, además de que tenga el libre manejo de su 
patrimonio y la libre disposición de su hacienda para cumplir los fines sef/alados. 
Se llama au1arq11fa a es/a parte Je la autonomía. Se estima qiie en la autonomla 
se hace pa1en1e la carac/erlstlca pollllca y en la aularqula las cuestiones 
financieras, ambas son las bases para una adecuada Integración munlclporn. 

71 Marúnez Cabaftas. Gustavo. •La Admtnl.rtroclón Estatal .v M11nlcipa/ rk Aftr/co•; Primera F.dición, 
INAP. Mbko, J 93'. "'~ 203. 
12 Quinlalla Rold.tn. Carlos. Op. Cit. pág. 44. 
73 fbldcm. 
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Existen quienes afinnan que el mumc1p10 carece de potestad 
tributaria ya que no puede establecer sus contribuciones directamente, y sólo 
administra su hacienda con base en su competencia tributarla"14• Es discutible 
que los municipios no pueden estableur sus contribuciones directamente; en 
efecto, si partimos de la premisa que los derechos o las rontribuciones por mejoras 
est6n catalogadas dentro del rubro "contribuciones•, las clllles si son fijldas 
directamente por las 1111oridades municipales, entonces, la afirmación inicialmente 
parafraseada no se cumple plenamente. 

Las reformas ronstitucionales de 1983 tuvieron el propósito de unificar los 
criterios en la normatividad municipal mexic;ana, que las instirucionc:s tuvieran las 
mismas características en todos los municipios. Sin embar¡¡o, la realidad nos 
demuestra la inconveniencia de regular de igual forma estos niveles de gobierno, 
que demand11n se 1plique aquel principio aristotélico de "dar un trato igual a los 
iguales y desigual a los desipales". 

3.3.2. CLASIFICACION DE LOS INGRESOS MUNICIPALES 

El Dr. Carlos Quintana Roldán" estima que la Hacienda Municipal se 
fonna por un ronjunto de ingresos que se clasifican en ordinarios y 

eldraordinarios. 
a} Los Ingresos Ordinarios se generan en fonna cotidiana, son previsibles y 

presupuestales y son: 
• Impuestos. 
• Derechos. 
·Contribuciones de mejoras y obras. 
- Productos. 
- Aprovechamientos. 
- Participaciones federales y estallles. 

74 Dclpdillo Gutim<r, Lllis Humbcrto. 'Prl•dplos <k Dm!dlo Tn6•<ono•; Tcrcen Edicilln. Editorial 
u-. MWco. 1993. pta. ,3. 
"Quintana lloldán. Carlot. Op. Cil pig. n 
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b) Los Ingresos Extraordinarios no son los nonnales de ejercicios 
cotidianos: 

- Subsidios. 
-Créditos. 
·Aportaciones a programas especiales que benefician a los Municipios, son 

ICOrdados por la Federación y los Estados como el Programa Nacional de 
Solidaridad. 

Es importante punlllllizar que a nivel municipal los créditos reahnente 
juegan un papel de ingresos exttaordinarios, toda vez que su utiliución no es 
fm:uen1e en el sistema mexicano. Reflexionando sobre los subsidios y las 
lpOrflleiones a programas especiales que benefjcian a los municipios como parte 
de los ÍllgJcsos que pertenecen a éstos, es pertinente analizar la viabilidad para que 
llles iecunos sean obtenidos de manera ordinlria y se ejen.an directamente por 
las autoridades munidpales, puato que si la Federación es la fuente de ingresos y 
tienen su origen principalmente en las ICCllldaciones, no hay justificación p1111 

retardar y complicar su destino. 

Atendiendo a lo que disponen los utlculos 134 y IJS de la Ley C>rgmica de 
los Municipios del Estado de Campeche, son ingresos ordinarios los impuestos, 
los derechos, los productos, los aprovechamientos y las participaciones. 

De confonnidad con las leyes de hacienda municipal76, los ingresos que se 
obtienen son, por concepto de impuestos: 

a) Sobre propiedad ralz. 
b) Sobre vehículos que no consuman gasolina. 
c) Sobre anuncios en la vía pública. 
d) Sobre aparatos electromecánicos. 
e) Sobre juegos pennitidos, espectáculos y aparatos mecánicos. 
f) Sobre carros fúnebres. 
g) Sobre obstáculos en la vía pública. 

"01ontlo Concs, Franruco lavi<r. Op. Ci1.. pp. 188-190. 
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Por concepto de derechos: 
a} Expedición de licencias para funcionamiento de giros mercantiles e 

industriales. 
b) Certificaciones. 
c) Funcionamiento de comercios en horas extraordinarias. 
d} Legali:zaciones y constancias. 
e) Expedición de copias de documentos. 
f) Registro civil. 
g) Registro de fierros y 1111rcas para gllllldo. 
h) Rastros. 
i) Fraccionamientos. 
j) Licencias de construcción. 
k) Lotes blldios. 
1) Limpia y aseo. 
m) Agua potable, drenaje y alumb!ldo público. 
n) Salubridad. 
o) Seguridad .. 
p) Alineamientos y numención. 
q) Mercados y pmteoncs. 

Por concepto de prodw:tos: 
a) Estacionamientos. 
b) Enajenación de bicnes muebles e inmuebles propiedad del municipio. 
c) Bienes mostrencos. 
d) Amndllnicnto y cxplollcióo de bienes propiedad del municipio. 
e) Venta de formas dimus para trúnitcs administrativos. 
f) Venta de lotes en pantcones propiedad del municipio. 
g) Renta de locales en los lllCICldos propiedad del municipio. 

Por ooocepto de aprovechamientos: 
a) Multas. 
b) Re<:argos. 
c) Gastos de ejecución. 

Por oonccpto de participacioacs: 
a) De impuestos estatales. 
b) De impuestos federales. 
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Por concepto de subsidios: 
a) Del gobierno estatal. 
b) Del gobierno federal. 

Resulta interesante ver la gran cantidad de conceptos por los cuales el 
Municipio puede allegarse de recunos que le son propios para desarrollar su 
actividad. Pero reflexionando serilmente la silllación de los municipios en este 
renglón y al ir mú allá de lo que puede ser una explicación o justificación de las 
disposiciones normativas sobre la materia, consideramos que es insuficiente y 
aberrante tal circunstancia. Por una parte, los rubros que conforman la hacienda 
municipal para proveer su existencia y atender sus funciones, en muchos casos no 
son proporcionales a las aportaciones que como contribuyente realizan los 
ciudadanos de una municipalidMI. La inquietud acerca de incol]lOCllJ' a su hacienda 
el impuesto sobre adquisición de inmuebles o el impuesto prcdial es tema de 
polánica en discusiones y foros de la materia. No deja de sorprender el hecho de 
que una secuela del denominado "ptelo fcdetal" sea la entrega de los recursos 
económicos a la federación, pan que por disposiciones legales se haga un reparto 
a las entidades fcdeiativas y municipios, y es aqui precisamente donde comienza 
la concentnción y exceso del poder en perjuicio de las instituciones. 

3.3.3. BONOS MUNICIPALES, OTRA OPCION PARA EL 
FINANCIAMIENTO DEL GASTO PUBLICO 

Cuando los bonos y las obligaciones son emitidas por los municipios, o sus 
respectivos organismos descentralizados y empresas de participación municipal, 
se denominan precisamente Bonos de Deuda Pública y Obligaciones de Deuda 
Pública. 

Son denominados "de Deuda Ptíb/ica•: en viriud de que, tanto el 
compromiso de reembolsar el monto inverlido por los inleresados como el pago 
de la prima o sobreprecio, se convierten en pasivo a plazo, que afecta las 
disponibilidades del Erario Público Municipal. 
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Según Adolfo Arrlojo Vizca/no, en su Derecho Fisco/, los Bonos de Deuda 
Público son instromentos negociables que una entidad gubernamental (de las 
enunciadas en el primer párrafo), coloco entre el gran público Inversionista, 
recibiendo o cambio un cierto precio y asumiendo como contraprestación las 
obligaciones de reembolsar su importe, mas una prima o sobreprecio, en un plazo 
determinado y de garantizar lo propio emisión con sus reservas monetarias o con 
los futuros rendimientos de lo explotación de los recursos naturales, que por 
monda to lego/ están bajo su dominio directo•n. 

Los bonos se emiten en fonna de instrumentos, con cupones o al portador; 
o bien se registran a nombre del propietario en cuanto al importe de principal 
solamente, o cuanto al principal e inteteSCS. 

Estos instrumentos, junto con sus cupones, son títulos de crédito a cargo de 
la institución emisora y producirin acción ejecutiva respecto a la misma, previo 
requerimiento de pago ante fcdalario público. Se emiten en serie, mediante 
declaración unilateral de voluntad de la institución emisora hecha constar ente la 
Comisión Nacional Bancaria. 

Concretando, una obligación en general, es un título de deuda, emitido por 
una sociedad económica, ya sea pública o privada, a un plazo determinado, en 
donde dicha unidad emisora solicita en préstamo dinero de los adquirentes de las 
mismas, y se compromete a pagar una cierta tasa de interés por el uso del dinero 
adquirido, y regresar el monto nominal del crédito recibido a la fecha de 
vencimiento pactado en la escritura de emisión del instrumento. 

"la distinción entre bonas y obligaciones radico en que las obligaciones 
pueden estor loto/mente desprovistas de garan//as, respaldadas solamente por el 
poder ganancia/ del prestatario aunque, más generalmente, también 
proporcionan un adeudo flotante contra el activo. Así, el adeudo flotante 
proporciona a los prestamistas una reclamación que lo ahorca todo contra 
cualquier activo de lo emisora que nn esté empellado Je otro modn, y en efi•cto. se 
da.riflco antes de que los acreedores sin goramío o geMral, en caso de 
/iquidocló1L Y pnr otra parte, los bonos, están aseguraJc•s por una jian:o directtl 

77 JNDETEC. op. cil. R.1193 p. 71. 
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sobre activo claramente especificado. Sin embargo, en el uso diario esta 

distinción entre bonos y obligaciones suele perderse de vista""· 

Para que los Municipios de la República mexicana puedan recurrir al 
financiamiento público, mediante la captación de fondos para el sistema de 
emisión de bonos y obligaciones de deuda pública, es preciso que esto sea jurídica 
y técnicamente viable; es decir, que el ente gubernamental tenga la atribución y 
capacidad correspondiente. Esto requiere dos circunstancias básicas: 

1º.· Que esté facultado para endeudarse a través de la emisión de bonos y 
obligaciones de deuda pública; 

2°.· Que cuente con la posibilidad de reunir los elementos técnicos n1's 
esenciales (emisión, pago de intereses, garanda, etc.) para recurrir a esta forma de 
endeudamiento. 

Mucho se ha cuestionado, sobre el hecho de si efectivamente los 
municipios tienen alguna restricción de tipo legal para que puedan hacer uso del 
crédito público, a tram de la emisión de bonos u obligaciones, es decir, que este 
tipo de endeudamiento sea primitivo para el gobierno federal; o si sólo existen 
algunas restricciones para su emisión por parte de aquéllos. 

Es de sobra sabido que los Estados son libres y soberanos, pero unidos en 
una Federación, y que los municipios son libres; por lo que cada uno se rige con 
sus leyes particulares, pero basados en una Ley general (Constitución Politica de 
Jos Estados Unidos Mexicanos), que establece ciertas restricciones o prohibiciones 
por los Estados y Municipios. 

En los siguientes se analizan las disposiciones contenidas en las leyes de 
Deuda Pública de los Estados de Baja California, Coahuila, Durango, Guanajuato, 
Guerrero, Estado de México (tanto su ley estatal como su ley municipal), 
Michoacán, Puebla, Querétaro, Quintana Roo y la Ley de Deuda Pública 
Municipal de San Luis Potosi; de donde se desprende que dichos ordenamientos 
legales autorizan a los Estados y Municipios a emitir bonos y valores de Deuda 
Pública, basados en la interpretación que han hecho del contenido del fracción 

71 INDETEC, op. cit. pq. 74. 
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VIII del articulo 117 constitucional, como se colige de la IJallSCripción de los 
artlculos correspondientes. 

• Ley de Deuda Pública del Estado de Baja California. 
Articulo 4°. 

"La Deuda Pública, derivada de: 
/,. La suscripci6n o emisión de tltulos de créd//o o cualquier 

otro docilmento pagadero a plazas ... ". 

• Ley de Deuda Pública de CoahuiJL 
Articulo 11", fncción IV: 
"Cornsponde a la Tesorerla General del Estado en materia 

de Deuda Pública. .. 
IV.- Someter a la autorización del Ejecutivo del Estado, la emisión 
de bonos y otros titulas de deuda para fines de Inversión pública 
productiva. V.- .... ". 

- Ley de Deuda Pública en Durango. 
Articulo 9": 

"En materia de Deuda Pública, corresponde al Ejecutivo del 
Estado, por co11ducto de Ja Secretarla de Fl111111ZOS: .•... 
V.- Emllir·valores, contratar y administrar Ja Deuda Pública del 
Gobierno del Estado, as/ como otorgar las gora11tias que se 
requieran VI ..... •. 

Articulo 19: 
"El Estado y Jos Municipios sólo podrán emitir bonos y otros 

titulas de Deuda pagadera en moneda nacional... • 

- Ley de Deuda Pública de Guanajuato. 
Articulo 6º.· 

"Cualquiera otra clase d1• fi1ranciarm~nto '' ('<1<1m. aún .kl 
conllngellle requerirá además, au1ori:ac1án de J.1 I.egis/.itura del 
l:'stado, mediante el decreto correspond1<·n1e'. 
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- Ley número 255 del Presupuesto de Egresos, Contabilidad Gubernamental 
y Deuda Pública del Gobierno del Estado de Guerrero. 

Artículo 50.-
"Se emiende por financiamiento la coniratación de ··réditos o 

empréstitos derivados de: L- La suscripción o emisión de tltulos ele 
crédito o cualquier otro documento pagadero a plazo: JI a IV. ... •. 

- Ley de Deuda Pública del Estado de México. 
Artículo 12.-

"Comsponcle al Ejecutivo del Estado, en materia ele Deuda 
Público, por conducto de la Secretarla de Finanzas: XI.· Emitir 
valores, formalizar y administrar lo Deuda Público del Gobtenw 
del Estado, conforme o los planes y programas aprobados. XII o lo 
XVI .... ". 

Artículo 22.-
"E/ Estado y los Municipios en cumplimiento de lo previsto 

por lo fracción Vlll del articulo I I7 ele la Constitución Federal, 
sólo podrán emitir bonos u otras tltulos de deudo, pagaderos en 
monedo nacional y dentro del territorio de la República ..... ". 

• Ley de Deuda Pública Municipal del Estado de México. 
Articulo 1 J.. 

''.A los Ayuntamientos corresponde: I a JI... /JI.- Emitir 
conforme a las leyes respectivas bonos y valores. IV a IX. ... ". 

Artículo 12.-
"Para la obtención y contratación de créditos y empréstitos, 

emisión de valores, bonos municipales, cerl/flcodos de 
participación inmobiliaria y colocación en el mercado de otra< 
obligaciones documentados, las entidades públicas municipales 
sellalados en el articulo segundo de esta f.ey podrán ocurrir a 
instituciones de Banca de Desarrollo. de Banco Nacional, y Casas 



de Bolsa, proveedoras y contrali.rtas o cualquier institución de 
crédito o auxiliar de crédllo que fancione conforme a la legislación 
sobre la materia ... ,•. 

- Ley de Deuda Pública de Michoacin. 
Articulo 12.-

"Corresponde a la Tesorerla del Estado: J ... JI.- Emitir bonos 
y otros tltu/os de deuda, con/rotar y administrar la Deuda Pública 
del Gobierno del Estado, as/ como otorgar las garantlas que se 
requieran. JJl al w: .. •. 

- Ley de Deuda Pública de Puebla. 
Articulo 2".-

"Se entiende por financiamiento la contratación de créditos, 
empréstitos o prestamos derivados de: 
J.- La suscripción o emisión de titulas de crédllo o de cualquier 
otro documenJo pagadero a plazos .... ". 

- Ley de Deuda Pública de Querétaro. 
Articulo 12.-

"Corresponde al Ejecutivo del Estado en materia de Deuda 
Pública, por conducto de la Secretarla de Finanzas: Ja VII, VIII.­
Emitir valores, formalizar y administrar la Deuda Pública del 
Gobierno del Estado conforme a los planes y programas 
aprobados. IX a XI ... ". 

Articulo 9".-

"El Estado y los Municipios, en cumplimiento a lo dispuesto 
por la fracción VIII del artículo 117 de la Constitución Federal, 
sólo podrán emillr bonos y otros tltu/os de deuda, pagaderos en 
moneda nacional y dentro del territorio de la República ... ". 
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- Ley de Deuda Pública de Quintana Roo. 
Articulo 12.-

"Corresponde al Ejecul/m del Estado en materia de deuda 
pública, por conducto de la Secretarla de Finanzas del Estado: I a 
IV... V.- Emitir bonos y otros titulas de deuda, contratar y 
administrar la deuda pública del Gobierno del Estado, as/ como 
otorgar las garantfas que se requieran V a VII ... ". 

Articulo 21.-
"E/ Estado y los Municipios podrán em//lr bonos u otros 

dtulos de deuda pagaderos en moneda nacional y tkntro del 
territorio de la República previa autorización de la legislatura del 
Estado ... ". 

- Ley de Deuda Pública Mwúcipal de San Luis Potosi. 

Articulo 4°.-
"lAs obligaciones que contraigan las entidades públicas 

comprendidas en el articulo 2° anterior, podrán derivar de: /.- La 
suscripción o emisión de tftulos de crédito o de cualquier otro 
documento pagadero a plazos. JI a IV... ". 
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Analizado lo anterior podemos concluir que en ningún articulo de la 
Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos se establece alguna 
restricción para que los Municipios puedan emitir bonos u obliga¡;iones de Deuda 
Pública. 

Además en ningún articulo constitucional, ni en las leyes: Ley General de 
Deuda Pública, Ley del Mercado de Valores, Ley de Instituciones de Crédito, Ley 
General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito; ni en ninguna 
otra, se hace privativo para la Federación la emisión de bonos u obligaciones de 
Deuda Pública. 
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Tal es la interpretación de varios Estados de la República, ya que cuentan 
con una Ley de Deuda Pública; y los hay que tienen una ley específica de Deuda 
Pública. En ellas se habla que pueden emitir valores, emitir bonos, o titulas de 
crédito a plazo, que representan su obligación al endeudanc, interpretando en 
fomta expresa el contenido del articulo 117, fracción Vlll constitucional, como es 
el caso, por ejemplo, del Estado de México y Querétaro. 

3.4. LA SITUACION DEL DISTRITO FEDERAL 

3.4.1. GENERALIDADES 

Incluimos al Distrito Fc:dcnl por ser tambim 1111& entidad federativa, según 
se desprende del utlculo 43 comtitw:ional, entidad con pec:uliaridades que la 
distinguen de las demás, incluso en el mnbito de la suscripción de obligaciones y 
empréstitos, como se detenninuí más adelante. 

La palabra "Distrito" proviene del latfn "districus•, o sea, recogido, a lo que 
se le da el significado de ser la división territorial establecida para la atención de 
los servicios públicos, administrativos o judiciales.,,. Es por ello que al hablar de 
un Distrito Federal nos referimos a una demarcación territorial perteneciente a una 
fonna de Estado que es la Federal, pero el ténnino ha quedado limitado para 
aquella parte de la federación donde residen los poderes federales, es decir, el 
espacio de las operaciones oficiales del poder legislativo, ejecutivo y judicial; un 
espacio indispensable para albergar las oficinas y a los funcionarios del gobierno 
federal. Al respecto el Doctor Francisco Javier Osornio Corres selllla: •El 
Distrito Federal es aquel territorio que, dentro de un sistema federal sirve de 
asielllo para los poderes de la Unión, los que ejercen, con exclusión de cualquier 
autoridad estadual, las funciones propias al gobierno local de esta entidad. El 

" De Pina. Rafael. "Diccionario tk De"'cho"; Primera Editióa. Edilorial Ponúa. S.A. México. 196~. 
pág. 114. 
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orden j11r/d1co que rige en la rnlic/acl es ele cará<'ler federal y. en comecuencia, 
carece de autonomla co1trtituc1una/"80• 

El Distrito Federal representa la mayor concentración poblacional y 
económica de todo el país. La explosión demogr6fica y sus efectos colaterales han 
orillado a las autoridades a destinar una parte considerable de los recwsos 
públii:os de la Federación en esta Ciudad, de 1983 huta 1986 el Distrito Federal 
"absorbió poco m'5 de una quintl parte de las participaciones federales, monto 
equivalente al recibido en conjunto por 18 entidades federativas""· Gradualmente 
se han implementado mecanismos que permitan una autosuficiencia financiera en 
l11:apital de la República. 

La Ley de Ingresos del Departamento del Distrito Federal para el Ejercicio 
Fiscal de ¡99412, setltla en su llrtfculo !ºlos conceptos y las cantidades estimadas 
de ingresos pua estl entidad federativa, conceptos que se lranScribcn a 
conlinuacióa: 

l.· IMPUESTOS 
l.· Picdial 
2.· Sobre Adquisición ele lnmud>les 
3.· Sobre Eapoc:üadao PlibliCCll 
4.· Sobre Loteriu, Rifu, Sollool y Conounos 
5.· Sobre Nóminas 
6.· Sobre Tenencia o UIO de Vdilculoo 
7.• Sobre la Adquisicillo ele Vdllculos Automotores usados. 

11.· CONTRIBUCIONES DE MEJORAS 

111.· DERECHOS 
f.· Por la prestación de servicios por el uso, suministro y aprovechamiento de agua 
2.· Por la pn:rllcióo de scrvicios del Rq¡iJtro Público ele la Propiedad o del Ccmercio y 

del Ardúvo Galcral ele Natarlu 
3.· Por los servicios de <OOUol vdiicular 
4 .• Por el uso o aprova:lwniento de bienes del dominio público del llcpal1amellto del 

Distrito Fcdcral 
5.· Por cuow de recuperación por servicios médicos 
6.· Por la pres!aeión de servicios del Registro Civil 
1.· Por la expedición y rcvalidaoión de licencias para la cxploiación de yaeimicnlos pétreos 

"'Olomio Coms, Francisco lllvicr. ()p. Cil P4 77,, 
11 Onega Lomclln, Roberto. Op. Cit P'I- 3'7. 
12 Publl<Oda ca el Diario Of'ldal de la Fc:dcracl6cl el 29 de didcmbro de 1993. 



8.· Por la expedición de la placa de control de uso y ocupación de inmuebles 
9.· Por la prestación de servicios de demolición de irm>cbles 
JO •• Por el uso de vlas y ároas públicas para el cjacicio de 1tthidadcs c:omrn:ialts 
11.· Por descarga de la Red de Drmaje 
12.· Dmcho por los Servicios de R«olcccicia y Rcccpción de Residuos lélidoo 
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13.· Por la prestación de servicios que corretpOndan a funciones de derecho público 
distintos a los scilaWlos en los inciJos anlcrior<S 

IV.- CONTRIBUCIONES NO COMPRENDIDAS EN LAS FRACCIONES 
PRECEDENTES CAUSADAS EN EJERCICIOS FISCALES AHR:RIORES, 
PENDIENTES DE LIQUIDACION O DE PAGO: 

V.- ACCESORIOS DE CONTRIBUCIONES 

VI.- PRODUCTOS: 
I .· Por la prestación de servicios que oomspondco a funciones de dmcho privado 
2.· Por UIO, aprovoclwnicmo O cnajcnlción de bienes del dominio privado: 
a) Ticrru y COOSllu<Xioacs 
b) EnajC111Cióo de Muebles c lmnucblcs 
e) lnla<oes de wloreo, crálit.ol y boaoo 
el) Ulilidadca de Olpllilmoa~ y .......... de participación cstaW 
e) Prq¡rama del Uso E&imM> del .Agua 
f) Olrol 
VII.· APROVECHAMIENTOS 
I .• R<inu¡tos y cancelaci6n de CXllllratos 
2.· Mulw adminitlntiYU, ul como las ~ por aulOridadcs judiciales y 

RpanCión del dafto dcnllllCiado por loe ofmdidos 
3.· DonaciOllCS en cspocie a cargo de propietarios de fraccionamiento de tcrrcMs 
4.· Aportaciones en efectivo por fraccionamiento de rmenos y por la construccióo de 

conjuntos habitacionalcs 
5.· Apol1acicncs en efectivo por c¡uicncs COOSlnlyen obras nuevas para la dolación gcocral 

de la infraestructura, equipo y scrviciol urbanos · 
6.· Cuotas por la división, subdivisión o rolotifkación de prodios 
7.· Rcposicióo de gastos que ltl!pll por objeto mantener el orden y la seguridad en la 

prostación de cspectículos públicos, y otros no especificados 

VIII.· PARTICIPACIONES EN INGRESOS FEDERALES: 
J.. Por los Fondos Cicnctal de Participaciones y de Fomento Municipal 
2.· Por la participacióo de la roc:auclación del impuesto sobre la tenencia o uso de 

vchlculos 
3.· Por incentivos de fiscalización y gcstióo de cobro 
4.· Por multas administralivas impuestas por autoridades federales no fiscales 

IX.- INGRESOS DERIVADOS DE FINANCIAMIENTO: 
1.-Empróstitos 
a) Al sector central 
b) A los organismos dcs«nt!1lliz:ldos del llcpanamollo del Distrito Federal 
2.· Olms no especificados (ADEFAS) 
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X.- OTROS INGRESOS: 
1.- ~propios de organismos descentraliudos y empresas de participación estatal 
2.-Transfcrcncia del Gobierno Federal. 

El monto total por todos estos conceptos asciende a N$16,380.4 millones 
de nuevos pesos, lo cual no implica que sea suficiente para atender la creciente 
demanda de bienes y servicios que requieren más de ocho millones de habitantes 
en la catalogada "ciudad más srande del mudo". 

El 2S de oc!Ubre de 1993, se publicó en el Diario Oficial de la Federación 
la reforma constihlCional a la organización del gobierno del Distrito Federal, 
pcn;ibiendo ahora una naturale1.1 jurídica compleja en lo que se refiere a su 
ubicación dentro de la Administración Pública Federal (por la intervención del 
Presidente de la República en algunos asuntos) y la presencia de órganos locales 
con funciones espcclficu. Las reformas que de acuerdo con los utfculos 
transitorios del citado decmo enlrldn gndualmcnte en vigor, se reswnen en que: 

a) El gobierno del Distrito Federal queda a cargo de los Poderes de la 
Unión y de los órgmtos locales (Asamblea de Reprcsentantcs, Jefe del Distrito 
Fedml y el Tribunal Superior de Justicia). 

b) La designación del Jefe del Distrito Federal sigue un procedimiento que 
asemeja a los sistemas parlamentarios; el Presidente lo nombra, pero ya no 
libremente, sino sujeündose a ciertos principios, que tienen como base la 
integración o conformación de la Asamblea. 

c) El Poder Legislativo es compartido por el Congreso de la Unión y la 
Asamblea de Representantes, a ésta última se le fortalece con facultades para 
legislar sobre determinadas malerias. Sin embargo carece el D.F. de una 
Consli!Ución y de un poder constituyente propio. 

d) El Gobierno del Distríro Federal ya no es una dependencia del Ejecutivo 
Federal. 
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Los alcances limitaciones de la citada refonna están sujetos a la aplicación 
de las nuevas disposiciones, toda vez que es una estructura novedosa en el 
gobierno de la capital mexicana, asl como a la expedición del Estatuto de 
Gobierno del D.F. en el que se detallarán los preceptos constitucionales 
modificados. 

3.4.2. LA CUESTION CREDITICIA EN EL DISTRITO FEDERAL 
Como se mencion6 en el apartado anterior, la reciente refonna 

constitucional entrará en vigor gradualmente, por lo que con el propósito de estar 
actualizados, realizaremos los comentarios al respecto, en base a los preceptos que 
ya son parte de la Constitui:ión, algunos de los cuales todavia no pueden ser 
aplicados, tal es el caso de las nuevas facultades que inciden sobre el Distrito 
Federal por parte del Con¡¡reso de la Unión, del Presidente de la República y de la 
Asamblea de Representantes. 

El articulo 73 ele la Ley Su~ma, faculta en su fracción Vlíl al Congreso 
de la Unión para aprobar anualmente los montos de endeudamiento que deberá 
incluirse en la Ley de Ingresos, que en su caso requiera el Gobierno del Distrito 
Federal y las entidades de su sector público. Las nuevas disposiciones establecen 
que a partir de la Ley de Ingresos correspondiente al Ejercicio Fiscal de 1995, será 
aprobada por la Asamblea de Representantes•', a iniciativa del Presidente de la 
República hasta 1997, y en lo sucesivo por el Jefe del Distrito Federal, lo que hace 
suponer que los créditos otorgados en favor del DistrilO Federal se sujetarán tanto 
a la aprobación del Congreso de la Unión como a la Asamblea de Representantes. 

Una vez que se elija el primer Jefe del Distrito Federal, en 1997, éste tendrá 
la facultad exclusiva de fonnular la iniciativa de ley de ingresos y decreto de 
presupuesto de egresos, las que remitirá a la Asamblea de Representantes a más 
tardar el 30 de noviembre, o hasta el 20 de diciembre, eUBlldo inicie su encargo en 
dicho mes. 

IJ Cfr. Artltulo Octavo Transitorio del· 0ca<to por el que se reforman divmas dil¡logiciones 
ronslllucional ... en rdaci6n con el gobieno del Dislrito Federal, publicado ca Diario Oficial de la 
Federación el 25 dc oellbre de t 993. 
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El aniculo 122 constitucional regula Ja estructura y organización 
gubernamental del Distrito Federal, ahJ se establecen los aspectos más generales 
de su funcionamiento. La última parte del inciso b) de Ja fracción IV dispone 
expresamente: 

•Las prohibiclo11es y limitacio11es que esta Constitución 
establece para los estados se aplicarán para el Distrito Federal". 

Una inadecuada técnica legislativa culminó con este precepto 
constitucional. Si ahora se ubica al Distrito Federal en el Titulo Quinto de Ja Carta 
Magna, denominado 'De los Estados de Ja Federación y del Distrito Federal", y 
lu prohibiciones y limitaciones est6n contempladas en Jos artículos 117 y 118 del 
mismo ordenamiento legal, lo més sano hubiera sido adicionar el ténnino "Distrito 
Federal' por el de "Los Estados", o bien, cambiar la expresión "Los Estados no 
pueden, en ningún caso:' por el de 'Las Entidades no pueden en ningún caso". 

Lo que a nosotros nos interesa, para efectos de este trabajo es lo relativo a 
los endeudamientos, Jos cuales se someterán a las mismas condicionantes que los 
Estados de Ja Federación, según lo dispone la fracción VI1I del articulo 117 
constitucional (su estudio será materia del siguiente capitulo). 

Como se puede apreciar, para que el Distrito Federal pueda endeudarse, 
requiere previo a In aprobación de la Asamblea de Representantes (papel que en 
los Estados ejercen las legislaturas locales), la aprobación por parte del Congreso 
de la Unión. Además, con lu recientes refonnas, el Presidente de la República 
conserva la facultad de enviar anualmente al Congreso de Ja Unión, la propuesta 
de los montos de endeudamiento necesarios para el financiamiento del 
presupuesto de egresos del Distrito Federal, en base a Ja propuesta que el Jefe del 
Distrito Federal le someta a su consideración. De lo anterior podemos deducir: 

a) Existe un procedimiento mAs riguroso para el endeudamiento del Distrito 
Federal en comparación con lo que dispone la Constitución para los Estados de la 
Federación. En el caso de la Capital mexiCllll interviene el Congreso de la Unión 
y el titular del Ejecutivo Federal, además de sus órganos locales de gobierno. Es 
pnidente hacer notar que en el supuesto de quererse utilizar este medio de 
financiamiento, habrán de agilizarse los trámites para que alcance a figurar en ese 
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año la iniciativa de ley ingresos que enviará el Jefe del Dislrito Federal a la 
Asamblea de Representantes. 

b) Para el endeudanúento del Distrito Federal deberán tomarse en 
consideración las prohibiciones y limitaciones que para tal efecto seilala la 
fracción VIII del articulo 117 constirucional en lo que se refiere a obligaciones o 
empréstitos de carácter extranjero, a pagarse en moneda extranjera o fuera del 
territorio nacional, as[ como la fmalidad de estas operaciones. 

Por ahora nos resta decir que en tanto se aplican las disposiciones 
aprobadas, el artículo noveno trnnsitorio del Decreto por el que se refonnan los 
preceptos mencionados, establece lo siguiente: 

"En tanto se reforman y expidan las disposiciones que 
coordinen al sistema fiscal entre la federación y el Distrito 
Federal, continuarán aplicándose lar normas que sobre la materia 
rijan al entrar en vigor el presente Decreto". 
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ALCANCES Y PERSPECTIVAS EN EL 
SUPUESTO DE INCREMENTAR LA 

CAPACIDAD CREDITICA A LAS 
ENTIDADES FEDERATIVAS Y 

MUNICIPIOS 



110 

CAPITULO CUARTO 

ALCANCES Y PERSPECTIVAS EN EL SUPUESTO DE 
INCREMENTAR LA CAPACIDAD CREDITICIA A LAS 

ENTIDADES FEDERATIVAS Y MUNICIPIOS 

4.1. REGULACION NORMATIVA 

4.1.1. LIMITANTES DEL ARTlCULO 117 CONSTITUCIONAL 

En principio diremos que constitucionalmente el crédito si está pennitido 
para que puedan hacer uso de él las entidades federativas y los municipios, pero 
este crédito está sujeto a ciertas limitantes y condiciones. 

La fracción Vil! del articulo 117 constitucional establece expresamente: 

•L<Js F.staJos no pueden, en ningún caw: 
VIII.- Contraer directa o indiff!clallrenle ob/lgw:iones o 

emprlstllO& con gobiernos de onm nociones, con soc/Biodes o 
partlculans extranjeros, o ....W deban pagarse en moneda a/rmljero 
o faera dtl terrilorlo mc/ono;. 

Los &lados y los Municipios no podrán con/raer obligaciones o 
empdstilo.s sino cuando :i;e dutintn o iJf>YTsiones públicar productivas. 
inehiS/1'f! los qvt contraigan organismos át~U!aóos y ttm¡X'eSOS 
públicas, confonrtt a l4T bases qve esto&:x:an las legislaturas 1t11 ...., 

ley y por los conct!plos y ltasta por los ~ que las llfi.sals Jifen 
anualmenle en los rt:r¡Mclhw presupuestos. Los E.JeC11li1'<l.< irifonnarcin 
de su ejercicio ol rendir /Q cuenta ptlblíca". 

En este pre«pto legal se establece la prohibición a los Estados y 
municipios de contraer obligaciones y empréstitos, cuando se destinen a un fin 
distinto a inversiones públicas productivas; de tal fonna que. si el producto de las 
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obligaciones y empréstitos se aplica a inversiones públicas productivas, si pueden 
indudablemente contraer dichas obligaciones y empréstitos. 

Para que los Eslldos puedan contraer obligaciones o empréstitos, se 
requiere que concUITUl los siguientes requisitos: 

a) Que sean en moneda nacional. 
b) Que los acreedores sean personas llsicas o personas jurídicas mexicanas. 
c} Que los recursos obtenidos se destinen a inversiones públicas 

productivas. 
d) Que se efectúen conforme a las bases que establecen las legislaturas de 

los Estados. 

Para comprender el alcance de esta disposición constitucional, debemos 
conocer lo que significan los ténninos "obligaciones" y "empréstitos", dado que 
ambos corren la misma suerte en lo que a su regulación se refiere. 

El empréstito es entendido como un "medio de anticipar recursos futuros, 
de movilizar l11medlatame11te sumas que se reunirán después de varios a/los. Para 
Benjamfn Retchklnran K., los gobiernos obtienen poder de compra entregando 
vafuntariamente por quienes fo poseen, que pueden ser entidades 
gubernamentales, instituciones privadas, organismos y personas, recibiendo a 
cambio u11 instrumento o promesa de pago con su respectivo pago de intereses""· 

Para los efectos del articulo 1 i 7 constitucional, las obligaciones tienen una 
connotación cuyo contenido está relacionado con los compromisos adquiridos 
derivados de los financiamientos públicos. El silstento jurídico se encuentra en la 
Ley General de Deuda Pública, en sus artículos 1° y 2º, que a la letra setlalan: 

Art. Iº.· "Para los fines de esta Ley, fa Deuda Pública está 
conslitulda por las obligaciones de pasivo, directas o contingentes 
derivadas de financiamientos ... " 

Art. 2º.· "Para los efectos de esta ley, se entiende por 
financiamiento la contratación dentro o faera del pafs, de créditos, 
empréstitos o préstamos derivados de: 

.. lndct<c. op. cit. ll/93. p. 76. 



/ .• la s11scri¡x:ión o emisión de titulas de crédito o c11a/q11ier 
otro documento pagadero a plazo ... " 
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De lo anterior se desprende que los ténninos "obligación" y "empréstitos" 
guardan una estrecha relación, son expresiones afines que denotan ambas, un 
compromiso adquirido por concepto de financiamiento. 

La prohibición expresa para que los municipios no puedan celebrar 
obligaciones o empréstitos en moneda extranjera o con extranjeros no existe, sin 
embargo haciendo una interpretación extensiva de las limitaciones a que se sujetan 
los Estados, debe entenderse que serán también para los municipios, salvo 
disposición expresa que indique lo contrario. De no considerarlo asi, incwririamos 
en un grave error, pues tendrlamos que aceptar que las demás prohibiciones· 
enunciadas por el articulo 117 para los Estados no lo son para los municipios, 
como por ejemplo la acuilación de moneda o la emisión de billete, y esto es 
inconcebible dentro de nuestro sistema jurídico. Abundando a lo anterior y como 
elemento de apoyo, se aprecia que tampoco existe alguna disposición 
constitucional que faculte a los municipios a contraer obligaciones o empréstitos 
en los que se vean implicados factores de carácter internacional, sean sujetos u 
objeto. De tal manera que estas reflexiones refuerzan la idea de que los 
Municipios, al igual que los Estados, se sujetan a las mismas restricciones a que 
hemos hecho referencia repetidas veces. 

4.1.2. LA DEUDA PUBLICA Y EL ARTICULO 73 
CONSTITUCIONAL 

A nivel federal y por lo que concierne a los empréstitos como medio 
económico para satisfacer necesidades públicas, diversos preceptos 
constitucionales muy claramente los han previsto. El artículo 72, inciso h), al 
mencionar los proyectos de ley o decreto cuya resolución no sea exclusiva de 
alguna de las Cámaras, establece que la formación de las leyes y decretos pueden 
comenzar indistintamente en cualquiera de ellas, con excepción de los proyectos 
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que versen sobre empréstitos, contribuciones o impuestos, y además, la fracción 
VIII del articulo 117 constitucional prohibe a los Estados de la Federación emitir 
títulos pagaderos en moneda extranjera o fuera del territorio nacional; contratar 
directa o indirectamente préstamos con gobiernos de otras naciones o contraer 
obligaciones en favor de sociedades o particulares extranjeros, cuando hayan de 
expedirse títulos o bonos al portador o transmisibles por endoso. 

Por su parte, el articulo 73 constitucional, fracción Vlll, establece 
expresamente: 

"El Congreso tiene facultad: 
Vlll· Para dar bases sobre las cuales el Ejecuti>'O pueda celebrar 

empréstitos sobre el crédito de la Nació11, para aprobar esos mismos 
empréstitos y para reconocer y mandar pagar la Deuda Nacional. 
Ningún empréstito podrá celebrarse sino para la ejecución de obras que 
directamente produzcan un incremento en /os ingresos príh/icos, salvo 
los que se realicen con propósitos de regulación monetaria, las 
operaciones de conversió11 y los que se contraten durante alguna 
emergencia declarada por el Presidente de la República en los términos 
del articulo 29. Asimismo, aprobar anualmente los montos de 
endeudamiento que deberán incluirse en la ley de ingresos, que en su 
caso requiera el GoblenHJ del Distrito Federal y las entidades de su 
sectOI' público, confonne a las bases de la ley correspondiellle. El 
Ejecutivo Federal infonnará anualmente al Congreso de la Unión sobre 
el ejercicio de dicha deuda a croo efecto el Jefe del Distrito Federal Je 
hará llegar el Informe que sobre el ejercicio de los recursos 
carrespondientes hubiere reali:ado. El Jefe del Distrito Federal 
infonnará Igualmente a la Asamblea de Represen11111tes del Distrito 
Federal, al rendir la cuenta pública; 

Sobre este punto resaltamos la trasceodelll:ia que tiene la facultad del 
Congreso de la Unión para dar las bases sobre los créditos que suscriba el 
Presidente de la República en rq11esen1Ki6n del Estado mexicano. La 
justificación consiste en avalar la celebración del cmpdstito, dentro del marco de 
la división de poderes, equilibrando la actividad del titular del Ejecutivo Federal 
con su intervención, a ftn de garantiz.ar que la decisión no sea tomada arbitraria ni 
precipitadamente por éste. 

Los recursos de los empréstitos obtenidos tendrán un destino especifico, 
como son: 
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a) La ejecución de obras que directamente produzun un incremento en los 
ingresos públicos, o 

b) Que se realicen con propósitos de regulación monetaria, o 
c) Las operaciones de conversión, o 
d) Alguna emergencia declarada por el Presidente de la República en los 

términos del articulo 29. 

Puede considerarse a la a primera hipótesis como el destino óptimo de los 
recursos derivados de los empréstitos, pues sólo a través de este medio se podrá 
recuperar en un plazo determinado el principal. asl como contar con los montos 
necesarios para cubrir oportunamente el pago de intereses generados por la deuda 
inicial. 

Comparando con las condiciones impuestas a los Estados para suscribir 
créditos y obligacioocs, se puede lpl'CCiar que en Imito la Fcdenlción ldquierc el 
compromiso de ldministrar el ingreso del crédito paza la ejecución de obras que 
directamente produzcan un incmnento en los ingresos públicos, a los Estados se 
les tija la condición de que destinen los recursos a inversiones públicas 
productivas. 

4.1.J •• EL ARTICUW 9 DE LA LEY DE COORDINACION FISCAL. 

Actualmente se contempla en este precepto legal un mecanismo para 
garantiz.ar a los aceedorcs de las Entidades Fcderáiws y Municipios el 
cwnplimicnto de obligaciones contraldas en los láminos de ley. Pira que las 
participaciones conespondientes sean consideradas como g11r111tia de paeo. se 
requiere: 

a) La autorización de las legislaturas locales, y 

b) Que estén inscritas a petición de dichas entidades ante la ~· de 
Hacienda y Crédito l'Ubli.:tl en el Registro de Oblig.a.:ioocs y Emprálitos dr 
Entidades y Municipios. a fa\or de la Federación. de las lnstitu.:1oocs de Crtdiro 
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que operen en territorio nacional, así como de las personas fisicas o morales de 
nacionalidad mexicana. 

Seilala el segundo párrafo del articulo en estudio: 
"las obligaciones de los Municipios se registrarán cuando cuenten con la 

garantfa solidaria del Estado, salvo cuando a juicio de la Secretarfa de Hacienda 
y Crédito PtÍblico tengan suficientes participaciones para responder a sus 
compromisos". 

Lo anterior significa que las obligaciones de los Municipios no requieren de 
la garantía solidaria del Estado al que pertenecen si a juicio de la Secretaria de 
Hacienda, tienen las suficientes participaciones para cubrir el compromiso. Lo que 
no queda claro es si existe un margen entre adeudo y participaciones, o bien, si el 
monto de las participaciones es el equivalente a la deuda que pueden contraer con 
los acreedores sin la obligación solidaria del gobierno del Estado. 

Indudablemente que estamos en presencia de un antecedente de 
fimdamental importancia, que bien puede ser aplicado en el supuesto de que tanto 
w Entidades Federativas como los Municipios puedan contraer deuda en moneda 
extranjera o con personas de otros paises. 

4.2. IDONEIDAD DEL CREDITO EN FAVOR DE LOS 
ESTADOS Y MUNICIPIOS 

En tbtninos generales el crédito público se ha venido consolidando como 
una alternativa de ingresos que se aplica al gasto público en situaciones de 
emergencia. "Para los hacendistas clásicos el empréstito es radicalmente opuesto 
a los lmpue.rtos. En camhto, los hacendistas modernos sostienen que el empréstito 
no es radicalmente opuesto al impuesto tanto en su C!'tn1ct11ra jurfdica como 
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financiera, ya q11e si conslll11ye una wrdadera f11e111e de ingresos, como el 
Impuesto"". 

En defensa del uso de los créditos públicos Adolfo Cortina16 estima que es 
enteramente legítimo el uso estatal de esta fonna de financiamiento público, aun 
cuando se debe anticipar que el empréstito público, tanto el interno como el 
internacional, ofrece recursos estatales que deben obtenerse en fonna moderada, 
para satisfacer erogaciones justificadas y no para gastos presupuestales que sean 
criticables despilfarros de la Administración Pública. 

En un principio se despreció el crédito otorgado a Jos gobiernos para 
solventar los gastos necesarios en la prestación de bienes y servicios. Durante la 
depresión económica de iniciada en 1929, predominaron las concepciones 
liberales según las cuales la deuda pública es una enfennedad nacional, el 
presupuesto de una economía sana debe tener un superávit o al menos estar 
equilibrado, los impuestos son el único recurso financiero aconsejable y, en fin, no 
se conocían diferencias esenciales entre la economla privada y la pública. 

"Un viejo proverbio árabe, de innegable exactitud, afirma que quien gasta 
menos de lo que gana procede sabiamente; quien gasta exactamente lo que recibe 
es un Imprudente y quien se excede de su nivel de ingresos es 1111 loco o 1111 ji1111ro 
defraudador. Estos consejos válidos para una familia o para una empresa primda 
se aplicaron hasta el ailo de 1929 a la organización financiera del Estado, 
semejante a la de un ama de casa: un presupuesto nunca deficitario, los únicos 
Ingresos leg{tlmos son lltfpflestos, la deuda pública es una herejla y un fraude la 
acultac/ón para pagar los gasto.s del Estado, con efectos limitados, a la diferencia 
entre el valor Internacional del metal conlenldo en cada moneda y su valor 
intemo•n. 

Si ya se han roto las barreras que obstaculiz.aban a los paises suscribir 
empréstitos en sus diferentes modalidades, es oportuno adecuar estas instituciones 
en favor de las entidades federativas y municipios a fin de que puedan apro\'echar 

!l Faya Viesca. laclnto. "Fi1Wll2S Pliblicas"; Primera Edición, Editorial Pomi.1. S A. ~lbk-o. 1991. pa~ 
183. 
16 Cortina. Alfooso. Op. Cit pq. 19. 
n Cortina. Alronso.Op. Cit. pag. 263-26'. 
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los recursos en beneficio de obra pública o servicios y al mismo tiempo les reditúe 
ganancias que permitan sufragar el pago de la deuda. 

Definitivamente consideramos que las actuales disposiciones legales que 
facultan a los Estados y municipios a contraer obligaciones y créditos son 
positivas, pero en el momento que se adapten aquellos mecanismos para suscribir 
empréstitos con organismos internacionales y en moneda extranjera se 
complementará para que estén en posibilidad de elegir de entre una amplia gama 
de oportunidades. 

El siguiente ejemplo nos ilustra la forma en que ven los estadounidenses al 
crédito público en favor de los municipios, comparándolo con los ingresos 
percibidos por concepto de impuestos: 

"Supongamos que un municipio está a punto de conslroir una escuela, 
cuyos servicios se extenderán durante treinta afias. Los gastos en ella exigen un 
incremento faerte y de una sola vez en los gastos totales del municipio. Si tuviera 
que ser financiada mediante impuestos, se harla preciso un aumento faer/e en el 
lipo lmpos//ivo, aunque trans//orlo. Es/e incremento resu//arla poco conveniente 
por si mismo, porque a los contribuyentes les parecerla más fácil vivir con un tipo 
Impositiva· más o menos estable"", más adelante proponen alternativas para 
solucionar el problema de la amortización de los créditos: " .... Para cumplir con 
e1te principio, el coste inicial se cubre median/e préstamos, normalmente en 
mercadas exteriores. En afias posteriores, las generaciones fatuf"OS, residentes y 
participan/es en los beneficios, resultan gravadas cada afio en fanción de su 
participación actual en lru beneficios""· 

Cualquier tipo de empn!stito origina una obligación para quien lo solicita, 
consistente en cubrir el setvicio de la deuda, que comprende los intereses y los 
reembolsos. "Uno de los objetivos de la poli/lea de la Deuda Pública consiste en 
hacer menos pesadas las cargas estatales originadas por el compromiso de la 
deuda. En este sentido, lo que el Estado desea es reducir el monto global de la 
deuda, siendo el camino más directo la amortización, procedimiento /endiente a 

n Muspave, RJchard A. y Musgrave, Pegg)" B. "Hacienda l'Ublica. Teórica y ApUcada"; Quinta Edición, 
Editorial McGraw·Hill. México, t992. pág. 692. 
n Musgm•, RJchard A. Op. Cit. pág. 692. 
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disminuir el capital del préstamo. También puede desear minimizar los intereses, 
dejando Intacto el capita/"OO, 

Actualmente "los gobiernos de locales -Estados y Municipios- cuentan con 
un conjunto amplio de inversiones públicas que pueden considerarse como 
"productivu" y que, por lo tanto pueden ser ftnanciadas a partir de la contratación 
de créditos, en sus distintas modalidades, como son: los empréstitos, los 
financiamientos o la emisión y colocación de bonos en los mercados 
financieros"". 

Las etapas del procedinúento empleado para la percepción de los ingresos, 
utilintndo los =ursos crediticios por los gobiernos locales son": 

a) Análisis de factibilidad. 
b) Autoriz.ación del Congreso del Estado para tramitar el crédito. 
c) Solicitud del crédito ante el organismo de ftnanciamiento. 
d) Obtención de la aprobación del crédito. 
e) Afectación de las participaciones federales. 
t) Formalización del crédito. 
g) Licitación pública del crédito. 
h) Publicidad a ~biu y larifas. 
i) lnVCTsión de los recursos obtenidos. 

4.3. OBJECIONES AL OTORGAMIENTO DE CREDITOS A 
ESTADOS Y MUNICIPIOS 

Existen otras corricotes que ven a los créditos públicos como el principal 
mal que aqueja a las naciones, y desde luego, se oponen a que las entidades 
fedmtivas y municipios utilicen esta via de financiamiento. 

'° Fay1 Vittca, J1einlo. Op. CIL pq. t9J. 
PI lndelcc, op. ciL 8$193, p. 103. 
"lbldem. 
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Los gobiernos que recurren a los empréstitos de manera desmesurada, sin 
que las inversiones recuperan en el plazo detenninado su costo, corren el riesgo de 
desencadenar una crisis en su economía sin salida, puesto que para "llevar a cabo 
.el SCTVÍcio de deuda, deben pagarse intereses. El aumento de impuestos necesario 
para financiar estos pagos impone una carga sobre la economia "". 

El crecimiento de la deuda pública ha sido durante largo tiempo una 
cuestión candente en el debate de una pol!tica fiscal responsable. Los críticos no 
sólo han atacado la financiación del déficit por sus efectos inflacionarios mientras 
dura el proceso, sino también han advertido de las consecuencia~ futuras de la 
acumulación de la deuda y su carga sobre las generaciones futuras. 

Respecto a la carga generacional ocasionada por los empréstitos se dice 
que: •Esta realmente existe, tanto en empréstitos externos como Internos cuando 
se consumen los bienes de capital y no se reponen los cons11mldos"94• Entonces 
tenemos que la carga generacional no es privativa de los empréstitos externos, ni 
mucho menos attibuible al sólo hecho de haber suscrito el crédito, sino que 
además es consecuencia de una administración inadecuada de los bienes de 
capital. 

"El problema consiste ahora en cómo afee/a la deuda pendiente al 
fancionamlento de la economfa, es decir, cómo Inciden las consecuencias de 
po/ltlcas del pasado {por ejemplo, dificil que se han ailadldo a la deuda) en las 
condiciones económicas faturas. Lru efectos económicos de la deuda pendiente 
deben distinguirse, por lo tanto, de /ru efectos actuales de la ftnanclac/ón del 
déjicll que Implican creación de deuda. la acumulación continua de deuda, ¿no· 
conducirá a una quiebra fiscal?""· 

Aterrizando en el ámbito de las entidades federativas y municipios también 
abundan opiniones en el sentido de que no es conveniente el crédito para estos 
órdenes de gobierno, asl Alfonso Cortina se muestta escéptico al otorgamiento de 
créditos con otras naciones al scflalar: 

"Mussrm, Richard A. Op. Cit.plg. 686 . 
.. Cortlna. AICoNO. Op. Cit. pég. 169 
" Musgm<, Ridwd A. Op. Cit. P4 686. 



120 

"los Estados nunca pueden contratar préstamos con gobiernos de otra 
naciones, ni por lo tanto, con sus agencias directas, como el Erport·fmport Bank 
o/ Washington, ni tampoco con instituciones internacionales de crédito, como el 
Banco Mundial o el Banco lnter-Americano de Desarrollo, pero esto último 
porque ellas exigen "1ítulos pagaderos en moneda extranjera" y porque, además, 
por su po/ltica interna podrfan requerir la obligación solidaria y conjunta del 
Gobierno Federal, que probablemente no serla otorgada por el Congreso Federal 
al aprobar las bases que exige la citada fracción VIII del 73". 

"El problema de la administración de la deuda de los gobiernos estatales y 
locales es completamente diferente del que se plantea a nivel federal y mis 
parecido, sin embargo, al de los inversores privados que intentan conseguir fondos 
en el mercado. La diferencia se produce tanto en el lado de la demanda como en el 
de la oferta. Por el lado de la demanda, la ocasión de pedir préstamos por parte de 
los gobiernos estatales y locales se produce principalmente cuando se han de 
financiar gastos sustanciales de e1pital .... ""' 

El Dr. Mauricio Rossel afirma que: "la estrategia de desarrollo requiere 
de una modernización financiera que responda a las nuevas condiciones 
económicas del pals, a fin de recuperar y acrecentar la captació11 del ahorro 
nacional, as/ como canalizarlo con eficiencia y oportunidad hacia el sistema 
productivo", en otns palabras, para este autor no es conveniente una economía 
basada en la salida de capitales, con el objeto de acRCCDtar la captación del ahorro 
nacional. 

4.3.1. LA DEUDA EXTERNA\' LA BALANZA DE PAGOS 

Un punto que por ningún motivo debernos soslayar, es el relativo 1 i. 
balanza de pagos. Cuando la deuda pública es externa. llCl:Cwiamente ~UJ".'!IC 
para su amonización y el pago de intereses. el 111111Cjo de mooeda e.'rranjen y 
además. una transferencia de riqueza 1 11 c.:on.:1mi1 de otros paises. Sl'llCI pt'f lo 

"'MU1&r11<. Richard A. Op. CiL pj¡¡. 700. 
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que concierne a los intereses generados, pues el capital principal tiene su origen, 
precisamente, en el extranjero. 

Al suceder lo anterior, la deuda externa hace sentir sus efectos en lo que se 
denomina balanza de pagos, es decir, en la cotización de la moneda extranjera, en 
las importaciones y exportaciones. La balanza de pagos se define, según José 
Maria Martín como "el relevamiento sistemático de todas las transocc/ones 
económicas mantenidas, durante 1111 periodo determinado, entre los residentes de 
un pals y los residentes de todos los demás países, debe servir de instrumento de 
medición para establecer adecuadamente los límites que puede alcanzar el 
volumen de la deuda pública externa" .... 

Esto último significa que a pesar de que la colocación de empréstitos 
públicos en el exterior equivale, en un primer momento, a un aporte externo de 
capital y, en consecuencia, constituye un alivio para el ahorro interno, hay que 
tener muy en cuenta que esta forma de financiación exigirá, m'5 tarde, superávit o 
resultados favonbles de la balanza de pagos para su correspondiente cancelación. 
•Por consiguiente, resulta obvio que el producto de los empréstitos colocados en 
el exterior debe ser destinado, preferentemente, a inversiones públicas, en 
panicular de infraestructura, que esllmulen el desarrollo económico, incrementen 
las exportaciones y contribuyan a disminuir el volumen de las Importaciones y de 
o/ros pagos al exterior. Económicamente, sólo asl -y al margen de la consabida 
problemállca polltica que surge .riempre en tomo al endurecimiento en el 
exterior- se jU5tljica la colocación de empréstitos en el extranjeros"" 

El reto consiste, precisamente, en superar todos los obstáculos que se 
presenten al implementar medidas tendientes al desarrollo de las comunidades. El 
crédito es una forma de financiamiento que sugiere una carga para el deudor y al 
mismo tiempo, el alivio de los problemas económicos que afronta. Las Entidades 
Federativas y Municipios mexicanos pueden verse beneficiados con las 
alternativas que ofrecen los mercados extranjeros en relación al financiamiento 
público, y no esperar indeterminadamente a que los superávits federales les hagan 

".\lanin, lwi Maria. Op. Cil. pag. 2l4. 
"Mallln, loé Maril. Op. Ci1. 114 243-2«. 
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justicia o que las inconfonnidades broten ante Wl8 tímida y tradicional planeación 
económica. 

El sistema de licitaciones para la suscripción de empréstitos u obligaciones 
es saludable. Las Entidades Federativas y Mwúcipios, al intentar recurrir a 
pr~stamos podrían elegir entre Wl8 variedad de condiciones a mexicanos o 
extranjeros, situación que acarrearla, consecuentemente, la disminución en las 
tasas y condiciones por parte de mercados nacionales. 

4.4. PROPUESTA 

Después de haber realizado un aúlilis de las figuras jurídicas e 
instituciones económicas, asl como las opiniones en favor y en contra de 
distinguidos trmdistas en la materia, y desde luq¡o, lo mis importante: la realidad 
en que viven los gobiernos de tu entidldcs federativas y mwúcipios, formulo la 
siguiente propuesta: 

l.· Convocar a las legislaturas de tu entidldcs federativas y ayuntamientos 
de todo el pals a consulta para determinar la viabilidad de una reforma a la 
Constitución General de la República y leyes, tanto federales como locales, con 
sustento en los siguientes puntos: 

a) Supresión de las restricciones constitucionaless que impiden a los 
Estados, Distrito Fedentl y Municipios contraer directa o indirectamente 
obligaciones o empréstitos con gobiernos de otras naciones, con sociedades o 
particulares extranjeros, o ClllDdo deban pagarse en moneda extranjera o fuera del 
territorio nacional. A fin de lograr lo anterior, propongo derogar la fracción VIII 
del articulo 117 constitucional. 

b) Condicionar la utilización de creditos con otras 111Ciones o personas 
extranjeras, o pagadeDIS en moneda extranjcnt o fuera del territorio DKional a la 
aprobación del Congreso de la Unión, tal y como sucede con el gobierno drl 
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Distrito Federal. Será indispensable adicionar una fracción al artículo 115 y 116 

constitucionales, donde se prevean los términos y condiciones a que se sujeten la 
suscripción de las obligaciones y empréstitos. 

e) Continuar con la politica de exigir que cualquier tipo de crédito público 
empicado por estos órdenes de gobierno se autoricen cuando se destinen a 
inversiones públicas productivas. 

d) Implementar los mecanismos necesarios que pcnnitan una recuperación 
de la inversión, derivada de la explotación adecuada de la obra, bien o servicio a 
que se destinen dichos recursos. 

e) Crear comisiones especiales con el objeto de supervisar constantemente 
el óptimo manejo en los recursos obtenidos, y vigilar que las amortizaciones se 
efectúen en los términos eslipulados. 

2.- Incrementar las sanciones para los funcionarios públicos responsables 
que bagtln uso indebido en el manejo de estos fondos. 

3.- Fomentar la utilización de este medio de financiamiento en beneficio de 
la sociedad mexicana, a tnvés de una intensa campana en los medios de difusión. 

Para el establecimiento, orientación institucional y aplicación de los 
principios y medidas antes seftalados, se requiere la implementación de reformas 
legales, entre otns, de los ordenamientos 1iguientes: 

1.- Constitución de los Estados Unidos Mexicanos. 

11.- Ley de Coordinación Fiscal y diversas leyes de carácter fiscal, federal y 
local. 

111.- Constituciones estatales. 
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IV.- Leyes Orgánicas Municipales. 

V.- Otros ordenamientos. 

Además es necesario adoptar prácticas que apoyen este proyecto como 
serla: 

a) Ampliar los recursos y presupuestos a las entidades federativas y 
municipios, con un sentido redistributivo fiscal y de desarrollo, tomando en cuenta 
que las empresas paguen sus impuestos donde tienen sus plantas productivas. 

b) Elaborar un plan de redistribución territorial de los municipios, con el 
propósito de concentrarlos en unidades económicas ~ables que se integren a los 
programas de desarrollo regional. 

c) Ampliar las facultades del municipio, para que incida en mayor grado en 
la plaoeación y promoción regional. 

d) Incrementar las pollticas de concesión de ~cios públicos a empresas 
privadas en entidades federativas y municipios. 

e) Fortalecer la participación de las entidades fedcralivas y municipios, con 
facultades de decisión y de ejecución de acciones coordinadas con otros órdenes 
de gobierno, en los casos de los fenómenos de conurl>lción. 

Un ejemplo de reforma legal concreta en el ámbito corutituciooal, que 
pennitiera aterrizar la propuesta mencionada seria la siguiente: 
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Adicionar a la fracción IV del articulo 115 conslilucional un inciso, de lal 
manera que se prevea la posibilidad de que los Ayunlamienlos puedan suscribir 
créditos en sus diferenles modalidades (internos y externos, moneda nacional y 
extranjera). 

Artículo 115.- Los Estados adoptarán, ........ 
1.- ......... 

IV.- Los Municipios administrarán libremente .... , y en todo caso: . 
a) .. . 
e) .. . 
d) Podrán contraer, con propósito de inversiones públicas productivas, 

obligaciones o empréstitos con personas ftsicas o morales, para tales efectos 
se someterá a licitación pública a fin de garantizar las mejores condiciones en 
el mercado financiero. 

Los créditos ~uscritos con nacionales y moneda de curso legal, se 
sujetarán a la aprobación de la legislatura estatal correspondiente, y por lo 
que se refiere a los créditos en los que se vean involucrados factores 
internacionales, requerirán de la aprobación del Congreso de la Unión. Los 
montos y condiciones de endeudamiento serán fijados por la Ley respectiva. 

Las leyes federales no ...... 

ComJ ya se mencion6 en el estudio preliminar de este tema, si se pretende 
incluir a los Eslalos como sujetos de crédilos externos o en moneda diferente de la 
nacional (para dar congruencia a la refonna), debe derogarse la fracción VIII del 
artículo 117 constituciooal; en caso controoo, únicamente bastará suprimir al 
Municipio del supuesto a que se refiere dicho DfllCeOto legal. 
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4.4.1. JUSTIFICACION DE ESTA MEDIDA 

La conveniencia de rencr acceso a mercados exlnmjeros para contncr 
obligaciones o cmpréstilos por parte de las entidades federativas y municipios, 
radica en que junto con la oferta nacional, estos órdenes de gobierno estarán en 
posibilidad de elegir de entre las propuestas, las mejores condicioocs disponibles 
en cuanto a facilidades, inlereses, oportunidad y fomia de pago. 

Con la implementación de esta medida, los gobiernos locales y municipales 
no se verán limitados por la escasez de recursos durante alguna evenrualidad o 
programas que requieran inversiones considerables. 

Lo anrerior no significa que los créditos sol11neote sean utilizados en casos 
de urgencia o imprevistos, sino por el contrario, deben ser planeados dentro de su 
presupuesto de ingresos, con el objeto de regular su polltica financiera y de gasto 
público generalmente. Una cfec:Civa progrmmci6n de los créditos en todas y cada 
una de sus fases repercutirá noúlblcmentc en óptimos resulhldos. 

La finalidad de crear comisiones de vigilancia para inspeccionar el manejo 
de los recursos obtenidos espccfficamentc de los créditos y obligaciones, rmdica 
esencialmente en no caer en los mismos errores que la federación, donde 
regularmente no se sigue un procedimienlo que revele el destino de los créditos, la 
rentabilidad de las obras o servicios, y mucho menos, la recuperación ccooómica 
de esas inversiones. 

Si es verdad que el aumento en las sanciones no disminuye las actividades 
delicitivas, el agravar la penalidad en coalla de los funcionarios públicos 
responsables que desvíen o hapn mal uso de los recursos obtenidos de los 
financiamientos, tiene por objeto asegurar continuidad y éxito en las operaciones 
realizadas, as! como ganar la.coofi111?.8 de los mercados extranjeros. 



127 

Las inversiones públicas productivas, como condicionante para autorizar 
los créditos a entidades federativas y municipios, se justifica en la medida que los 
gastos primarios de éstos son sufragables con los ingresos percibidos 
nonnalmente, es decir, el mlnimo necesario para su funcionamiento. 

4.4.2. RESPONSABILIDAD DE LA FEDERACION 
La Fedención dCjCMpcftaria el papel de garante con los gobiernos 

extranjeros, asl como personas fisicas y morales de otros paises. 

La participación del Congreso de la Unión en la aprobación de los créditos 
a las entidades federativas y municipios, da a este proceso un voto de confianza en 
la relación crediticia con paises y organizaciones internacionales. 

En 1D1 principio el Congcso de la Unión intervendrla para dar confilm.a a 
los invmionistas, para que posteriormente, en fonna gndual, dependiendo de los 
resultldos obtenidos y el desenvolvimiento de la economfa de los destinatarios de 
la propuesta, se les vaya abriendo brecha a la 1111 anhelada autonomfa estatal y 
libertad municipll. 

Jacinto Faya Viesca seflala que: •Para alg11nos tratadistas, la esencia de la 
obligación del empréstito es de carácter unilateral y se deriva como consecuencia 
de un acto de soberan(a del Estado. Para otros, el empréstito es un acto de 
carácter bilateral y contractual, que puede ser considerado de Derecho Púbf/co o 
de Derecho Privado""· No debernos soslayar que las entidades federativas y 
municipios son precisamente eso, integrantes de un todo, que es la federación, y 
que los Poderes de la Unión cumplen, entre varios aspectos, una función de 
defema en cuos de invuión a los territorios de los Estados, en lo que se 
denomina "garantía federal", protegiendo a éstos en un acto de sobcnmfa nacional. 
Por ello resulta vital que la suscripción de los créditos externos, sean avalados por 
el Congreso de la Unión, en representación de la federación, para que en el 
supuesto de algún conflicto derivado de las deudas existentes, pueda invervenir en 
su defensa. 

99 Faya Viclca, Jacinto. Op. Cil. plg. 196. 
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CONCLUSIONES 

1.- El federalismo presupone una fonna de Estado opuesta al 
centralismo, caracterizado por estar confonnado con un territorio propio, 
constituido como unidad por la suma de los territorios de los Estados 
miembros mediante un pacto federal, con fines de protección y colaboración 
para lograr conj1mtamente el beneficio de la comunidad que lo integra. 

2.- El federalismo mexicano representa en nuestros días un baluarte en 
favor de la diversidad de ideologlas, opuesto a la monopolización del poder 
que COfTompe el destino de los pueblos. Este requiere de algunos ajustes que 
lo hagan más funcional en una sociedad moderna y plural, donde se respete la 
autonomla de los Estados y los municipios, con un sustento legal apropiado. 

3.- El sistema federal mexicano atravezó por un proceso de asimilación 
opuesto al de los Estados Unidos de América, de donde recogió gran parte de 
las figuras e instituciones propias de este sistema. No obstante lo anterior, 
hubo rubros de gran importancia que se desarrollaron con una reminiscencia 
de los gobiernos centralistas imperantes en la Colonia, como puede ser lo 
relativo a la situación financiera de los municipios. 

4.- Con el objeto de controlar, planear la economla nacional y evitar la 
doble o triple tn'butacióo, se estableció el Sistema Nacional de Coordinación 
Fiscal, mediante el cual se pretende hacer un reparto justo del ingreso 
público, en el que se incluyen las aportaciones recaudadas a los ciudadanos 
en su conjunto. Pero al analizar el federalismo y el municipio libre a la luz de 
la Ley de Coordinación Fiscal descubrimos serios obstáculos que impiden 
alcanzar lc•s postulados que estos órdenes de gobierno sugieren, apreciando 
que el dominio en el manejo de los recursos por pane de la Federación 
contribuye en la centraliución del poder. 
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S.- faisten múltiples conceptos por los cuales las entidades federativas 
y municipios perciben sus ingresos, sin embargo, las participaciones federales 
representan el rubro mas importante de su hacienda. Estos ingresos, en 
muchas ocasiones no son suficientes para cubrir los gastos que se requieren 
para crear la infraestructura necesaria, que incentive el desarrollo a corto 
plazo de esos órdenes de gobierno. 

6.- El crédito público es aceptado cada vez mas como como W1a 
opción viable para obtener recursos por parte de los gobiernos. Una buena 
administración de la deuda, con amortizaciones y pago de intereses oportWlos 
con base en la rentabilidad económica y social de las obras y servicios a que 
sean destinados los recursos, constituyen la base del éxito en medidas de esta 
naturaleza. 

7.- Las disposiciones·--~tucionales en vigor establecen la 
factibilidad de que las entidades federativas, (incluido el Distrito Federal), y 
los municipios puedan suscn'bir obligaciones y empréstitos conforme a las 
bases establecidas en las leyes, condicionado a que se realicen en moneda 
nacional, con mexicanos y que sean destinadas a inversiones públicas 
productivas. 

8.- Con las nuevas disposiciones constitucionales, el Distrito Federal 
se somete a las mismas limitaciones y prohibiciones que los Estados. Pero 
por lo que se refiere a la celebración de empréstitos, existe una participación 
decisiva del titular del Ejecutivo Federal y del Congreso de la Unión, además 
de los órganos locales de gobierno. 

9.- La propuesta de apertura a los mercados internacionales de crédito 
para las entidades federativas y municipios mexicanos. se sustenta en darles 
alternativas de financiamiento con miras a una reducción en la carga de los 
gastos públicos en sus respectivos gobiernos. 
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10.- Una medida de esta naturaleza debe acompañarse de otros 
mecanismos que le pennita desarrollarse con éxito, es decir, por si sola la 
factibilidad legal de contraer deuda pública en mercados extranjeros o 
moneda que no sea la nacional no es suficiente, pues requiere reforzarse con 
una adecuada distribución del gasto público para evitar recurrir al 
endeudamiento, planear la inversión y administración del pago de la deuda 

11.· También puede ser considerado como una causa que presione las 
viejas prácticas de distribución del ingreso a un reparto acorde a las 
necesidades y aportaciones de sus ciudadanos. 

12.- De ser suprimida la prohibición a las entidades federativas y 
municipios para endeudane en los términos sugeridos, indudablemente se 
avam.arla en el proceso de fortalecimiento al sistema federal mexicano; la 
autonomía estatal y libertad municipal se verían beneficiadas, al no depender 
la administración de sus haciendas exclusivamente de las participaciones 
federales. 

13. • La conveniencia de tener acceso a mercados extranjeros para 
contraer obligaciones o empréstitos por parte de las entidades federativas y 
municipios, radica en que conjuntamente con la oferta nacional, estos órdenes 
de gobierno estarán en posibilidad de elegir de entre las propuestas, las 
mejores condiciones disponibles en cuanto a facilidades, intereses, 
oportunidad y fonna de pago. 

14.- La intervención de la Federación en la suscripción de obligaciones 
y empréstitos externos en favor de las entidades federativas y municipios 
sería vital, para fungir como garante en el cumplimiento de las obligaciones 
contraídas en el supuesto de no poder responder oportunamente aquéllos. 
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